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PRIMERA PARTE

I. LA PROPIEDAD AGRARIA EN LA ANTIGÜEDAD

El problema de la propiedad de la tierra rebasa, por su im​portancia, el Derecho Agrario. Es el gran problema económico de todos los pueblos y de todos los siglos; tan antiguo como la civilización misma, se mantiene todavía dando tema a doctrinas, programas políticos y preceptos constitucionales.

Cuestión de trascendencia doctrinaria es la que se plantea en torno a pi primitivamente la tierra fue propiedad colectiva o privada. A fines del siglo pasado era opinión dominante que la etapa del comunismo agrario había precedido a la propiedad privada, y que aquél era el estado natural y deseable. Pero hoy la mayoría de los autores e investigadores están contestes en afirmar que la propiedad privada existió entre los primitivos agricultores, y que ciertas formas de colectivismo agrario apa​recieron posteriormente.

weber rechaza la teoría del comunismo agrario primitivo como etapa necesaria de la evolución económica: "En un prin​cipio la explotación agrícola no fue precisamente comunista";

sin embargo, no formula ninguna afirmación categórica en sen​tido contrario; aceptando que con el primitivo cultivo de azada "pueden asociarse formas muy diferentes de organización eco​nómica" (1).

heitland, sosteniendo que no hubo necesariamente comuni​dad de tierras en un principio, dice que "es una cosa clara y evidente que el movimiento que tendió a la estabilización de la agricultura, aunque de modo rudimentario, contenía el germen de un movimiento hacia la responsabilidad y los derechos del individuo" (2). Por su parte, el agrarista italiano luzzatto afir​ma que en los tiempos primitivos la ocupación de la tierra fue precaria, y sostiene que la cuestión de si la propiedad fue co​lectiva o privada, depende de cómo se considere al grupo o a la familia patriarcal: sería privada si se tomara como propietario a todo el grupo. En definitiva, el origen común y el privado de la propiedad primitiva de la tierra, se confundirían (3).

Un economista italiano, graziadei, sostiene que primitiva​mente, cuando predominaba la ganadería sobre la agricultura, ésta se desenvolvía con formas rudimentarias, y la propiedad particular sobre un determinado terreno no existía porque no era necesaria; después apareció el motivo de la apropiación de un lote preciso, "motivo debido a la necesidad de favorecer el desarrollo de los cultivos, asegurando permanentemente todo o parte del producto a quien invierte en la tierra una cantidad suficiente de trabajo y capital" (4).

fustel de coulanges afirma que en Grecia y en Italia hubo propiedad privada desde la más remota antigüedad, y que las interpretaciones en contrario se deben a una apreciación errada de palabras de Cicerón, Plutarco, Dionisio, etc. Los repartos de tierras en la antigüedad, dice, se referían a las tierras conquistadas y no a las ocupadas por los naturales del país como pro​pietarios individuales (5).

Aparte de estas apreciaciones genéricas sobre la primitiva propiedad agraria, resulta de interés particularizar en torno a las civilizaciones antiguas más destacadas. Pocos temas ofrecen, como éste, el atractivo que significa hallar en pueblos remotos ideas y prácticas que el siglo presente se afana por realizar, aunque lógicamente perfeccionadas; ello demuestra que el pro​blema y sus soluciones han sido preocupación secular.

II. LA TIERRA EN MESOPOTAMIA

La tierra era considerada como de los dioses, de quienes los prime​ros gobernantes no fueron sino vicarios: patesi. Por encargo de la divi​nidad procedían a la distribución de la tierra, cuyo dominio eminente siempre quedaba a favor del ser supremo.

Los que recibieron terrenos tuvieron sólo la posesión de ellos, pero una posesión con tan amplios derechos que prácticamente era una ver​dadera propiedad; era cesible, mas sólo podía adquirirse con un título justo, no bastando el hecho de la ocupación durante varios años (pres​cripción).

Parte de la tierra estaba destinada al servicio del culto y para el sos​tén del ejército; tales tierras no podían sufrir modificaciones en cuanto a sus poseedores: oran inalienables. El dominio eminente, respecto de ellas, también pertenecía a los dioses y residía por delegación en los reyes.

El justo título originario para la posesión de tierras por parte de par​ticulares era la concesión real con la condición de valorizarlas y hacerlas producir, pagando además un impuesto. Llenados estos requisitos esen​ciales, ni los particulares, ni el Estado mismo podían alterar el derecho del poseedor; éste estaba facultado para arrendar la tierra, gravarla, ven​derla y disponer de ella por acto de última voluntad a favor de sus pa​rientes o amigos.

La religión apoyó firmemente esta propiedad privada, rodeándola de un carácter sagrado, a punto tal que según MASPERO, en ninguna parte del mundo antiguo tal carácter estuvo afirmado con más fuerza id la po​sesión del suelo más asegurada por la religión.

Los contratos sobre tierras estaban rodeados de solemnidades, y fir​mados por las partes; si éstas no sabían escribir "impresionaban sus uñas en un ladrillo de barro blando, que al endurecerse consignaba la prueba de la transaccióNº (6).

Durante el imperio de los asirlos, los monarcas hicieron alarde de poseer personalmente todo el territorio que gobernaban; así se desprende de las inscripciones que nos han llegado de aquellos tiempos. Pero, en realidad, la posesión particular de las tierras, tal cual hemos visto, no desapareció, ni fue substituida por una comunidad de bienes regida por el Estado.

III. LA TIERRA EN EGIPTO

Los faraones se consideraron siempre como dueños de todas las tie​rras hasta donde alcanzaba su gobierno. Pero cabe recordar que antes de la unificación del país (Alto y Bajo Egipto) los grupos del Norte y del Sur habían desarrollado cierta civilización, en la que existió la propiedad pri​vada, dentro de los nomos. Además, en tiempos de José debió existir prác​ticamente la propiedad privada, pues los campesinos entregaron al faraón sus tierras a cambio del trigo que recibieron; de inmediato el faraón se las devolvió para que las cultivaran, debiendo pagar una renta: el quinto. Estos agricultores pasaron a ser colonos del faraón.

Heredólo refiere que el gran Sesostris dividió en partes iguales las tierras y las entregó a los habitantes; tal división, anterior al reparto, pudo haber sido la que siguió a la operación de José (7).

Ya en tiempos en que la autoridad se ha robustecido, se encuentran en Egipto tres categorías de tierras: 1° la de los monarcas; 2°) la de los sacerdotes y templos; 3°) la de los soldados. Estos últimos, según Hero-^dolo, tenían derecho a poseer doce auroras (27 áreas con 77 centiáreas co​rrespondían a cada aurora) de tierras exentas de impuesto, lo que vendría a substituir al estipendio militar. La clase puramente popular se veía ale​jada de la posibilidad de poseer tierras (8). Por otro lado, parte de la tie​rra que en un tiempo se consideró propiedad del faraón, quedó después fuera de su autoridad, ya que fue entregada a sus favoritos; a cambio de ello, recibía el faraón un tributo (9). Más tiempo susbsistió la propiedad de los dioses, no obstante las usurpaciones sufridas, pues en todo tiempo comprendió aproximadamente la tercera parte del territorio (10).

Si bien era reducida, proporcionalmente, la extensión del territorio que los particulares poseían privadamente, este régimen nunca desapa​reció del todo, y sobre esta categoría de tierras cabía efectuar transaccio​nes legales entre particulares (11).

En el tiempo de las pirámides se calcula que el faraón poseía la ma​yor parte del Egipto del norte; hasta el siglo pasado estas posesiones los monarcas pretendieron reconstruirlas a su favor (12).

Los Ptolomeos, monarcas de origen heleno, heredaron estas concep​ciones faraónicas para disponer de las tierras y sus productos, pero tam​bién es posible que su absolutismo provenga de las ideas orientales de que estaban imbuidos: un rey de Oriente era considerado como dueño y señor de todo el territorio, de sus cosas, y de sus habitantes; era el despotismo completo. Ptolomeo, heredero de Alejandro Magno, estaba en condiciones de aplicar estas ideas en Egipto (13).

Los romanos permitieron que las clases privilegiadas disfrutaran de un dominio pleno del suelo, reclamando en cambio como propiedad del pueblo romano los ex-dominios reales (14).

En el siglo IV de nuestra era, "el Egipto rural se hallaba dividido en su mayor parte entre tierras del dominio de varias categorías y tierras privadas distribuidas en su mayor parte en propiedades pequeñas o me​dianas" (15).

IV. LA TIERRA EN GRECIA

Cuando cada grupo familiar se estableció, la tierra se dividió y re​partió entre ellos, pues no había ocupantes anteriores. Si se trataba de pueblos invasores, los vencidos pasaron a ser cultivadores en beneficio de los vencedores propietarios; también éstos se repartieron previamente las tierras.

La religión fundamentaba el derecho de propiedad, al que no podían llegar los extranjeros.

El paso a la propiedad individual se fue dando muy lentamente, par​tiendo desde la propiedad de grupos (propiedad de varios, pero privada).

Como consecuencia del carácter religioso y sagrado de la propiedad, ésta fue considerada inalienable en los tiempos primitivos (16).

En el Ática la concentración de tierras en pocas manos estaba a pun​to de provocar una violenta reacción social cuando apareció Solón, a principios del siglo VI antes de J. C. Solón proclamó la emancipación de los campesinos; a él se atribuyen estas palabras: "los que sufrían cruel servidumbre en esta tierra y temblaban ante un amo, yo los he hecho li​bres". La propiedad individual de la tierra, que venía practicándose des​de tiempo atrás como consecuencia de la decadencia del grupo familiar, íue legalizada por el reformador, a quien se atribuye la implantación del derecho testamentario en Atenas; antes de él la propiedad no podía salir del grupo familiar.

Las leyes de Solón no fueron íntegramente cumplidas; Pisisirato, años más tarde, aprovecharía el descontento para llevar a cabo una dis​cutida reforma.

Con todo, en el Ática la tierra quedó bastante repartida, ya que las íamilias poderosas rara vez poseyeron extensiones superiores a treinta hectáreas. Desda el siglo V en adelante, la preponderancia social y polí​tica pasó de los terratenientes a los comerciantes.

Distinta fue la situación en Lacedemonia. Licurgo, personaje que probablemente no existió, habría repartido las tierras en el siglo IX. Sea como fuere, lo cierto es que en el siglo IV antes de J. C. las leyes de re​forma estaban en desuso, originando la conspiración de Cinadón contra la oligarquía, sin resultado. Las tentativas de Agis, Cleómenes y reyes posteriores tampoco dieron resultado; y así llegó la caída de Esparta ante Roma, sin haberse logrado la realización de las reformas de Licurgo.

Ante la imposibilidad de hecho de ocupar tierras propias, muchos griegos optaron por abandonar el país e ir a instalarse en las colonias exteriores: cleruquías (17), Pericles (siglo V antes de J. C.) distribuyó lo​tes de terreno entre los atenienses, y en ese tiempo aparecen las colonias de Calcídica y la Magna Grecia.

Las colonias fueron, en un principio, eminentemente agrarias; pero luego evolucionaron hacia el comercio. La propiedad inmueble va perdien​do importancia, en tanto que acrece la de los bienes muebles (18).

V. LA TIERRA EN ROMA

La propiedad correspondió originariamente al grupo familiar —gens— cuyo jefe disponía el cultivo de los lotes que asignaba a cada miembro del grupo; de esta situación se pasa a la de propietario del lote que cada persona ha venido cultivando (19).

Con este tipo de propiedad privada coexistía la propiedad gentilicia o comunal; además se hallaba la propiedad del Estado (ager publicas) des​tinada a pastoreo del ganado, pagándose por el uso de la misma el pe​queño tributo llamado scriptura (20).

Dentro del régimen económico de la Roma floreciente, las actividades agrarias fueron ¡as más dignas y más seguras; y la inversión de capitales en tierras se consideró como la más acertada operación.

A veces se suele confundir la propiedad que en común tenían, priva​damente, varias personas, con una presunta propiedad colectiva pública. En efecto: a veces varios ciudadanos, conjuntamente, poseían un terreno para ciertos destinos comunes que hacían posible la utilización simultá​nea sin mayores tropiezos. Tal propiedad no es colectiva (oficial o pú​blica), sino privada aunque de disfrute común. Además había tierras in​cultas que se asignaron inicialmente a los propietarios de tierras cultiva​das que se hallaban próximas, lo que dio más tarde origen a apropiacio​nes ilegales (21).

El dios Término era el encargado de proteger los límites de la pro​piedad particular. Según Dionisio de Halicarnaso, Rómulo dividió el país en treinta porciones iguales y las entregó a cada una de las treinta curias;

el resto se destinó al culto, y lo sobrante quedó como propiedad del Esta​do. Los plebeyos, que no tenían religión reconocida, no participaron de estos beneficios al principio, aunque luego se les dieron algunos lotes para que los trabajaran personalmente y para sí.

Los latifundios en Roma se hicieron más notorios luego de las gue​rras púnicas (siglos III y II antes de J. C.). En teoría, cualquier ciudada​no podía ocupar tierras del ager publicus, con la condición de pagar un reducidísimo tributo (vecligal); pero en la práctica sólo familias influyen​tes y sociedades poderosas ocuparon estas tierras.

A fines del siglo V antes de J. C. el patricio Spurio Cassio, tres veces cónsul, propuso aumentar el ager publicus y su reparto a los plebeyos y latinos aliados; pero su propósito fracasó y el reformador pereció.

Por las leyes licinias, de mediados del siglo IV, se redujo la exten​sión que tendrían derecho a ocupar los particulares: un máximo de al​rededor de 120 hectáreas para labradío, y alimentar en los prados más de 100 bueyes o 500 ovejas; el resto debía repartirse entre los que carecieran de tierras. Pero en el siglo II el latifundio había recrudecido.

En el año 133 es elegido cónsul Tiberio Graco, quien, conocedor del estado lamentable en que se hallaban los campesinos, se propuso recon​quistar las tierras ilegalmente ocupadas por los latifundistas. Su proyecto —rogatio sempronia— comprendía estos puntos principales: 1) limitación del máximo de tierras que cada uno podía poseer, debiendo restituir el excedente al Estado; 2) la tierra restituida se distribuiría entre los ciuda​danos que carecieran de una parcela; 3) las mejoras introducidas por aquéllos que debían restituir tierras, serían compensadas. A raíz de la oposición de Octavio —el otro cónsul en ese tiempo— lo hizo substituir por la asamblea, que en su lugar designó a Quinto Mummio, un descono​cido cliente del propio Tiberio Graco. El proyecto de reformas se convir​tió en ley, que se llamó sempronia en honor de la ilustre gens a que pertenecía el autor. La reforma se puso en marcha; pero el término del mandato de Tiberio hacía peligrar su continuidad, razón por la cual pre​tendió su reelección. Los enemigos de Tiberio decidieron oponerse y el reformador fue muerto durante la asamblea.

Desaparecido Tiberio la ley no fue derogada, pero se retaceó su apli​cación; hasta que surge el hermano de Tiberio: Cayo Graco. Éste ac​tualiza los proyectos de Tiberio, con algunas variantes; además propuso que el Estado se obligase a proveer de trigo al pueblo, a precio bajo y uniforme, con el objeto de evitar la dependencia de la plebe hacia los seño​res. Además, Cayo Graco apoyó un proyecto anterior consistente en co​lonizar Cartago con seis mil ciudadanos. El rival de Cayo, llamado Livio Druso, ofreció a su vez un programa de reformas de tipo demagógico. Esto último, y la oposición de los romanos a colonizar Cartago (tierra maldita), provocó una ofensiva contra Cayo Graco; decidido éste a de​fender su obra, enfrentó a sus enemigos en la asamblea. Divididas las fuerzas en dos bandos. Cayo Graco fue obligado a huir y ante el peligro de ser capturado se hizo matar por un esclavo.

Así concluyó su trayectoria el segundo de los Gracos. Como Tiberio, tampoco Cayo había logrado formar una conciencia revolucionaria que respaldase sus proyectos. Fuslel de Coulanges, refiriéndose a estos fraca​sos, escribe: "El bajo pueblo de Roma no anheló muy ardientemente la reforma, ayudó sin entusiasmo a los Gracos, se negó a creer que estos re​formadores luchasen por él, y los abandonó en el momento decisivo. Las leyes agrarias, con tanta frecuencia presentadas a los ricos como una amenaza dejaron siempre al pueblo bastante indiferente, y sólo lo con​movieron en la superficie" (22).

El latifundio subsistió triunfante y fue la ruina de Italia, según la conocida afirmación de Plinio el Viejo.

El Senado no derogó formalmente la ley agraria ni devolvió a los ex​poseedores las tierras ya repartidas; pero de hecho no continuó apli​cándose. La crisis agraria desembocó en las guerras civiles hasta llegar al Imperio, con Augusto.

Los romanos también organizaron colomas para conservar los terri​torios conquistados y satisfacer el anhelo de tierras de sus habitantes de la metrópoli. "Roma envió fuera de su territorio extensos grupos de co​lonos formados por ciudadanos suyos, y aun por gentes distintas, para que fundaran nuevas ciudades en puntos de valor estratégico, y se con​virtieran en ciudadanos de estas nuevas localidades. Cada ciudad tenía su territorio propio, y el reparto de tierras a los nuevos colonos se hacía de modo liberal" (23). La colonización siguió a la conquista y aseguró sus resultados.

El derecho de propiedad sobre el suelo recibió todo el amparo de la ley como ninguna ley civil se lo había otorgado todavía: en esto, Roma superó ampliamente a los demás pueblos. De aquí nace la consideración del derecho de propiedad como absoluto, exclusivo y perpetuo, si bien las tres cualidades no existieron en grado máximo. El derecho de usar y abusar tuvo sus restricciones, como se ha comprobado; en cuanto a la perpetuidad, la expropiación acababa con ella en razón fundada en la utilidad pública; la exclusividad tampoco imperó. En cambio, estaba dis​puesto claramente, y así se entendió, que el derecho de propiedad llegaba hacia arriba y hacia abajo hasta límites indefinidos; los germanos, sobre este particular, consideraban que la propiedad concluía bajo la reja del arado (24).

Los romanos, tan celosos en proteger su propiedad privada, se la ne​garon a los extranjeros. Los jurisconsultos opinaron que los habitantes de los pueblos conquistados no tenían derecho a ser propietarios; el suelo de los vencidos pasaba a ser de Roma, y los ocupantes serían en lo su​cesivo simples usufructuarios. Cuando se extendió hasta ellos la ciuda​danía, pudieron ser propietarios. Sin embargo, los aludidos usufructuarios dispusieron prácticamente en muchas partes de la tierra, como dueños:

no era suya, pero como suya. En ciertas regiones, además, se permitió ofi​cialmente la vigencia de las propias legislaciones, y así, Pompeyo. por ejemplo, declaró libres a varias villas de Siria.

Una apreciación acertada de la función social que tiene la tierra se muestra en una Constitución del Código de Teodosiano, según la cual la la propiedad de los "agri deserti" es relativa, y subordinada a la valo​rización de tales tierras (25).

El Estado romano no supo organizar la administración de sus tierras —tierras públicas— e hizo posible la especulación de los particulares, en tanto que las masas laboriosas se vieron privadas de la posibilidad de po​seer su parcela particular (26). Si las tierras quedaban en poder del Estado, no se explotaban; y si pasaban a manos particulares, éstas exclusivamen​te hacían su negocio. Fue un fracaso, pues, la política de las tierras fis​cales en Roma.

El régimen de la tierra, pública y privada, se había complicado nota​blemente en tiempos de la decadencia del Imperio. Mounayer resume en cinco categorías estas condiciones de la tierra.

1°) Dominios imperiales y municipales; se hallan arrendados a con​ductores que, a su vez, utilizan a los colonos para el trabajo.

2°) Dominios eclesiásticos, o bienes de manomuerta, poseídos por per​sonas de existencia ideal (collegia, fundaciones).

3°) Dominios privados, que podían ser: latifundios trabajados por co​lonos; o pequeñas propiedades cuyos dueños, agobiados por las deudas y los impuestos, tendían a hacerse colonos.

49) Los agri desertí, o tierras casi incultas, cuya propiedad se adqui​ría valorizándolas y se perdía con el abandono.

5°) Ager publicus, o bienes fiscales que podían ser poseídos por par​ticulares en propiedad o en posesión revocable (27).

VI LA PROPIEDAD ENTRE LOS HEBREOS

Hasta su entrada en Palestina, los hebreos no habían tenido campos en propiedad permanente. Próximos a la tierra prometida, bajo la con​ducción de Moisés, Jehová encomendó con estas palabras el reparto del territorio: "Entre éstos se repartirán la tierra para que la posean a pro​porción de su número, y la distinción de sus nombres. A los que son el mayor número darás proporción mayor, y menor a los de menos número. A cada cual se le dará posesión según acaban ahora de ser contados. Pero de manera que la tierra se reparta por suerte entre las tribus y familias:

y todo lo que tocare por suerte, será lo que pertenezca al mayor o menor número". (Números 26, 52 - 56). Cuando el texto se refiere a los futuros propietarios, tiene en cuenta a los censados, que eran 601.730 israelitas.

El dominio último de la tierra correspondía, siempre, al Señor; por eso se lee en el Levítico que la venta definitiva de tierras está prohibida, ya que los ocupantes eran sólo colonos de Dios.

El mandato dirigido a Moisés no fue cumplido por éste por haber fallecido antes de entrar en Canaán. Correspondió a Josué hacerlo, y éste dividió la tierra entre doce Iribus; en realidad las tribus eran trece, pero la de Leví no participó en el reparto, dadas sus funciones religiosas, y su subsistencia estuvo asegurada por los diezmos de la población. Se funda​ron 48 ciudades levíticas, y seis ciudades para refugio de homicidas invo​luntarios: tres a un lado del Jordán y tres al otro lado. El Deuteronomio advierte expresamente sobre la exclusión de los levitas: "Los sacerdotes y levitas, y cuantos son de esa tribu, no tendrán parte ni herencia entre los demás hijos de Israel, porque se han de sustentar de los sacrificios del Señor y de sus ofrendas" (Cap. 18).

Cuando Josué efectuó el reparto era ya anciano; Jehová le repitió la orden, insistiendo en que la división debía hacerse a suertes: "Tú estás viejo, y tienes ya muchos años; y queda por conquistar y dividir en suertes una tierra dilatadísima, es a saber, toda Galilea, el territorio de los filisteos, y toda Gesuri". (Libro de Josué, 13, 1 - 2). El reparto se hizo, efectivamente, en suertes, como lo prueba uno de los salmos de David, donde éste se refiere a su posesión: "En delicioso sitio me cupo la suerte;

hermosa es, a la verdad, la herencia que me ha tocado". (Salmo 15, 6).

A fin de que la división no se resintiese posteriormente, turbándose la igualdad establecida, los matrimonios debieron efectuarse entre perso​nas de las mismas tribus: "...para que la herencia se mantenga en las fa​milias, y no se mezclen entre sí las tribus, sino que queden ni más ni me​nos como fueron separadas por el Señor". (Números 36, 8 - 10).

Resultaron favorecidos, con la distribución de tierras, los que la suer​te señaló para ocupar territorios en el norte de Palestina, donde los cam​pos son más fértiles y producen más cereales; allí progresaron las ciuda​des, y la agricultura y el comercio tuvieron paralela importancia. En cam​bio, las tribus del sur no alcanzaron a establecerse fuertemente, porque la pobreza de la tierra no les hizo olvidar del todo sus costumbres seminómadas (28).

Al volver del cautiverio de Babilonia, los jefes de las caravanas asig​naron las tierras a reocupar, de acuerdo a las listas demográficas prepa​radas de antemano; pero ya muchas de estas tierras habían sido ocupadas por nuevos dueños, y los judíos debieron comprarlas con su propio peculio.

El año sabático. Es una institución típicamente hebrea, que aparece desde los primeros tiempos de su organización. Ya se considere que haya obedecido a la necesidad de dar descanso a la tierra, no muy fecunda, o a¡ propósito de beneficencia pública, lo cierto es que el sábado de la tie​rra, o año sabático, constituye una notable peculiaridad en el régimen de la tierra de los tiempos antiguos.

El Levítico relata de este modo el origen divino del año sabático: "Y habló el Señor a Moisés en el Monte Sinaí diciendo: Habla a los hijos de Israel y díles: Entrado que hayáis en la tierra que yo os daré, dejadla descansar un año, a honra del Señor. Seis años sembrarás tu campo, y seis años podarás tu viña, y recogerás los frutos, pero el año séptimo será para la tierra, sábado del descanso del Señor; ni sembrarás el campo, ni podarás la viña. No has de segar aquello que de suyo produjere la tie​rra; ni has de recoger las uvas de tus primicias, como quien vendimia, porque es año de huelga para la tierra; sino que las comerás tú y tu esclavo, tu esclava y tu jornalero, y los extranjeros que moran contigo;

y todo lo que produzca la tierra servirá también para pasto de tus bestias y ganados" (25, 2-7).

Schiaparelli sostiene que este descanso no podía ser simultáneo en todas las propiedades, ni en todas las partes de una misma propiedad, porque de ser así, en el año sabático el pueblo debió pasar hambre.

Esta ley, por otra parte, no fue bien observada, y parece que en tiempos de Esdias y de Nehemías ya estaba relegada al olvido (29). Pero de regreso del destierro, pasado en Babilonia, se aplicó nuevamente y fue observada durante la ocupación romana. El libro de los Macabeos prueba la observancia del año sabático, al relatar que cuando Antíoco Eupalor ocupó Betsura (año 164 a 163 antes de J. C.), sus habitantes debieron sa​lir de la ciudad porque no había qué comer, pues era ese el año de des​canso de la tierra; el mismo Libro recuerda luego que en Jerusalén reina​ba el hambre porque era el año séptimo y se habían acabado las provisio​nes. Flavio Josefo indica, por su parte, que durante el sitio de Herodes a Jerusalén (33 a 37 antes de J. C.), el hambre se agravó porque corría entonces el año sabático. Las diferencias, divisibles por siete, que existen entre las dos fechas (164/3 - 38/7 antes de J. C.), muestran que el descanso sabático se observaba (30).

Finalmente, digamos que este año comenzaba en otoño, y no en la primavera, pues no se trata del año sacerdotal sino del año civil; y que durante su dominación, los romanos eximieron a los judíos del pago del impuesto correspondiente al año sabático, en vista de la falta de cultivo de la tierra.

El jubileo. Es otra importantísima institución hebrea. El Levítico, después de disponer el año sabático, dice: "Asimismo contarás siete se​manas de años; es decir, siete veces siete años, que ¿untos hacen cuarenta y nueve años; y al mes séptimo el día diez del mes, que es el tiempo de la fiesta de la Expiación, harás sonar la bocina por toda vuestra tierra, y santificarás el año quincuagésimo, y anunciarás remisión para todos los moradores de tu tierra; pues éste es el año del jubileo. Cada uno re​cobrará su posesión, y cada cual se restituirá en su antigua familia, por ser el año quincuagésimo, año del jubileo. No sembraréis ni segaréis, lo que de suyo naciere en el campo, ni recogeréis la primicia de la vendimia, a fin de santificar el jubileo; sino que comeréis lo que primero se os pon​ga delante" (25, 8-12). El nombre de este año proviene etimológicamente tal vez de la designación que tenía el carnero, cuyo cuerno se utilizaba para anunciar el año; el carnero se llamaba jobeL y posiblemente esta palabra pasó a indicar el cuerpo del carnero y en fin el nombre mismo del año.

En el año jubilar se debían restituir las posesiones. La tierra, por eso, no se vendería para siempre, sino por el término que faltase para llegar a] próximo jubileo; todo terreno que se vendía lo había de ser con la condición de redimible. Debido a esta peculiaridad, la tierra más valía cuanto más lejano se hallaba el próximo año jubilar: el que compraba sólo poseía hasta llegar el jubileo.

Hay dudas sobre si el año jubilar ocurría cada cuarenta y nueve años o cada cincuenta. Moisés Maimónides sostenía que el año sabático es el cuadragésimo noveno, y que el quincuagésimo es el jubilar; el quin​cuagésimo primero iniciaba una nueva cuenta de años (31). El libro de los jubileos habla de períodos de cuarenta y nueve años; si hubiera sido cada cincuenta años, seguiría forzosamente a un año sabático, con lo cual habrían de ser dos los años de descanso de la tierra; cosa que no parece muy probable.

El año jubilar no se observó tampoco fielmente, pues de lo contrario no hubiese habido latifundios, esa lacra que los profetas atacaron luego con tanta vehemencia.

La condición de redimible, que tenía toda venta, merece que sea si​quiera recordada. Todo terreno "se venderá con la condición de redimible. Si empobreciendo tu hermano, vendiere su haciendilla, puede un pariente suyo, si quiere, redimir lo vendido por el otro. Mas en caso de no tener parientes cercanos, si el mismo puede hallar el precio con que redimirla, se computarán los frutos caídos desde la venta, y pagará el resto al com​prador; y con eso recobrará su posesión. Mas si no hallare arbitrio de juntar el precio, retendrá el comprador lo comprado hasta el año del ju​bileo, en el cual todo lo vendido se ha de restituir a su antiguo dueño y poseedor". (Levítíco 25, 24 - 28). De esta manera por lo menos en teoría, el que se veía forzado por la necesidad a vender sus bienes tenía la po​sibilidad de recuperarlos, por sí o por otros; si nada de eso conseguía, por falta de dinero, el año jubilar se encargaba de restituir todo. Tampoco esta disposición fue cumplida fielmente, pues de otro modo no habría ocurrido la extraordinaria concentración de bienes en manos de unos po​cos, mientras los demás empobrecieron progresivamente.

El año sabático y el año jubilar fueron instituciones típicas de los he​breos. Sin embargo, Sieveking afirma que algo semejante hubo alguna vez en la Hélade, en China y en Babilonia (32).

El principio del derecho absoluto sobre la propiedad no tuvo cabida entre los hebreos. La tierra es mía, dice Jehová en el Levítico. y por eso ordenó múltiples restricciones, gran parte de ellas en beneficio de los me​nesterosos y de los extranjeros, de manera tal que parte de los frutos del suelo el cultivador debía dejarlos para ser aprovechados por tales bene​ficiarios. Tampoco tal derecho fue perpetuo, según ha quedado suficiente​mente documentado.

VII. LA TIERRA EN CHINA

Teóricamente toda la propiedad perteneció al emperador, cuando la autoridad de éste se impuso. Al distribuirse luego, el Estado se reservó una parte como propiedad pública, que debía ser trabajada por los parti​culares en beneficio del fisco. Es éste el sistema del pozo, o de los nueve campos, según el cual ocho familias labran cada una su lote y luego, jun​tas, cultivan entre todas el noveno —donde está el pozo— que es del Es​tado y para el cual son los frutos del mismo (33).

La asignación de la propiedad de todo el territorio, que a sí mismos se hicieron los emperadores, demuestra que antes de que ellos se hiciesen fuertes los particulares poseían privadamente sus parcelas; en China, co​mo en Egipto, el monarca despótico se declaró poseedor de todo el suelo.

Desde la dinastía de Chou, del siglo XII antes de J. C., la tierra toda aparece como de propiedad del Estado. Cada individuo puede adquirir una parcela de tres cuartos de hectárea para su familia, y esta parcela es indivisible e inalienable (34). El resto del territorio, o sea las tres cuartas partes de la China, quedaron para el Estado, el cual lo solía dar en usu​fructo a cambio de un derecho que el usufructuario pagaba en proporción a la productividad del campo y el regadío que en él había (35). Este usu​fructo se extinguía si se dejaba de trabajar el campo durante tres años seguidos, lo que muestra una vez más el concepto de la función social de la tierra que tenían los antiguos; en tal caso la tierra volvía al Estado. Las tierras que se podían tomar en usufructo estaban limitadas; la extensión media era de tres a seis hectáreas, en la llanura, y de doce a dieciocho en la montaña. Los latifundios que vienen de antiguo no suelen pasar de trescientas a quinientas hectáreas; estos campos son arrendados mediante un canon que insume de la mitad al tercio de la cosecha (36).

El alto concepto que la propiedad privada mereció siempre en la China está refisjado en esta máxima del famoso filósofo Mengtsé (371-289 a. de J. C.): "Los que gozan constantemente de una propiedad suficiente para su conservación, tienen también constantemente sereno su espíritu; por el contrario, a los que están privados de ella les falta esta serenidad de espíritu, y así son arrastrados a la violación del derecho, a la per​versión del corazón, a la depravación de las costumbres y a la licencia desenfrenada".

VIII. LA TIERRA ENTRE LOS GERMANOS

Durante mucho tiempo se insistió en la afirmación de que los germa​nos no tuvieron propiedad privada. La doctrina colectivista sustentada respecto de los germanos, debió su auge precisamente a los autores ale​manes del siglo pasado, y coincidió con la época en que estaba en boga la idea de un comunismo agrario primitivo, como etapa anterior y ne​cesaria al desenvolvimiento económico.

En la actualidad ya no se sostiene que en la Germania se descono​ciera la propiedad privada, doctrina que alguien calificó de "creación li​teraria" (37).

Tácito y César, con sus relatos, han dado lugar a interpretaciones desviadas; especialmente el primero cuando habla de las mutaciones anua​les en los campos. Pero veremos pronto que tales cambios no eran debi​dos a una comunidad de bienes, sino que tenían otro sentido.

Dice Krause que entre los germanos cada año se señalaba el terreno a cultivar; como había campo de sobra, gran parte se dejaba en barbecho.

Lo que en un año se cultivaba, en el siguiente descansaba, y así sucesiva​mente (38). Más adelante agrega: "...los germanos distribuían las tierras de cultivo en zonas (ge-wanne) según la calidad de esas tierras. Cada una de ellas comprendía una pieza de terreno de determinada calidad y de cada uno de estos lotes cada familia recibía a la suerte, una franja para su cultivo y usufructo. Cada familia poseía, por consiguiente, una por​ción de cada una de las zonas de terrenos, y, en consecuencia, participaba en los terrenos de todas las localidades. Con ello ninguna familia resul​taba perjudicada, y cada una de ellas podía cultivar las plantas mas ade​cuadas a las condiciones de la tierra. El terreno asignado a cada familia constituía su hacienda. Cada pieza de terreno se cultivaba con una sola especie de frutos y conforme al sistema de la rotación trienal..." (39).

Entre los germanos era legal la apropiación de tierras incultas, por medio de la roturación de las mismas; como la tierra abundaba, ningún perjuicio se causaba con esto, sino que, por el contrario, así se alentaba la labranza de nuevos campos. Por otra parte, cabe repetir que el derecho de propiedad, según ya dijimos, no alcanzaba sino hasta debajo de la reja del arado.

Fuera de la propiedad poseída particularmente había lierras públicas, de utilización común.

Hemos citado ya a Tácito, a cuya obra suele recurrirse para afirmar que no hubo entre los germanos una propiedad privada estable, y que cada año se efectuaban nuevas distribuciones de tierras. Este escritor ex​presa al respecto: "Las tierras son ocupadas sucesivamente por todas las poblaciones en razón del número de cultivadores; en seguida las subdi-viden entre ellos, de acuerdo a su jerarquía. La extensión de sus tierras permitía estas particiones. Cambian de tierra todos los años, y aún les so​bra..." (40). La última parte reza en latín: "Arva per anuos mutant, et su-perest ager..."; no cabe traducirla en forma tal que signifique que todos los años se cambia de propietario o de usufructuario, sino como que cada año se cambia de lugar de cultivo dentro de una misma propiedad. Había terreno de sobra, y por eso se podía trabajar un año una parte y otro año, otra, dejando descansar a la anterior.

Debe ponerse de manifiesto que si hubiese habido repartos anuales de la propiedad, y no cambios del cultivo de las tierras, Tácito habría in​sistido en esta modalidad de los germanos, que constituiría una novedad. Pero el historiador apenas le dedica un solo renglón; ello indica que para él, lo que quiso decir era algo bastante común y corriente, que no nece​sitaba explicaciones mayores. El cultivo rotativo, finalmente, se hace en todas las regiones donde la extensión amplia de la tierra permite cultivar un año un sector y al otro año otro, dejando descansar al anterior.

César también contribuyó con su relato (41) a formar una idea falsa sobre la propiedad en la Germania. Afirma que no se dedicaban sus ha​bitantes a la agricultura, lo cual es falso, como se ha probado; por esta razón, según César, nadie tenía heredad fija. Además, el peligro de que la gente se encariñase a la riqueza, había sido, según el referido escritor-guerrero, otro motivo para que continuamente se variara de lugar. Agrega que la propiedad fija podía traer rencillas y discordias, y que no había interés en que la población prefiriera la labranza a la milicia.

Esta absoluta negación de la propiedad agraria no cuenta con mayores fundamentos, a pesar de que César estuvo personalmente entre los germa​nos. Los cambios que había en las tierras son los que ya hemos señalado, y que eran posibles por la abundancia de territorios; es cierto que la agricultura no fue su principal preocupación, pero también es exacto que la practicaron y que, tiempo más tarde, hasta el mismo Imperio Romano vivió con los cereales de la Germania (42).

IX. LA TIERRA DE INDOAMÉRICA

Dado el interés que tienen como antecedente americano, es oportuno recordar los tipos de propiedad agraria entre los az​tecas, los incas y los guaraníes, civilizaciones representativas de indoamérica.

Entre los aztecas (43) se destaca la propiedad de las comu​nidades, o "calpulli", que tenían su territorio determinado el cual era repartido periódicamente, entre las comunidades, por el jefe del "calpulli"; este tipo de propiedad se asemeja a la pro​piedad comunal, que en muchos pueblos del pasado coexistía con la propiedad individual o familiar de tipo privado. La reforma agraria mejicana ha tenido en cuenta estas comunidades, tra​tando de entroncar el presente con los usos y costumbres pre-colombianos (44).

Entre los incas, los historiadores advierten estas caracterís​ticas: "I") La tercera parte de las tierras se distribuía todos los años, por familia, en proporción al número de individuos que la componían. Ninguno poseía cosa propia. Los frutos eran de los que trabajaban. Tenían que ayudarse en el trabajo. 29) Las tie​rras restantes se cultivaban en común, como tributo al rey y al cacique; era la cosecha para el dios Sol, que se guardaba en de​pósitos comunes. Existía la obligación de arar y sembrar la tie​rra de los ancianos, inválidos, enfermos, vencidos, etc. La reco​lección se efectuaba en forma conjunta" (45). La unidad de ex​plotación colectiva —lo que el "calpulli" entre los aztecas— entre los incas era el "ailiu".

Los guaraníes practicaron un sistema de cultivo que en su mayor parte los misioneros jesuítas respetaron y que fue la base de la prosperidad de los territorios que ocuparon, hasta la ex​pulsión de los misioneros. Al lado de la propiedad privada

—"abambaé"— se cultivaba la propiedad colectiva o de la tribu

—"tupambaé" o posesión de Dios—. Todos trabajaban; hasta los productos de la propiedad privada se distribuían en forma ra​cional sin dejarse librado su destino al simple arbitrio particu​lar. La propiedad colectiva, tupambaé, la trabajan los indios más hábiles y los niños que aprendían las faenas del campo; también cooperaban los que habían terminado la propia cosecha. Con los frutos de este campo se cubrían los gastos comunes y se practi​caba asistencia social.

Vestigios de estas formas antiquísimas quedan hoy todavía en el noroeste argentino; del modo comunitario de trabajar la tierra se hacía eco la Constitución jujeña de 1949 que preveía la entrega de tierras a las comunidades a modo de restitución de las mismas; la ley de colonización también organiza un mo​do especial de distribución de la tierra entre indígenas, procu​rando adaptarse a los hábitos seculares de éstos (ley Nº 14.392, art. 73 reformado por el Decreto-ley Nº 2.964/58).

En varias de las recientes constituciones de las nuevas pro​vincias (año 1957) se encuentran disposiciones protectoras del indígena y relativas a su modo especial de cultivar la tierra (Chaco, art. 34; Neuquén, art. 239, inc. d); Chubut, art. 71, inc. d).

Es oportuno señalar que en muchas regiones de África se practican, hoy en día, sistemas similares de explotación comu​nitaria.

SEGUNDA PARTE 

I. DEL FEUDALISMO A LA ÉPOCA LIBERAL

La caída del imperio carolingio (siglo IX), que en cierto modo había reconstituido el imperio romano luego del derrum​be de éste ante las invasiones germanas, dio lugar al fenómeno político, económico y social llamado feudalismo (46).

En lo que concierne a nuestra materia, la época feudal tiene características interesantes; no sólo por lo que en sí mismas fue​ron sino por su extraordinaria permanencia, ya que algunos as​pectos del feudalismo llegaron hasta la época contemporánea.

El régimen feudal confundió en un solo concepto "propie​dad" y "soberanía"; ninguna tierra sin señor, se decía, y tal señor era a la vez propietario y soberano. El contrato fundamental con​sistía en el vasallaje; por él, un pedazo de tierra era entregado al vasallo, en calidad de "beneficium" y con obligación princi​pal de cultivarla y otras accesorias; el vasallo quedaba obligado asimismo a prestar servicios personales, mientras el señor debía asegurarle protección. La necesidad de esta protección impulsó al vasallaje; los que libremente lo contrataron, prefirieron la seguridad a la libertad. Pero se tornó obligatorio con el Edicto de Mersen (año 847).

Bajo el feudalismo se desarrollaron dos modalidades típicas en la explotación de la tierra: la enfiteusis y el precario. De la enfiteusis nos ocuparemos al tratar de la tierra pública; en cuan​to al precario, consistió en la entrega de tierras a título oneroso y revocable, con el objeto de que el precarista las trabajara (47).

El siervo de la gleba, especie de esclavo cuya suerte iba unida a la tierra de la que era algo así como un aditamento, fue progresando a partir del siglo XIII, reconquistando derechos civiles que anteriormente le eran casi completamente negados.

El empuje de las ciudades (burgos) y la consolidación del poder real con la ayuda de la burguesía, fueron quitando a los señores feudales sucesivas atribuciones. Más tarde, la Revolu​ción Francesa suprimiría los privilegios señoriales y repartiría (en venta o donación) las tierras comunales y las confiscadas.

La política mercantilísta, practicada por las más poderosas naciones durante la Edad Moderna (con variantes de tiempo y de lugar), si bien concentró su preocupación en la moneda y la manufactura no descuidó completamente a la agricultura; por el contrario, vio en ella una actividad conveniente pues ayudaba a lograr una balanza comercial favorable.

II. LA TIERRA SEGÚN LOS ECONOMISTAS CLÁSICOS

Casi paralelamente, la preocupación de los estudiosos de la economía, en el siglo XVIII, dio ocasión a que la tierra fuera motivo de interesantes especulaciones. Los fisiócratas franceses, con quesnay en primer término, afirman que la tierra es la única productora (48), y que los agricultores son el sostén de las otras clases sociales; por tal razón, propugnan el impuesto único sobre la tierra. De ellos es el concepto del "producto neto", o sea la diferencia entre lo que la tierra da y lo que ella requiere para producir. Distingue quesnay tres clases económico-socia​les: a) la de los productores (agricultores, pescadores, mineros);

b) la clase propietaria; c) la clase estéril, que abarca a todas las no-agrícolas (49). turgot no acepta la esterilidad de las clases no agrícolas, y concede importancia a la propiedad mobiliaria. condillac (1776) funda el valor en la utilidad (psicológica) y entiende que producir es dar nuevas formas a la materia; en tal sentido, niega que la tierra sea la única productora.

adam smith (1776) dirá que la fuente de la riqueza es el trabajo, y no sólo el agrícola; pero entiende que éste es el más productivo porque en la agricultura colabora la naturaleza y en los demás sólo el hombre; de esta colaboración de la naturaleza nace "la renta de la tierra" (50). juan B. say (1803) corrige a Smith y afirma que la naturaleza colabora siempre, y no sólo en la agricultura; da importancia a la industria, que coloca a la par de la agricultura.

ricardo (1810) niega que la naturaleza colabore para pro​ducir renta; la renta no es hija de la prodigalidad de la tierra, sino de su avaricia. Es la necesidad de tierras inferiores lo que aumenta el valor de las superiores: de ahí la renta diferencial. Este concepto —renta diferencial— lo extiende luego stuart mill a todos los productos manufacturados y hasta a las capa​cidades personales (51).

III. LA REVOLUCIÓN FRANCESA Y EL SOCIALISMO

La revolución francesa procuró asegurar la propiedad al mayor número posible de ciudadanos; la burguesía y los campe​sinos fueron los destinatarios de la reforma (52). Pero en las raíces revolucionarias estaban ya los gérmenes socialistas. En su Discurso sobre el origen y fundamentos de la desigualdad entre los hombres, rousseau condena la propiedad como elemento an​tagónico de la igualdad: "los frutos son de todos y la tierra de nadie". El individualismo y el socialismo reconocen remotamen​te un origen común. No es difícil hallar entre los revolucionarios franceses a socialistas de acción. La misma Constitución france​sa de 1793, que nunca se aplicaría, se refería a la propiedad en estos términos: "La propiedad es el derecho de todo ciudadano al goce de los bienes que la ley le asegura"; el fundamento de la propiedad es la ley, y la ley positiva hija circunstancial de la mayoría.

Mientras por una parte Francia aporta la idea de sus fi​lósofos y la fuerza de su revolución, Inglaterra trae al siglo XIX los principios económicos de Smith, Ricardo y la escuela de Manchester. Entretanto, la etapa industrialista y maquinista su​pera al campesinado y al artesanado, surgiendo la realidad del proletariado. El socialismo —hijo natural del individualismo— apareció como una inquietud con ansias de reparación. Primero será el socialismo utópico, o romántico, o francés (Saint-Simon, Fourier, Blanc, Proudhom); luego el científico o alemán (Marx, Engels).

De entre los socialistas románticos, sin duda los sansimonianos han sido los de mayor influencia doctrinaria. Sus ideas en torno a la propiedad se hallan resumidas en una carta diri​gida al Presidente de la Cámara de Diputados de Francia en el año 1830, donde dicen entre otras cosas: "Los sansimonianos rechazan el sistema de la comunidad de bienes...". "Piden que todos los instrumentos del trabajo, las tierras y los capitales, que constituyen en la actualidad el fondo fraccionado, atomizado, de las propiedades individuales, sean reunidos en un fondo so​cial y que este fondo sea explotado por asociación y jerárquica​mente, de manera que la tarea de cada uno sea la expresión de su capacidad, y su riqueza, la medida de sus obras". "Los sansi​monianos no vienen a dirigir sus ataques contra la propiedad sino en cuanto ella consagra para algunos el privilegio impío de la ociosidad, es decir, el de vivir del trabajo de otros" (53).

El Manifiesto Comunista (1848) avanza sobre los socialistas utópicos y proclama: "...los comunistas tiene el derecho de re​sumir sus teorías en la fórmula siguiente: abolición de la pro​piedad privada". marx, por su parte, no dedica a este tema una atención especial, comprendiéndolo en su "ley de concentració según la cual progresivamente la propiedad privada desapare​cerá.

Sostiene marx que el capital se apodera de la agricultura en dos formas; como gran empresa, explotando a los obreros; y en forma de arrendamiento, explotando el suelo. La economía de los pequeños campesinos no es más que el necesario punto tran​sitorio para el desarrollo de la agricultura. Esta pequeña eco​nomía debe destruirse y será destruida; representa una "pri​mitiva forma social que crea una clase bárbara más o menos fuera de la sociedad" (54).

El socialismo, en su fase inicial, alcanza sólo a los bienes de producción (entre ellos la tierra) y no a los de consumo; el co​munismo, en cambio, es propiedad común de todos, y significa la "fase superior" del socialismo (lenin) .

El anarquismo, por su parte, pretende eliminar la propiedad y la autoridad: "Ni Dios ni amo; cada individuo no obedece sino a su propia voluntad" (juan grave) . Anarquistas de nota fue​ron bakunin y kropotkin, que ejercieron evidente influencia en el comunismo de lenin.

IV. EL GEORGISMO

En este orden de cosas, henri george —que no era econo​mista sino periodista— afirma en su libro Progreso y miseria (1879) que en la economía no aumentan el interés ni el salario, sino la renta; y el aumento de la renta es causa de la miseria. Señala como ejemplo ilustrativo el hecho de que en un pueblo en crecimiento, al propio tiempo que se valorizan los terrenos, va apareciendo el establecimiento de caridad. Propicia el im​puesto único, sobre la renta, pues es ésta la causa de la miseria, ya que los propietarios tienen el monopolio de la totalidad dé​los beneficios derivados del aumento de la población y perfec​cionamiento de la técnica; pero mantiene la propiedad privada.

La polémica en torno al destino de la renta de la tierra tie​ne interés actual por cuanto se vincula al problema de la fun​ción social de la propiedad de la tierra. La preocupación de los economistas por el destino de la renta natural señala un acierto indudable; se está frente a un bien de la naturaleza, no creada por el hombre, cuya disposición incontrolada significa una in​justicia: el privilegio de gozar de una renta por el solo hecho de-poseer y sin tener en cuenta el bien de la comunidad.

Actualmente no preocupa tanto la renta cuanto la función-de la tierra; y si ha de ejercitarse la propiedad viendo en ella una función personal y una función social, en esta función social va resuelto el problema del destino de la renta. Si alguna pro​piedad ha de manejarse con sentido de función social —aparte la personal— tal propiedad es la de la tierra, porque no se trata de un bien elaborado por el hombre sino preexistente.

V. LAS DOCTRINAS INTERMEDIAS

Entre el individualismo liberal y el colectivismo marxista,. la doctrina social católica sienta estos principios: a) la propie​dad es conforme al derecho natural; b) debe procurarse el ac​ceso del mayor número a la propiedad privada; c) la propiedad satisface primariamente una necesidad individual; d) el uso y goce de la propiedad han de ejercerse también en función social. La propiedad privada no solamente es conforme con la razón,.sino que ofrece varias ventajas prácticas que ya santo tomás señalaba en el siglo XIII: 1) el hombre siempre cuida más de su trabajo; 2) la unidad en la administración es mejor que la mul​tiplicidad; 3) la propiedad privada favorece la paz social.

Las democracias sociales y hasta el neoliberalismo econó​mico se apartan también de ambos extremos, aunque en muy diferente grado; se los puede ubicar, pues, en el campo inter​medio.

Las corrientes doctrinarias que brevísimamente hemos re​señado se concretaron en textos constitucionales y legales, y han presidido o presiden la estructura económico-social de las naciones. La economía liberal se esforzó en proteger la propie​dad, entendiendo que de acuerdo a leyes naturales el uso de la misma satisfaría naturalmente al propietario y a la comunidad;

no había necesidad, entonces, de ponerle trabas que serían anti​naturales. Sin embargo, imposiciones de la realidad determina​ron que en países cuya constitución política obedecía a princi​pios liberales se adoptaran progresivamente normas reglamenta​rias cada vez más intervencionistas y menos liberales; tal el caso, por ejemplo, de nuestra Constitución de 1853 y legislación subsiguiente.

La doctrina marxista ha tenido aplicación en la Rusia So​viética cuya Constitución declara propiedad del Estado, entre otros bienes, la tierra; la explotación está organizada colectiva​mente, y su Código Agrario no es sino la reglamentación de este plan. En cierto modo la Constitución mejicana de 1917 se hace eco de principios marxistas; y fuera de estos casos, hay que agregar actualmente las reformas agrarias consiguientes al encumbramiento comunista en los países de Europa oriental y China.

La doctrina intermedia, que reconoce la propiedad privada pero le impone un ejercicio acorde con el bien común, es la más aceptada en los países de organización democrática (55).

TERCERA PARTE I. FUNCIÓN SOCIAL DE LA PROPIEDAD

Las constituciones y leyes modernas, derogando el criterio individualista del siglo pasado, admiten la función social de la propiedad, sobre todo respecto de la propiedad agraria. Pero es necesario distinguir dos corrientes: a) la que asigna a la tierra solamente una "función social"; b) la que reconoce primeramen​te una función personal, privada, y además de ella una "función social". En el primer caso no hay un derecho subjetivo de pro​piedad; prácticamente no hay propietario, sino titular de una función. Este punto de vista responde, en lo jurídico, a la con​cepción funcional de duguit, para quien no hay derechos obje​tivos sino deberes-funciones; no hay más derecho que el de cumplir con el deber. En el segundo caso se entiende que la pro​piedad es un derecho privado, personal, pero que tal derecho debe ejercitarse conforme al interés general y de modo que el bien común se vea favorecido por el recto uso del bien particu​lar; la propiedad privada no "es" pero sí "tiene" una función social, pudiéndose decir que el carácter personal es la muralla contra los avances colectivistas, y el carácter social el freno a los caprichos individualistas. La propiedad de la tierra tiene am​bos caracteres inseparablemente unidos, de modo que el exacto equilibrio de los dos es el que nos ofrece no ya un "tipo" de propiedad, sino la verdadera noción de propiedad agraria (56).

Sentando la posición de la doctrina social católica sobre este punto, dice Pío XI en la Quadragesimo Anno: "Primeramente, téngase por cosa cierta y averiguada que ni León XIII ni los teólogos que enseñaron guiados por el magisterio de la Iglesia, han negado jamás, o puesto en duda, el doble carácter de la pro​piedad, llamado individual y social según que atienda al interés de los particulares o mire al bien común; antes bien: todos uná​nimemente afirmaron siempre que el derecho de propiedad pri​vada fue otorgado por la naturaleza, o sea por el mismo Creador, a los hombres, ya para que cada uno pueda atender a las nece​sidades propias y de su familia, ya para que, por medio de esta institución, los bienes que el Creador destinó a todo el género humano, sirvan en realidad para tal fin; todo lo cual no es posi​ble lograr en modo alguno, sin el mantenimiento de un cierto y determinado orden. Por lo tanto, hay que evitar cuidadosamente el chocar contra un doble escollo. Como, negado o atenuado el carácter social y público del derecho de propiedad, por necesi​dad se cae en el llamado individualismo, rechazado o disminui​do el carácter privado e individual de ese derecho, se precipita uno hacia el colectivismo o por lo menos se tocan sus postula​dos". Resumiendo orgánicamente la doctrina social católica so​bre el punto, el Código Social de Malinas expresa: "La apro​piación de la tierra y de los instrumentos de producción, es pues, legítima. Pero el derecho de propiedad no se confunde con su uso ni depende de él. La justicia conmutativa sólo prohibe al propietario lesionar el derecho ajeno, y solamente en tal caso le obliga a la restitución. Por lo demás, el uso del derecho de pro​piedad depende de todas las otras virtudes, principalmente de la justicia social, de la caridad individual y social, y de la magni​ficencia... En la medida en que la necesidad lo reclama, la auto​ridad pública tiene el derecho de determinar, inspirándose en el bien común y a la luz de la ley natural y divina, el uso que los propietarios podrán o no podrán hacer de sus bienes"; todo ello es aplicable a la propiedad en general, pero específicamente cuando se dan extensos campos sin cultivo, mala explotación, o se desarrolla un proletariado rural desposeído, "el Estado tiene derecho, después del fracaso de soluciones menos radicales, a decretar el desmembramiento de los cultivos, y, en caso nece​sario, el de las propiedades" (57).

El regulador de la propiedad, en sus dos funciones substan​cialmente unidas, es el Estado; el modo de explotar la tierra, la determinación de su renta y de su extensión, las restricciones a los propietarios en razón de la pública utilidad, son todos pro​blemas de política concreta que según los tiempos y los países han de resolverse consultando las circunstancias del caso. No hay un cartabón ideal, ni es posible establecer con carácter pre​ciso el alcance de la función personal y el de la función social de la propiedad. "El haber dado Dios la tierra a todo el linaje humano, para que use de ella y la disfrute, no se opone en ma​nera alguna a la existencia de propiedades privadas. Porque de​cir que Dios ha dado la tierra en común a todo el linaje humano, no es decir que todos los hombres sean señores de toda ella, sino que el Creador no señaló a ninguno en particular la parte que había de poseer, pues dejó a la industria del hombre y a las le​yes de los pueblos la determinación de lo que cada uno en par​ticular había de poseer" (león XIII).

Hay que distinguir entre la substancia del derecho de pro​piedad y las distintas formas históricas en que se ha ido con​cretando al correr de los tiempos. Lo que es intangible y debe quedar al margen de cualquier arbitraria revisión es lo que hace del derecho de propiedad la sólida garantía de la libertad y dignidad de la persona humana (57 bis).

En las presentes circunstancias se admite que la propiedad que mejor cumple con su finalidad privada y social es aquélla que trabajada por una familia campesina produzca lo suficiente para sustentarla y permitirle progresar. Esta medida —llamada unidad económica— responde a un aspecto de la propiedad: su extensión; a ello hay que agregar las determinantes de la técni​ca a emplear, producción mínima, cuidado del suelo, y demás facetas que el Estado puede regular en su carácter de intérprete del bien común (58).

II. PROPIEDAD URBANA Y PROPIEDAD RURAL

La legislación empieza a hacerse eco de las diferencias fun​cionales que existen entre la propiedad urbana y la propiedad rural. Si bien es cierto que se trata siempre de propiedad, y que su fundamento último es el mismo para una y para otra, no lo es menos que hay variantes de importancia en cuanto a su tras​cendencia, función, modo de utilización, etc. (59).

Ni la Constitución de 1853 ni el Código Civil previeron dis​tingo alguno entre propiedad urbana y agraria; obedecían en esto al principio liberal cuyos doctrinarios, si bien conocían la importancia económica fundamental de la tierra, entendían que no era necesaria una regulación jurídica distinta.

La insuficiencia de este criterio dio lugar a la sanción de leyes especiales al margen del Código Civil, imponiéndose como una conquista del Derecho Agrario la estructuración de un ré​gimen —aun no completado— de normas propias inspiradas en el criterio agrarista y no civilista. Ahora estamos próximos a la implantación de disposiciones expresas relativas al uso y goce de la tierra rural, disposiciones comprensivas y amplias, que se han de sumar a las que parcialmente se ocupan de este aspecto (leyes 12.636 y 13.246, entre ellas).

Siguiendo a coni, que con criterio económico-jurídico se ocupó del problema hace más de cuarenta años, reseñaremos las principales diferencias entre la propiedad urbana y la rural:

1º) La propiedad urbana sirve para la habitación de la fa​milia, casi exclusivamente; en algunos casos se da también co​mo lugar de trabajo (comercio o industria). La propiedad rural sólo en mínima parte se ocupa para habitación.

2º) La propiedad urbana no es instrumento de producción activa, sino sitio indispensable para cobijarse; en cambio la rural es la fuente de producción no sólo para quien vive en ella sino para los que viven en otros lugares.

3º) En la propiedad urbana no interesa que haya en el sue​lo reservas naturales, porque no se necesitan; en la rural, inte​resa que haya y que se cuiden, porque su ausencia destruye el valor de la tierra.

4º) En la propiedad urbana los riesgos que la pueden afec​tar son escasos; en cambio la producción de la propiedad rural está expuesta a continuos riesgos (granizo, sequías, plagas, pestes).

5º) La renta diferencial (Ricardo) de la tierra urbana de​pende de su ubicación exclusivamente; en cambio, la de la tie​rra rural depende en primer lugar de su fertilidad y secundaria​mente de su ubicación.

6°) En la propiedad urbana la tierra casi no contribuye a la producción; en cambio, en la propiedad rural es la tierra fecun​dada por el trabajo humano la que produce.

7º) La tierra urbana sirve para su finalidad indefinidamen​te; la tierra rural, para producir, necesita ser fertilizada pues de lo contrario, naturalmente, pierde fecundidad.

8º) La propiedad urbana satisface necesidades locales; en cambio la rural satisface necesidades universales.

9º) La propiedad urbana es prevalentemente un bien de renta; en cambio la propiedad rural es prevalentemente un bien de trabajo.

III. LA TIERRA COMO BIEN DE RENTA Y DE TRABAJO

Acerca de esto último es preciso abundar en mayores consi​deraciones. Liberada la tierra por la corriente igualitaria y bur​guesa de la revolución francesa, de inmediato entró al comercio de valores. La tierra, como el trabajo fue considerada una mer​cancía sobre la cual cabían la especulación, el abandono, la ex​plotación irracional y cuanto abuso se amparara en aquellas tres cualidades célebres del dominio: absoluto, exclusivo y perpetuo. Si bien es cierto que ninguna de esas tres cualidades ha tenido nunca plena vigencia, no lo es menos que fueron el freno del intervencionismo y la regulación, de modo que las restricciones legislativamente impuestas han aparecido como constriñendo a la propiedad, cuando en verdad han de tomarse como encauzadores de la misma en la función que le corresponde.

En modo particular en el caso argentino, donde la tierra es un valor en continuo aumento a causa de su gran extensión y de la creciente población que la va necesitando, el tratamiento de la tierra como una mercancía ha sido una de las causas del pro​blema agrario. La compra y venta de tierras ha estado lejos de las posibilidades de los productores agropecuarios, de modo tal que este bien, que naturalmente a ellos les hubiera correspon​dido con mayor justicia, iba pasando de mano en mano continua​mente encarecido; los mayores precios, a su vez reclamaban mayor renta, y esta mayor renta se pagaba por cuanto a falta de tierras no quedaba otra alternativa. Al lado de los acaparadores latifundistas fue creciendo la masa de los proletarios rurales; y como la ciudad ofreció a éstos mejores condiciones de vida sin tanto sacrificio, el éxodo rural se agudizó. He aquí, resumidas, las consecuencias del equivocado concepto de la tierra mercan​cía o bien de renta: el latifundismo y el escaso desarrollo de la propiedad privada entre los auténticos productores; el arrenda​miento y la aparcería como formas de producción más generali​zadas que el cultivo directo; la población urbana creciendo has​ta un 80% del total, a expensas de la población rural.

El concepto de la tierra como bien de renta es corolario de la propiedad privada de tipo individualista. La renta se toma aquí en sentido personal, individual: renta del y para el propietario exclusivamente. Del mismo modo que el trabajo genera el sala​rio, y el capital genera un interés, la tierra da naturalmente una renta; esta renta, que es hija exclusiva de la tierra, no tiene otro dueño que el propietario de la tierra.

El error estriba en considerar que la tierra naturalmente da una renta, por sí sola. La tierra produce renta pero cuando la fecunda el trabajo: la renta, pues, es hija de la tierra y del tra​bajo combinados, pues a falta de uno de estos dos factores no la habría en modo alguno. No hay que confundir renta con ma​yor valor; éste es fruto de circunstancias ajenas a la tierra en sí, en tanto que la renta se produce —con el concurso del trabajo— en virtud de la fecundidad natural de la tierra.

No puede negarse que la tierra sea un bien de renta. Lo que no debe admitirse es que esa renta se atribuya exclusivamente a la propiedad y que por lo tanto sea justa su percepción por el solo hecho de ser propietario y sin haber contribuido de otro modo a producirla.

Ya quedó dicho que la renta no se produce sola sino como fruto del trabajo aplicado a la tierra. En este trabajo se utiliza además, capital instrumental (maquinarias, animales, útiles) y el producido que se logra a través de esta verdadera empresa se debe también a la contribución social de la comunidad en que se halla la tierra. Hay una justa renta de la tierra para el pro​pietario; y hay también una renta social que responde a la fun​ción social de la propiedad.

Cuando se habla de la tierra como bien de trabajo no se hace sino asignar a la renta el lugar que le corresponde, y re​conocer en el trabajo el elemento fecundador que posibilita esa renta. Pero hay más: siendo el trabajo humano personal y nece​sario para la subsistencia, es menester procurarlo a todos los componentes de la comunidad. Una forma importantísima de ese trabajo es el del productor agropecuario que, en países como el nuestro, es un trabajador indispensable; a este productor es menester facilitarle el trabajo, que es como decir facilitarle la tierra. En este sentido la tierra es un bien de trabajo.

Por ello sería posible y razonable una legislación que obli​gara a cultivar directamente o dar en arrendamiento tierras pri​vadas que se dejan improductivas. En el caso del propietario que trabaja su tierra, tal trabajo es el modo de satisfacer sus ne​cesidades materiales y espirituales, individuales y familiares;

aquí el productor no sólo percibe la parte correspondiente al tra​bajo, sino también la parte correspondiente a la renta natural de la tierra. En el arrendamiento y la aparcería se da el pro​blema del reparto justo de la renta, resultando difícil adjudicar porcentajes al trabajo y a la tierra; en el caso del productor propietario no hay tal problema, pues el fruto consubstanciado de la tierra y del trabajo se halla entero en el producto que recoge.

IV. GRANDE, MEDIANA Y PEQUEÑA PROPIEDAD

Es menester tomar un punto de partida y de comparación para poder establecer cuándo una propiedad es grande y cuándo pequeña. El punto de referencia adecuado es el de la mediana propiedad, actualmente caracterizada con el nombre de unidad económica y definida en el art. 30 del Decreto reglamentario de la Ley 13246, que entiende por unidad económica todo predio que por su superficie, calidad de tierra, ubicación, mejoras y de-más condiciones de explotación, racionalmente trabajado poruna familia agraria que aporte la mayor parte del trabajo necesario, permita subvenir a sus necesidades y a una evolución favorable de la empresa.

Esta unidad económica se halla integrada por factores téc​nicos, económicos, sociológicos, agroecológicos y jurídicos. El factor técnico aparece bajo la exigencia de una .explotación ra​cional; el factor agroecológico como las condiciones de la tierra, superficie, calidad; el factor económico, en la forma de relación entre producción y consumo: lo que produce una familia trabajando la tierra y lo que consume y necesita esa familia para subsistir y progresar; el factor sociológico al tomar como unidad de trabajo no ya al hombre sino a una familia de tipo medio cuyos miembros ayuden al trabajo común; por último, el carácter jurídico de esta medida resulta de que ella representa la concreción justa del derecho de propiedad en un caso determinado.

 La unidad económica es una medida elástica cuya determi​nación queda librada al peritaje técnico en cada caso; varía se​gún los ambientes, el tipo de cultivo, la fertilidad de la tierra, los servicios públicos que la sirven (61). Este criterio substituye al arcaico cartabón geométrico. rígido e inadecuado, que pretendía encasillar con medidas fijas y predeterminadas los tipos defini​tivos de propiedades, en mapas y planos.

El latifundio es la extensión de campo que excede esas necesidades y posibilidades familiares. En este concepto entran tanto el latifundio en producción como el mal explotado; pero en la lucha contra este cáncer social corresponde empezar por este último, pues el primero, si bien no satisface acabadamente la finalidad de la tierra (lo mejor es que cada familia labriega tenga su campo y no que varias familias exploten un campo aje​no) cumple con su misión puramente económica: producir. El  latifundio sin explotar o irracionalmente explotado es antieconómico y antisocial; el latifundio bien explotado no es antieconomico, pero no llena acabadamente la función social de la tierra. El latifundio se caracteriza, aparte de su dimensión, por el cultivo extensivo, por su bajo grado de Capitalización, su inefi​ciente cuidado de los recursos naturales de la tierra, el ausen​tismo patronal, la explotación por medio de terceros y el empleo de métodos tradicionales; la productividad del factor trabajo suele ser muy baja.

El parvifundio, (microfundio  o minifundio), por otra par​te, .es la parcela insuficiente que no alcanza a constituir una unidadeconómica. Aquí la tierra no alcanza a absorber la plena capacidad de trabajo de la familia; hay poca capitalización y escasa productividad. Su origen está en la excesiva división de la tierra, generalmente causada por las particiones hereditarias.

Muestro país ofrece por igual ambos males. Los latifundios son el resultado por una parte del acaparamiento que de las tierras en comercio hicieron los que con ánimo de especular o de obtener una renta fácil las adquirieron sin traba de ninguna especie. A combatirlos y dividirlos tienden las leyes de coloniza​ción. Pero no hay duda de que la obra a realizar es aún vastísima y que el Estado debe invertir enormes energías y recur​sos financieros para realizar el programa constitucional. El Estado es, por otra parte, un gran latifundista, a pesar de las diversas leyes sobre disposición de las tierras públicas.

 El problema del, parvifundio tampoco se halla ausente. Se da en Misiones, donde las plantaciones de yerba mate son de escasísima extensión y apenas suficientes —bajo una política de protección— para que el productor obtenga un rendimiento eco​nómico. Lo mismo ocurre en Tucumán. Y aun en ciertas zonas Santa Fe (la zona frutícola de Coronda, por ejemplo) las propiedades son tan pequeñas que el productor debe recurrir al arriendo de tierras y cultivar campos separados, uno como pro​pietario y otro como arrendatario (62).

V. LA TIERRA EN LAS MODERNAS CONSTI​TUCIONES AMERICANAS

Aparte de la Constitución de Méjico, a la que nos referire​mos al tratar la reforma agraria y que consagra avanzados prin​cipios revolucionarios, las más modernas cartas de América se ocupan del problema de la tierra, sobre todo la rural, recono​ciendo la propiedad privada pero con su función social.

Brasil (1946). El art. 147 dice que "el uso de la propiedad será condicionado al bienestar social. La ley podrá... promover la justa distribución de la propiedad, con igual oportunidad para todos". El art. 156 se ocupa de la colonización de tierras, acor​dando amplias ventajas a los ocupantes para convertirse en pro​pietarios.

Bolivia (1945, modificada en 1947). Por el art. 17: "Se ga​rantiza la propiedad privada, siempre que el uso que se haga de ella no sea perjudicial al interés colectivo". Se prevé la constitu​ción del bien de familia en el art. 133 que dispone: "Las leyes determinarán el patrimonio familiar inembargable e inenajenable". Y el art. 166 establece: "La legislación indígena y agraria se sancionará teniendo en cuenta las características de las di​ferentes regiones del país".

Colombia (1886, reformada en 1945). El art. 30 "garantiza la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con justo título..." y agrega luego que "la propiedad es una función social que implica obligaciones". Observamos que se dice que la pro​piedad "es" una función social, cuando lo correcto hubiera sido expresar que la propiedad "tiene" una función social, concepto éste que es el que verdaderamente se ha querido consagrar.

Chile (1925, reformada en 1943). El inc. 10 del art. 10 dice:

"...El ejercicio del derecho de propiedad está sometido a las li​mitaciones o reglas que exijan el mantenimiento y el progreso del orden social".

Cuba (1940). Como la de Colombia, dice que la propiedad es función social (art. 87). La ley podrá fijar el máximo de tierra que se puede tener en propiedad privada (art. 90). Se implanta, asimismo, la "propiedad familiar" inembargable e inalienable (art. 91). Como peculiaridad de esta Constitución debe anotarse que incluso da normas generales acerca de diversos contratos agrarios (art. 274) (63).

Ecuador (1946). "Establécese el patrimonio familiar, inalie​nable e inembargable, cuya garantía y demás condiciones serán reguladas por la ley" (art. 166) y el art. 183 "garantiza el dere​cho de propiedad conciliándolo con su función social".

Guatemala (1945). Garantiza la propiedad privada con fun​ción social (art. 90): "prohibe" los latifundios y ordena las me​didas para su desaparición (art. 91). Las tierras ejidales y de comunidades son inalienables, imprescriptibles, inexpropiables e indivisibles (art. 96). Esta última norma tiende a mantener el sistema de propiedad y cultivo de las comunidades indígenas.

Nicaragua (1948). Se reconoce el derecho de propiedad pri​vada sometida a la limitación impuesta por el orden social (art. 60). Prevé la formación del "patrimonio familiar" inem​bargable, inalienable y exento de cargas públicas (art. 66).

Panamá (1946). Se garantiza la propiedad privada, que implica obligaciones en razón de la función social que debe lle​nar (art. 45). Establece el "patrimonio familiar" (art. 60), y prevé un régimen especial para las comunidades indígenas, es​pecialmente dotándolas de tierras (arts. 94/96).

Paraguay (1945). Dice el art. 21: "La constitución garantiza la propiedad privada, cuyo contenido y límites serán fijados por la ley, atendiendo a su función social...". "...La ley podrá fijar la extensión máxima de tierras de que puede ser dueño un solo individuo o sociedad legalmente constituida y el excedente de​berá venderse en subasta pública o expropiarse por el Estado para su distribución. El bien familiar se consagra en el art. 22:

"...Todo hogar paraguayo debe asentarse sobre un pedazo de tie​rra propia".

Perú (1933). "La propiedad debe usarse en armonía con el interés social La ley fijará los límites y modalidades del dere​cho de propiedad" (art. 34). Acerca de la propiedad rural y específicamente, dice el art. 47: "El Estado favorecerá la con​servación y difusión de la mediana y la pequeña propiedad rural; y podrá, mediante una ley, previa indemnización, expro​piar tierras de dominio privado, especialmente las no explota​das, para subdividirlas o para enajenarlas en las condiciones que fije la ley".

Tal como ocurre con Méjico, las comunidades indígenas han merecido especial atención en Perú, y es así que todo el Títu​lo XI de su Constitución se refiere a ellas. "El Estado garantiza la integridad de la propiedad de las comunidades..." (art. 208). "La propiedad de las comunidades es imprescriptible e inena-jenable, salvo el caso de expropiación por causa de utilidad pública, previa indemnización. Es, asimismo, inembargable" (art. 209). "El Estado procurará de preferencia dotar de tierras a las comunidades de indígenas que no las tengan en cantidad suficiente para las necesidades de su población, y podrá expro​piar con tal propósito, tierras de propiedad particular, previa indemnización " (art. 211).

Venezuela (1947, reformada en 1961). "La Nación garantiza el derecho de propiedad. En virtud de su función social, la pro​piedad está sometida a las contribuciones, restricciones y obliga​ciones que establezca la ley con fines de utilidad o de interés general... (art. 65). "El derecho de propiedad privada territorial está condicionado por las disposiciones precedentes y por la obligación de mantener las tierras y bosques, que son su obje​to, en producción socialmente útil" (art. 68). Y el art. 69 se ocu​pa de la dotación de tierras a campesinos y asociaciones de cam​pesinos.

CUARTA PARTE

I. LA PROPIEDAD DE LA TIERRA EN LA ARGENTINA

Para la apreciación de este problema partiremos desde la Constitución de 1853; la seguridad y estabilidad impuestas por la Constitución permitieron, junto con el Código Civil vigente desde 1871, el asentamiento definitivo de propietarios de tierras que continuamente fueron saliendo del patrimonio de la Na​ción y de las provincias para incorporarse al régimen de la propiedad común o civil. Con anterioridad a la Constitución es preferible hablar de la distribución de tierras públicas, y por tal causa nos remitimos al capítulo que se refiere a éstas.

A fines del siglo XIX el país se va haciendo cada vez más agrícola. A ello contribuyeron grandemente las corrientes inmi​gratorias que llegaron al país con miras a establecerse en un campo determinado, bien adquirido a particulares, bien com​prado al gobierno o donado por éste. La necesidad de tierras provocó encarecimiento, y a poco andar el campesino se vio im​posibilitado de adquirir su parcela. Mientras tanto cundió la especulación y se formaron nuevos latifundios al lado de los que ya existían como fruto de la mala fe en la distribución de las tierras públicas. Las mejores tierras del país fueron adquiri​das por los que tenían dinero, y no por quienes querían traba​jarlas; éstos se vieron precisados a pagar cada vez mayores arrendamientos, cuando no a ambular sin asiento fijo en busca de tierra y a falta de una legislación protectora que asegurase un plazo mínimo de ocupación. Por otra parte, la formación de grandes centros de consumo y de exportación en la zona del li​toral hizo que las tierras se valorizaran aquí extraordinariamen​te, radicándose en estos campos la mayor población rural. La falta de un plan regulador de este fenómeno económico y demo​gráfico ha dado lugar a este problema de la mala distribución de la tierra y de sus pobladores. Las leyes de colonización pro​curan separar estas deficiencias, con escaso éxito hasta el pre​sente (64).

El economista bunge distinguía convencionalmente tres zo​nas de riqueza (65). La primera, comprendida en un radio de 580 kms. tomando como centro la Capital Federal; la segunda, un radio de 1.000 kms. y la tercera el resto del país. Dentro de la primera zona. que es la menor en superficie (20% del total) se halla la mayor parte de la población (70%), el mayor por​centaje de ganado (60% de vacunos, 40% de bovinos y 80% de porcinos), el mayor monto de capitales (80%) y la más exten​sa red de ferrocarriles (55% del total). La riqueza es un atrac​tivo para la población, y de ahí que el campesino prefiera ser arrendatario ríe un campo en la zona buena, y no propietario en la que no lo es tanto; una mejor distribución general de obras y servicios públicos podrá favorecer el asentamiento de propietarios en el interior del país, como así también sería provechoso el encauzamiento de arrendatarios brindándoles tierra en pro​piedad al mismo tiempo que se les quita gradualmente la protec​ción como arrendatarios, pues está comprobado que el amparo excesivo al arrendatario le quita a éste el aliciente de la pro​piedad.

De los productores agropecuarios, el porcentaje de propie​tarios de la tierra no alcanza al 40%; el resto son arrendatarios y aparceros. Tal panorama refleja los errores e imprevisiones de la política agraria argentina, y obliga a aplicar vigorosa​mente las leyes de colonización a fin de lograr el desiderátum:  la generalización de la propiedad agraria; el productor-propie​tario es quien justifica mejor la propiedad agraria en su doble función, personal y social.

La Constitución de 1853 ofreció un clima de libertad amplia para el ejercicio del derecho de propiedad; tal como lo predica​ba Alberdi, la agricultura no necesitaba sino de libertad para prosperar. El art. 17 establece: "La propiedad es inviolable", pero su ejercicio está condicionado a las leyes reglamentarias (art. 14). No hay derechos absolutos para la Constitución de 1853; consiguientemente, tampoco lo es el de propiedad.

En el Código Civil, Vélez Sarsfield adoptó los principios del Derecho clásico en sus arts. 2506 y siguientes: "El dominio es el derecho real en virtud del cual una cosa se encuentra so' metida a la voluntad y a la acción de una persona" (art. 2506);

y en la nota a este capítulo ensaya esta definición del derecho de propiedad: es "el derecho de gozar del fruto de su trabajo, el derecho de trabajar y de ejercer sus facultades como cada uno lo encuentre mejor". El dominio es exclusivo, dice el art. 2508, pero en la nota el codificador aclara: "Cuando establecemos que el dominio es exclusivo, es con la reserva que no existe con este carácter, sino en los límites y bajo las condiciones determinadas por la ley, por una consideración esencial a la sociedad: el pre​dominio, para el mayor bien de todos y de cada uno, del interés general y colectivo, sobre el interés individual"; tal condición limitativa del derecho de propiedad no es moderna, sino que en​raiza en el Derecho Romano y aún en el de las más antiguas civilizaciones. En el art. 2513 el Código reconoce al propietario el derecho hasta de destruir la cosa; "toda restricción preven​tiva tendría más peligros que ventajas. Si el Gobierno se consti​tuye juez del abuso, ha dicho un filósofo, no tardaría en constituirse juez del uso, y toda verdadera idea de propiedad y liber​tad sería perdida" (palabras del Codificador en la nota). Se ad​vierte en Vélez una especial preocupación por asegurar la am​plitud del derecho de propiedad, pero no ignoraba tampoco que ésta debía servir al mismo tiempo al interés general y colec​tivo (66).

No hay en el Código Civil un sistema de regulación del uso de la propiedad agraria específicamente; la legislación y la doc​trina de aquellos tiempos eran contrarias a estas particulari​dades. Las leyes no prohiben poseer tierras a quienes no habi​tan el país; una restricción de este tipo sería conforme con la naturaleza del derecho de propiedad y no repugnaría —según nuestro criterio— a la Constitución, cuyos beneficios son para todos los que quieran habitar el suelo argentino, de acuerdo al Preámbulo. La Constitución de la provincia de Santa Cruz nie​ga el derecho a adquirir tierras fiscales a quienes no residan en la provincia (art. 76).

Sólo al tratar de la locación, y en forma por demás insufi​ciente, el Código se refiere al uso de la tierra agraria, en el art. 1560: "Será un goce abusivo en los predios rústicos, arrancar árboles, hacer cortes de montes, salvo si lo hiciera para sacar madera necesaria para los trabajos del cultivo de la tierra, o mejora del predio, o a fin de proveerse de leña o carbón para el gasto de su casa"; y en cuanto a los límites del derecho de propiedad con relación a terceros, los arts. 2611 y siguientes y 3082 y siguientes establecen restricciones y servidumbres indis​pensables en toda vida de comunidad.

Pero a pesar del corte individualista de la Constitución, la doctrina y la jurisprudencia fueron auspiciando y aceptando una legislación reglamentaria, basándose en que no hay derechos absolutos, y en las disposiciones de los incisos 16 y 28 del art. 67 de la Constitución que encarga al Congreso proveer lo conducen​te a la prosperidad del país dictando las leyes y reglamentos que sean convenientes. De este tipo de leyes es la Nly 10.284 que lue​go veremos; la Nº 11.170, 11627 y 13.246 sobre arrendamientos agrarios; y las leyes reguladoras que llegan hasta impedir que ciertas tierras se destinen a determinados cultivos.

Pero donde con mayor fuerza se siente el principio de la función social de la propiedad es en la ley de colonización, Nº 12.636. Esta ley señala en su art. 1° que la propiedad privada estará sometida a las limitaciones que determine el bien común y en el resto del articulado estructura toda una regulación ju​rídica de la propiedad rural, distinta de la propiedad común. Puede decirse que con esta ley, por primera vez en el país se de​dica a la tierra la atención especial que merece, tratándosela con criterio distinto al del Código Civil. Tal distinción es lógica e impuesta por la naturaleza de las cosas, siendo de lamentar que pasase tanto tiempo sin que se contara con una ley agraria en un país de economía agropecuaria.

En cuanto al problema de la tierra pública nos remitimos al capítulo siguiente.

II. EL BIEN DE FAMILIA •

El "Homestead" o bien de familia, tuvo su origen según al​gunos entre los normandos y con el objeto de amparar a la viu​da; según otros, el origen está en disposiciones españolas inspi​radas en el beneficio de competencia (67). Lo cierto es que su implantación en Estados Unidos (Homestead público) tuvo un resultado extraordinario (1862) y contribuyó como ninguna otra institución a poblar el país; para gozar de este beneficio —que importaba la inembargabilidad del bien— el candidato debía ser ciudadano, tener 21 años, haber servido en el ejército y compro​meterse a colonizar en cinco años al cabo de los cuales se le otor​gaba el título de propiedad (68).

La eficacia de la institución en Norteamérica hizo que se ensayara un sistema similar en nuestro país. Aquí se sancionó la primera Ley del Hogar (Nff 1501) en el año 1884, y alguien la calificó como la caricatura de la norteamericana. La ley des​tinaba 200 lotes de 625 Hs. cada uno, para hacer de ellos un lote de familia; para adquirirlos era preciso: ser ciudadano argenti​no, tener 25 años, no tener otros bienes, poblar y labrar 10 Hs. del lote, e introducir hacienda; no podía venderse ni gravarse;

por cinco años estaba exento de embargos. La ley no tuvo re​sultados prácticos, pues no provocó interés su régimen.

La ley 1501 fue substituida por la Nº 10.284 "de amparo y donación a la familia argentina" en el año 1917; tampoco ha te​nido mayor aplicación concreta esta ley. En virtud de ella puede pedirse en propiedad en tierras vacantes del Estado un lote de 20 a 200 hectáreas, siendo el P. E. quien determinará la exten​sión de cada lote. Este lote, propiedad de la familia, no puede ser vendido ni embargado; pero puede ser cedido a otra familia con permiso de] P. E. Los frutos y productos de cada año podrán ser embargados y vendidos sólo hasta la mitad, y para pagar deudas contraídas. Para ser beneficiario se requiere: a) ser ciu​dadano argentino, o bien extranjero que se obligue a hacerse ciudadano; b) tener buenos antecedentes; c) no poseer otro lote. Los hijos mayores de edad, casados, pueden solicitar un nuevo lote; a la muerte del titular, los menores y las mujeres solteras, mientras queden en la familia, tienen derecho al lote, y cuando cumplan 22 años podrá realizarse entonces la partición con​forme al derecho común. El P. E. fijará las condiciones de cul​tivo. En cada coloma se dejará un sector para el pueblo y otro para constituir, con su producido, un fondo escolar. El beneficio caduca por abandono del lote, o por no cultivarlo, o por no cum​plir la promesa de naturalización.

Lo expresado hasta aquí se refiere al aspecto de la ley en cuanto ésta organiza un sistema similar al Homestead público. Lo que sigue se refiere al Homestead privado. La diferencia está en que el primero procura crear una nueva propiedad, y el se​gundo amparar a la propiedad ya existente.

Con respecto a los propietarios existentes que deseen am​pararse en el beneficio de la ley 10.284, ésta dispone que el propietario de un terreno rural o urbano, libre de gravamen y de deudas por contribuciones, tiene derecho a declarar ante cual​quier autoridad judicial la elección de un lote que se reputará "del hogar"; si tiene varios, el beneficiario debe elegir uno, y con un valor que no exceda de $ 10.000 m/n. La denuncia debe ser inscripta en el Registro. Los beneficios son similares a los del otro tipo de Homestead (69).

Esta institución no se popularizó, pero en cambio ha tenido cierto campo de aplicación el sistema de la ley creadora de la Caja Nacional de Ahorro Postal (Nº 9.527, 11.173 y sus modifi​catorias). De acuerdo a este régimen, es inembargable, hasta $ 20.000 m/n., el lote urbano o rural que se adquiera con fon​dos depositados en la Caja; tal circunstancia ha de constar en la respectiva escritura, y el privilegio de la inembargabilidad sub​siste mientras la propiedad esté en poder del adquirente, su es​posa e hijos menores.

La ley Nº 14.394 (año 1954) entre otras materias trata del bien de familia (art. 34 y sigtes.), que puede serlo un inmueble urbano o rural; se le rodea de garantías y beneficios (inembar​gabilidad, exenciones impositivas, etc.). Creemos que debe con​siderarse derogado el "homestead" privado que organizaba la ley Nº 10.284, y substituido por el que se contiene en la ley 14.394; ésta fue reglamentada por los decretos 2513/60 y 5492/60 aplicables en jurisdicción nacional; las provincias dan sus pro​pios reglamentos por leyes locales.

De acuerdo al art. 51 de la ley 14.394, toda persona podrá im​poner a sus herederos la indivisión de los bienes hereditarios, por un plazo no mayor de diez años; tratándose de una "unidad económica" la indivisión podrá durar hasta que todos los herederos alcancen la mayoría de edad, aunque se excedan así los diez años. Asimismo, el cónyuge supérstite que haya contribuido a formar una unidad económica podrá oponerse a la división del bien por diez años; se trata de evitar la par​celación del bien entre los hijos mientras viva uno de los padres (art. 53). 

III. LA PROPIEDAD EN ZONAS DE SEGURIDAD

La última guerra mundial motivó la adopción, por los dis​tintos Estados, de medidas de precaución sobre todo en la fron​tera. De ahí surge una serie de disposiciones que restringen la disponibilidad de la tierra en algunas zonas.

En nuestro país, el Decreto Nº 5.385/44 (ratificado por ley 12.913) creó las "zonas de seguridad", tendientes a completar las previsiones de la defensa nacional, según dicen sus consideran​dos. Estas zonas comprenderán una franja a lo largo de la fron​tera, cuyo ancho fijará el P.E. y será variable, no pudiendo ex​ceder de 150 kilómetros en la frontera terrestre ni de 50 en la frontera marítima. Se crea también una "cintura", no mayor de 30 kilómetros, alrededor de establecimientos civiles y militares del interior que interesen a la defensa nacional. El P. E. podrá declarar de utilidad pública y expropiar los bienes necesarios;

también podrá exigir que la venta, transferencia o locación de bienes en zonas de seguridad o frontera no se realice sin la pre​via conformidad de la Comisión Nacional de Zonas de Seguridad.

Este Decreto-ley fue reglamentado por el Decreto Nº32.530/ 48 en lo relativo a la venta y locación de tierras. A su vez el De​creto Nº 14.587/46 (modificado por el Nv 4.472/52) fijó el lími​te básico interior de la zona de seguridad, a la vez que mantu​vo las normas de decretos anteriores (70.983/35 y 11.769/46);

éste último estableció que los propietarios de lotes urbanos o rurales en zonas de seguridad o gobernaciones marítimas o mi​litares, o sus sucesores a cualquier título, no podrán transferir​los a argentinos o extranjeros sin autorización del P. E.

Para la zona de Comodoro Rivadavia el Decreto Nº 35.922/ 47 fijó normas alusivas al arrendamiento o venta de tierras fis​cales.

Cabe tener presente, por su directa vinculación a nuestra materia específica, que la ley de colonización Nº 12.636 (año 1940) previo también restricciones aplicables a estas zonas. El art. 64 decía: "Las tierras situadas en las fronteras del país, comprendidas en una faja de veinte a ciento cincuenta kilóme​tros de la línea internacional según su ubicación y territorio, se destinarán a la formación de colonias agrarias pobladas con fa​milias de ciudadanos nativos. A este efecto decláranse de utili​dad pública las que se encuentren en poder de particulares, las provincias o municipalidades. Al efectuar las adjudicaciones de estas tierras el Consejo Agrario Nacional deberá proceder pre​vio informe del Ministerio de Guerra". La actual ley de coloni​zación (Nº 14.392) dispone a su vez en su art. 38: "Las tierras situadas dentro de zonas de frontera y de seguridad serán adju​dicadas, previa conformidad de las autoridades competentes, atento a las disposiciones en vigor".

QUINTA PARTE DELIMITACIÓN DE LA PROPIEDAD RURAL

Este es el aspecto reglamentario de la ley de fondo (70), que queda a cargo de los Códigos Rurales; éstos se han ocupado de la materia, y dentro de esta órbita han hecho uso de facultades que en verdad les corresponden. Siendo impertinente detallar las disposiciones de los distintos códigos en este punto, nos reduci​remos al Código de Santa Fe (art. 8º a 41º).

El Código sanciona la obligatoriedad de tener deslindado y amojonado todo fundo rural, aun cuando no esté alambrado (art. 8°); el cercar con un alambrado, en cambio, no es una obli​gación sino un derecho (art. 16) (71). El deslinde y amojona​miento es previo al alambrado.

Los mojones se colocarán a una distancia no mayor de mil metros entre uno y otro; serán de hierro o madera dura, y emer​gerán por lo menos un metro del suelo (arts. 10 y 11). Antes de colocar los mojones, el campo debe estar deslindado, operación cuyo procedimiento se regula en el Código Procesal Civil de la Provincia y que realiza un perito.

Una vez amojonado el campo, el dueño puede cercarlo, con permiso de la autoridad; debe dejar los espacios libres para ca​minos. Los dueños de campo no cercado quedan obligados a re​conocer la medianería, contribuyendo a su pago, cuando las cer​cas de los colindantes cierren las dos terceras partes del períme​tro de su propiedad (art. 24); sobre las cercas medianeras no podrán establecerse corrales sin permiso del vecino (art. 21).

En cualquier punto en que la cerca o alambrado corte un camino, el propietario debe dejar una tranquera (art. 35), la cual deberá ser susceptible de ser abierta y cerrada fácilmente, de día y de noche (art. 34); su ancho será de 4.30 ms. por lo menos (art. 36).

Sin perjuicio de lo que antecede, todo propietario de una cerca de más de cinco kilómetros, que dé a un camino público, debe dejar puertas o tranqueras para que las tropas o carretas puedan pasar al campo con permiso del dueño (art. 37); si hay alambrados a ambos lados, la obligación es dejar la tranquera de manera que la de un lado se halle a dos kilómetros y medio de la del lado opuesto.

El dueño de un campo puede negar el paso por las tranque​ras (cerrándolas con llave) a quienes no sean pobladores del campo, cuando se trate de caminos internos; si se trata de cami​nos vecinales o generales, no podrá cerrarlas aunque estos ca​minos estén dentro de su campo (art. 33).

Recordemos, de paso, que el hurto de alambres u otros ele​mentos de los cercos de modo que cause su destrucción total o parcial, constituye delito especialmente reprimido (art. 163, inc. 1º del C. Penal).

CITAS

(1) Weber, max, Historia Económica General. Méjico, Fondo de Cultura Eco​nómica, 1942, pág. 48.

(2) heitland, W. E., Agricultura, en "El legado de Boma". Madrid, Pegaso, 1944, pág. 626.

(3) luzzatto, fabio, Contributo alio studio delle origini del Diritto Agrario, en "Bivista di Diritto Agrario", octubre-diclembre de 1935. Firenze, pág. 606/607.

(4) Graziadei, antonio, Elementi di Economía Agraria. Boma, El Ateneo, 1946, pág. 23.

(5) coulanges, fustel de, La ciudad antigua. Buenos Aires, Atbatros, 1942, pág. 71.

sigmund hatt resume así sus conclusiones sobre el tema: "Colectivismo e In​dividualismo no son escalones evolutivos en la historia de la propiedad en el sentido de que la propiedad necesariamente comienza como propiedad común y termina como propiedad individual. A veces el desarrollo corre en dirección opuesta. Colec​tivismo e individualismo representan más bien tendencias humanas, y presumible​mente son de Idéntica antigüedad. En un tiempo predomina una, en otro la con​traria de estas tendencias, favorecida por circunstancias técnicas o sociales" (abel, op. cit., pág. 101).

(6) gompertz, Mauricio, La Panera de Egipto. Buenos Aires, Espasa-Calpe, 1945, Pág. 31.

(7) fernández valbuena, ramiro, Egipto v Asiría, resucitados. Toledo, I88S, t. I, Pág. 622.

(8)  I-b., pág. 622.

(9) maspero, G., Histoire andenne des peuples de 1'Orimt classique. Parte, Hachcite, 1885, pág. 283.

(10) Ib., pág. 303.

(11) seidl., erwin, Derecho, en "El legado de Egipto". Madrid, Pegaso, 1944. p6g. 305.

(12) hocart, A. M-, El lepado al Egipto moderno, en "El legado de Egipto", op. cit., pág. 557.

(13) jones, H. stuart, Administración, en "El legado de Roma", op. cit., pág. 439/441.

(14) Ib., ib.

(15) bell, H. J., Egipto y el Imperio Bizantino, en "El legado de Egipto", op. cit., pág. 506.

(16) En el periodo homérico la tierra pertenecía al "genos", formando parte del patrimonio común de éste; consiguientemente, no había herencia, pues el falleci​miento de un miembro del grupo no alteraba la situación del patrimonio. La de​cadencia del grupo familiar —genos— fue a la vez efecto y causa de la individuali​zación de la propiedad; la Indivisión, con sus naturales Inconvenientes, dio paso a la delimitación particular, con lo que al mismo tiempo mejoraron los cultivos.

La regulación actual de la unidad económica como bien inalterable en el tiempo y en el espacio, halla gran parecido con la primitiva propiedad griega.

(17) Las cleruquías se formaban mediante apropiación de las tierras del ven​cido, que se dividían en lotes llamados "clerol".

(18) palomeque torres, antonio, Historia General de la Cultura. Barcelona, Bosch, 1947, pág. 224/225.

(19)  coulanges, FUSTEL DE, Op. Cit.,, Pág. 337.

(20) hcitland, op. cit., pág. 627.

(21) beneyto pérez, jttan, Estudios sobre 2a historia del régimen agrario. Bar​celona, Bosch, 1941, pág. 75/76.

(22) Op. ctt., pág. 462.

(23) hectland, op. cit., pág. 628/629.

(24) beneyto pérez, op. cit., pág. 140. La calificación de la propiedad como de​recho absoluto y perpetuo se considera hoy como una desviación de siglos poste​riores, que desnaturalizó al genuino derecho romano.

(25) motjnayer, nassib, Le régvms de la ierre en Syrie. París, Ubrairie genérale de Droit et Jurisprudence, 1929, pág. 38.

(26) Para limitar la extensión que cada uno podía poseer, se dictaron en el si​glo IV a. de J. C. las leyes llcinlas. Su ulterior Incumplimiento permitió la forma​ción de latifundios que los Gracos trataron de eliminar con sus reformas en el siglo II a. de J. C. tendientes a limitar las posesiones y repartir los sobrantes; las refor​mas de los Gracos fracasaron en parte por la oposición de la oligarquía y en parte también porque la plebe no los apoyó suficientemente.

(27) mounayer. op. cit., pág. 34/35.

(28) Las tribus de Israel eran, de norte a sur: Neftalí, Azer, Zaüulón, Isacar, Manase, Efralm, Dan, Benjamín y Juda, en Canaán; Gad y Rubén, en la Transjordanla.

(29) schiaparelli, jttan V., La Astronomía en el Antiguo Testamento. Buenos Aires, Espasa-Calpe, 1945, pag. 132.

(30) Ib., pág. 134/125.

(31) ¡b., pág. 140 y sigtes.

(32) sieveking, heinrich, Historia económica universal. Madrid, Revista de De​recho Privado, 1941, pág. 45.

(33) krause, F. E., Vida económica de los pueblos. Barcelona, Labor, 1932, pág. 220.

(34) Es éste un antiquísimo antecedente del "bien de familia". Incorporado a las modernas constituciones.

(35) Es notorio el parecido con la figura de la entiteusis, que luego practicaría, Boma y que pasaría al derecho privado, llegando hasta los tiempos modernos en que aún se propicia como régimen de la tierra pública.

(36) krause, op. cit., pág. 116/118.

(37) BENEYTO PEREZ, Op. Cit., Pág. 37.

(38) krause, op. cit., pág. 129.

(39) Ib., 16.,

(40) tácito, La Germania. París, Hachcite, 1850, pág. 56.

(41) césar, cayo julio, Comentarios de las guerras de las Galias. Buenos Ai​res, Espasa-Calpe, 1943, pag. 149.

(42) "Para vosotros aran los bárbaros la tierra y para vosotros siembran la se​milla. Los campos de Galla son arados con bueyes germánicos...; todos los graneros de Roma están llenos de granos germánicos". Palabras del emperador Probo (232/ 282 de nuestra era) al Senado.

(43) El sistema de propiedad no era uniforme entre los aztecas. Se han cla​sificado estos tres tipos: 1) propiedad de las comunidades: calpullallis y altepetlallis, de carácter comunal; 2) propiedad de los nobles pillallis y tecpillallis, de ca​rácter Individual, aun cuando de disposición restringida; 3) propiedades públicas» teopantlallis, milchimallis, tlatocatlallis y tecpantlallis, todas ellas de carácter co​lectivo y destinadas a sostener diversos servicios comunes. Existió, pues, la propie​dad privada. Pero sin duda el tipo más Interesante ha sido el calpullalli, cuyas características han sido resumidas asi:

1) Las tierras pertenecían al calpulli; 2) el calpulli asignaba sectores a sus po​bladores, en posesión; 3) el poseedor no podía enajenar, pero poseía a perpetuidad;

4) podía dejar su porción a los herederos; 5) si no había herederos, el sector volvía. al calpulli; 6) sólo a los pobladores del lugar podían darse tierras del calpulli; 7) las tierras se repartían a los que las necesitaban, por medio de una especie de con​sejo; 8) no podían Invadirse tierras de otro calpullalli; 9) sólo por excepción podía arrendarse un calpullalli; 10) se perdía la posesión de la tierra por culpa o por no cultivarla durante dos años consecutivos (caso, op. cit; pág. 9 y sigtes).

Un sistema similar rigió entre los mayas.

(44) Las constituciones de Guatemala (1945) y Panamá (1946) prevén la pro​tección de las comunidades agrarias, que se vienen manteniendo desde la época pre-colombiana. Lo mismo ocurre en Perú (Constitución de 1933).

(45) horne, op. cit., pag. 37.

(46) El sistema feudal se dio en la antigüedad en Mesopotamia, Egipto, China y Japón, si bien la palabra "feudalismo" es de origen germánico.

(47) camps y arboix, joaquín de, La propiedad de la tierra y su función social. Barcelona, Bosch, 1953, pag. 49 y sigtes.

(48) Decía mirabeu: "Amad y honrad la agricultura. Ella es la engendradora de toda riqueza, de toda grandeza política, de toda cultura". Y buncherberger : "La agricultura es la primera de todas las artes; sin ella no habría ni comerciantes, ni poetas, ni filósofos. Únicamente es verdadera riqueza la que produce la tierra". (abel, op. cit., pág. 7).

(49) Es de qtjesnay esta advertencia: "Que ni el soberano ni la nación pierdan. úe vista en ningún momento que la tierra es el único origen de riquezas y que la agricultura las multiplica. (Citado por oonnard, rene, Historia de las doctrinas económicas, trad. de J. Campo Moreno. Madrid, M. Aguilar, 1956, pág. 192).

(50) "En la agricultura trabajan juntos el hombre y la Naturaleza, y aunque el trabajo de ésta no cuesta nada al hombre, la Naturleza, como el obrero, que es lo que más cuesta, da con su trabajo un producto que tiene valor" (palabras de AnAM smith que transcribe gonnaeb, op. cit., pág. 299).

(51) La escuela clásica ha dado por cierta la ley del rendimiento decreciente o no proporcional de la tierra. malthus y ricardo expresaron sus teorías pesimistas partiendo de esta "ley" Según se recordará, la ley puede resumirse así: aumentando los tactores trabajo y capital, en la explotación de la tierra, ésta rinde mas; pero los sucesivos aumentos de aquellos factores no darán lugar a aumentos proporcionales de los productos, sino a aumentos de intensidad cada vez menor.

(52) Al tiempo de producirse la Revolución, en Francia los campesinos poseían la mitad del suelo; la otra mitad estaba en manos de la nobleza, el clero y la bur​guesía. Ya existía, pues, un difundido régimen de propiedad individual en manos de campesinos libres; no obstante, la propiedad se hallaba gravada con derechos seño​riales. (see, hendí, Esquiase d'une Histoire du régime agriare. París, 1921, pag. 13 y 

sigtes.). Pero en otros países de Europa era mucho menor el número de propieta​rios campesinos.

(53) Las Ideas sansimonlanas ejercieron Indudable Influencia en los Intelectua​les argentinos de mediados del siglo pasado, sobre todo en Echeverría.

(54) kautzky, Intérprete alemán del marxismo agrario, dice que las grandes explotaciones ofrecen posibilidades de economizar tierra y equipo, permitiendo utili​zar en forma más racional el suelo y el capital, emplear más maquinarlas, ocupar dirigentes calificados, obtener crédito con mayor facilidad y aprovechar las ventajas tíel mercado. La explotación de pequeñas fincas rurales está superada desde el pun​to de vista económico, afirma. Se mantiene solamente mediante trabajo excesivo y competencia de hambre. Pero el Ideólogo se da cuenta del fuerte instinto campe-bino por la propiedad donde trabaja, y dice en consecuencia que sólo el proletariado victorioso podrá crear las condiciones deseadas, ya que la evolución natural no será eficaz.

Contra la citada opinión, afirma edtjard david que el trabajo mecanizado va clecreclendo en la explotación agraria hasta desaparecer del todo en el escalón máa evolucionado como la huerta y el Jardín; por consiguiente "no vacilamos en propo​ner como meta deseable la conversión de los grandes establecimientos agrarios en pequeñas explotaciones campesinas" (abel, op. cit., pág. 12, 13 y 152).

Por nuestra parte acotamos que los latifundistas aducen, en favor de la gran propiedad que poseen, las ventajas que le atribuye kautzky; los extremos coinciden aquí...

Lo expuesto pone en evidencia que la reforma marxista no tiende a repartir tierras sino a constituir grandes empresas estatales colectivizadas.

(55) La Declaración Universal de Derechos Humanos, efectuada por las Nacio​nes Unidas (París, 10-XII-48), dice en su art. 17: "Toda persona tiene derecho a la propiedad. Individual y colectivamente. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad".

(56) ültimamente se ha planteado el dilema: propiellail-especulación frente a propiedad-función; se quiere aludir, en estos términos, al concepto de propiedad. con sentido Individualista trente a la noción de propiedad ejercida con sentido social. Nos parece que no deben extremarse las notas y que ha de hablarse de pro​piedad, privada con función social: la propiedad agraria (ni ninguna otra) no debe ser pura especulación Individualista ni pura función social.

Vaya ello sin desconocer el hecho de que la noción y la realidad acerca de la propiedad se hallan en plena evolución; "tienden a apartarse del derecho liberal y su exclusivismo para aproximarse a la noción feudal, que admitía la coexistencia de varios derechos, jerarquizados, sobre un mismo objeto". (folliet, joseph, Iniciación económica y social. Buenos Aires, Ediciones del Atlántico, 1956, pág. 49).

El pluralismo, la coexistencia de varios señoríos, es evidente sobre todo en la propiedad agraria: propietario particular, provincia, nación, comunidad universal, todos Inciden simultáneamente (aunque en distinto grado y jerarquía) sobre ella.

(57) Al terminar el Primer Congreso Internacional de Derecho Agrario (Floren​cia, 1954) el profesor bolla expresó: "la posibilidad de que la propiedad privada de la tierra continúe, no se discute; pero el concepto individualista y egoísta de la. propiedad se acerca cada vez más a formas sociales; la actual crisis de la propiedad agraria origina la tendencia a una organización de la propiedad privada con fines productivos, limitándose el endeudamiento, condicionándose la transmisión de bie​nes Inmuebles y protegiéndose la herencia. Con esto la propiedad territorial con​tribuye a estabilizar el orden social" (abel, op. cit., pág. 107).

(57 bis) "...la historia y la experiencia atestiguan que, en los regímenes políticos que no reconocen el derecho de propiedad privada de los bienes Incluso productivos, son oprimidas y sofocadas las expresiones fundamentales de la libertad: por eso es legítimo deducir que éstas encuentran garantía y estimulo en aquel derecho" (juak XXiii, encíclica Mater et magistra).

(58) Ya platón se preocupaba de este problema en sus proyectos de distribu​ción de la tierra; cada uno debiera poseer una parcela y no más. Para mantener Inalterable la porción, se prohibiría vender, comprar, hipotecar, o reunir varias parcelas en una sola por matrimonio o herencia. (Ver gonnard, op. cit., PAG. 9).

(59) Muchos civilistas mantienen su criterio de que no hay por qué regular se​paradamente la tierra urbana de la rural; asi: pizarro, néstor, Propiedad agraria y civil, en la Bevista de la Universidad Nacional de Córdoba, noviembre-diclembre de 1943, pag. 1193 y sigtes. Ver también hernández gil, op. cit.

(60) Este concepto, del reglamento de la ley de arrendamientos y aparcerías. pasó luego a otras leyes, sobre todo de colonización.

(61) No puede'tíabiarse de un tamafio óptimo; la combinación de diversas ex​tensiones, según el lugar y tipo de explotación, es lo adecuado para el mejor ren​dimiento general.

(62) En la provincia de Tucumán había, en 1958, 19.352 cañeros Independientes; de ellos, 17.907 con menos de 750 surcos (menos de 16 Hs.), siendo 700 surcos el mínimo necesario para sustentar una familia de cañeros. En 1961, con 20.500 explo​taciones, el panorama no ha cambiado. El reagrupamiento de tierras, para reaccionar contra el excesivo parcelamiento, ha sido encarado en varias legislaciones; se tiende, asi, a restablecer unidades eco​nómicas mínimas. Acerca de esta política en Méjico véase: caso, op. cit., pág. 653: En España, ver: zulueta, op. cit., pág. 133.

(63) El texto constitucional fue ampliado al sancionarse la ley de reforma agraria de 1959 que veremos en el siguiente capitulo.

(64) Datos del censo agropecuario de 1952: 200 millones de hectáreas cultiva​das, con 565.000 explotaciones; la superficie trabajada por propietarios era de 76 mi​llones de hectáreas solamente.

(65) BUNGE, op. cit., pag. 222 y sigtes.

(66) En su Anteproyecto, Bibllont rehusa definir el derecho de propiedad, aun​que se ocupa de las consecuencias; en su art. 2.348 dice: "Es Inherente a la propie​dad, el derecho de poseer la cosa, de disponer o de servirse de ella, de usarla y go​zarla según la voluntad del propietario. Él puede desnaturalizarla, degradarla o des​truirla..." Tampoco distingue entre propiedad urbana y propiedad rural.

SI bien la Comisión Reformadora del Código Civil no varió el criterio, merecen citarse las palabras del Dr. Rivarola (sesión 35° del 1°/X/1936): "El desenvolvimien​to de la agricultura y ganadería se encuentra perturbado o por lo menos es objeto de Iniciativas oficiales en la subdivisión de la tierra. Si el dominio de las sociedades anónimas se mantiene a perpetuidad, la ficción de una entidad jurídica se perpe​tuará en el tiempo con mayores dificultades que las que hoy presenta. Entiendo pues, conveniente declarar limitada la capacidad jurídica para este objeto por un número de años que no sea mayor de treinta, salvo cuando la institución propieta​ria tuviese por objeto de la misma, la colonización y fraccionamiento de propie​dades de la tierra transferida a los colonos". (T. II, 1938, pág. 473).

(67) Esta Institución tiene cierto parecido con la sadruga yugoeslava, sistema de explotación de la tierra aplicado siglos atrás en dicha región, y de acuerdo al cual el Inmueble quedaba Indivisible en la familia por dos o tres generaciones.

El sociólogo y economista federico le play afirma que el régimen civil común ha Instaurado el sistema de la familia inestable. Según él, hay otros dos tipos de familia: la patriarcal, con su propiedad Indivisa y la autoridad absoluta del Jefe; y la familia-tronco, que considera modelo, en la que existe el régimen del heredero único o por lo menos privilegiado, que permite mantener la estabilidad social y eco​nómica. (Ver: gonnard, op. cit., pag. 585 y sigtes.).

(68) Entre otras constituciones consagran el bien de familia las de: Boíl vía (art. 133); Cuba (art. 91); Ecuador (art. 166); Nicaragua (art. 66); Panamá (art. 60); Paraguay (art. 22).

En Francia el Bien de familia fue Instituido por ley del 12 de julio de 1909, mo​dificada en 1928 y 1931; se le declara Inembargable y exento de cargas fiscales.

Varias de las recientes constituciones provinciales Incorporan y protegen el bien de familia, que declaran Inembargable (Chaco, art. 32; Neuquén, art. 239. Inc. c);

Río Negro, art. 31; Chubut, art. 44; Formosa, art. 41; Santa Cruz, art. 54).

(69) En diciembre de 1932 se sancionó en Santa Fe la ley N» 2.290 que regula el "bien del hogar', siguiendo en general los lincamientos de la ley nacional N» 10.284. La Institución no tuvo mayor arraigo.

La ley provincial N» 3.217, que autoriza al P. E. a donar tierras fiscales a los ocupantes que llenen ciertos requisitos, ordena la oportuna Inscripción de los lotes conforme a la ley Nº 10.284.

(70) El Código Civil establece sobre esta materia: Art. 2717: "TJn muro es me​dianero y común de los vecinos de las heredades contiguas que lo han hecho cons​truir a su costa en el limite separativo de dos heredades".

Art. 2742: "En las campañas, los cerramientos medianeros deben hacerse a co​munidad de gastos, si las dos heredades se encerraren. Cuando una de las heredades está sin cerco alguno, el dueño de ella no está obligado a contribuir para las pare​des, fosos o cercos divisorios".

Art. 2743: "Todo cerramiento que separa dos propiedades rurales se presume medianero, a no ser que uno de los terrenos no estuviese cerrado, o hubiese prueba en contrario".

Art. 2744: "Lo dispuesto en los artículos anteriores sobre paredes o muros media​neros, en cuanto a los derechos y obligaciones de los condóminos entre sí, tiene lugar en lo que fuere aplicable respecto de zanjas o, cercos, o de otras separaciones de los terrenos en las mismas circunstancias".

Art. 2745: "Los árboles existentes en cercos o zanjas medianeras, se presume que son también medianeros, y cada uno de los condóminos podrá exigir que sean arrancados si le causaren perjuicios. Y si cayesen por algún accidente no podrán ser replantados sin consentimiento del otro vecino. Lo mismo se observará respecto de los árboles comunes por estar su tronco en el extremo de dos terrenos de di​versos dueños".

(71) Algunos códigos rurales, con buen criterio, obligan a cercar; por ejemplo el de Jujuy (art. 34 y sigtes.).
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CAPÍTULO VI

REFORMA AGRARIA

sumario: Primera Parte: I. Conceptos de reforma agraria. — II. Reformas y repartos de tierras en la antigüedad. — III. Reformas de la primera postguerra. — IV. Reformas de la segunda postguerra. — Segunda Par​te: La reforma agraria en la Argentina.

PRIMERA PARTE I. 

CONCEPTOS DE REFORMA AGRARIA

La reforma agraria, que figura en casi todos los programas políticos, se consubstancia con el problema de la tierra que, a su vez, atraviesa toda la historia de la humanidad.

Como ocurre con muchos vocablos referentes a cuestiones decisivas, su significado depende del enfoque ideológico de quie​nes lo esgriman.

Dentro de la variedad de interpretaciones que se suele dar a las palabras "reforma agraria", pueden catalogarse dos grupos netamente diferenciados: 1) el que entiende por reforma agra​ria la eliminación de la propiedad privada de la tierra, la de​claración de que ésta pertenece al Estado y la implantación de un sistema de explotación colectiva; 2) el que mantiene el régi​men de propiedad privada pero propugna una redistribución de las tierras e impone restricciones a los derechos individuales en aras del bien común. Dentro de este último, a su vez, pueden distinguirse estos dos criterios: a) aquél según el cual "refor​ma agraria" es sinónima de parcelamiento de campos y entrega de tierras a quienes no las poseen; b) otro según el cual "re​forma agraria" es un plan en el que el parcelamiento es uno de los fines, pero no el único ni el indispensable, puesto que por reforma entiende un conjunto de disposiciones encaminadas a elevar la producción agraria, mejorar el nivel de vida de los tra​bajadores del campo, extender los beneficios de la instrucción, de los servicios asistenciales, de la tecnificación y la mecani​zación.

Lo que parece ser común a todo concepto de reforma agra​ria es la intervención del Estado, del cual deben emanar las normas que realicen este programa. También es característico de toda reforma agraria lo siguiente: ha de tratarse de medi​das que sobrepasen, en modo y alcance, los límites de la obra política acostumbrada y tradicional (1).

Como veremos luego, en el capítulo dedicado a la coloniza​ción, ésta no se confunde con "reforma agraria", aunque a ve​ces ocurra que las llamadas leyes de colonización contengan el programa de una verdadera reforma. El régimen israelí actual, por ejemplo, es de colonización; no puede hablarse de reforma puesto que se está comenzando desde el principio: se está "for​mando" y no "reformando" un sistema de explotación de la tierra.

II. REFORMAS Y REPARTOS DE TIERRAS EN LA ANTIGÜEDAD

Las reformas agrarias forman parte de la historia de los pueblos, si bien en la antigüedad se trataba más bien de repar​tos de tierras (2).

Al tratarse este tema no cabe menos que mencionar las re​formas habidas en Grecia y en Roma; al respecto nos remitimos a lo expuesto en el capítulo anterior.

III. REFORMAS DE LA PRIMERA POSTGUERRA

La guerra de 1914/1918 provocó profundas transformaciones en el centro y este de Europa. Aparecieron nuevos estados or​ganizados democráticamente en substitución de los viejos im​perios centrales.. mientras en Rusia la revolución bolchevique se propuse realizar el plan marxista en lo económico, político y social. La tierra, propiedad de pocos y explotada como en los tiempos feudales, sería uno de los principales objetivos de la re​forma; obreros y campesinos regresaban del frente con ansias de mejoramiento y, al mismo tiempo, con esperanzas de una vida más digna y con conciencia de su poder y gravitación, pues ellos habían sido artífices del resultado de la guerra. Estos mo​vimientos de raíz popular se extendieron a toda Europa y a Amé​rica.

rusia. Las condiciones indignas en que secularmente se desenvolvieron los campesinos rusos fueron campo propicio para la aplicación del programa marxista. En octubre de 1917 se es​tatizaron las tierras, prohibiéndose su transmisión; sólo podía tenerse el uso de ella. El Código Agrario de 1922 —que no es propiamente Código Agrario en el sentido en que nosotros lo concebimos— tiende a realizar prácticamente la reforma. Se or​ganiza el "dvor", o grupo de personas que se dedica a la agricul​tura y que es el titular del usufructo de la tierra; el "artel" es la comunidad de instrumentos de cultivo; y el "sovjose" es la empresa agrícola estatal, impuesta con mayor vigor en el Código de 1928. La Constitución del año 1936 (3) regula tres tipos de propiedad: a) estatal, que comprende las explotaciones oficiales ("sovjoses"); b) colectiva ("koljoses") que no es exactamente propiedad sino usufructo perpetuo, ya que la propiedad es esta​tal (4); c) propiedad individual, compuesta de la casa-habitación, útiles de uso cotidiano, instrumentos de labranza de poco valor y algún ganado (5).

El "koljós" o "kolkhoz" (6) es la empresa agraria típica de la economía rusa, de acuerdo con el criterio marxista acerca de las ventajas de la gran extensión sujeta a explotación colectiva.

La colectivización en gran escala empezó en 1929, época en que se produce la eliminación de los "kulaks" o campesinos ri​cos; con anterioridad y a pesar de la estatización del suelo, se había iniciado (en 1922, al aplicarse la nueva política económi​ca) un retorno a formas de propiedad privada, como el arrenda​miento y la ocupación de mano de obra extraña.

Durante la última guerra algunas tierras de los "koljoses" fueron entregadas a particulares; concluida la contienda, se vol​vió al sistema colectivista. La tendencia actual se orienta a la formación de "koljoses" gigantes; a fines de 1953 había unos 94.000 "koljoses", y la superficie media de cada explotación era de unas 1.700 hectáreas.

El "sovjós", en cambio, es relativamente excepcional.

europa oriental. Los países orientales de Europa debie​ron remover la vieja estructura de tipo feudal, y si bien mantu​vieron el concepto de la propiedad privada y su protección, la sometieron a necesarias restricciones; las constituciones nacio​nales elaboradas en esta post-guerra consagran el principio de la función social de la propiedad al lado de la función personal y como límite de ésta (7).

alemania. La Constitución de Alemania (Weimar) de 1919 en su art. 153 (in fine) decía: "La propiedad obliga. El uso debe ser al mismo tiempo un servicio al interés general". Y el art. 155 agregaba: "La repartición y la utilización del suelo son controlados por el Estado de manera que se impidan los abu​sos...". "Las propiedades territoriales pueden ser expropiadas con el fin de... favorecer la colonización interior y la roturación o el desarrollo de la agricultura...". "El propietario territorial tiene, respecto a la comunidad, el deber de cultivar y explotar el suelo. Las plusvalías del suelo que no son debidas al trabajo o a los gastos deben pertenecer a la colectividad".

españa. La constitución republicana del año 1931 disponía que "La República protegerá al campesino y a este fin legisla​rá entre otras materias, sobre el patrimonio familiar inembar​gable y exento de toda clase de impuestos, crédito agrícola, in​demnización por pérdida de cosechas, cooperativas de producción y consumo, cajas de previsión, escuelas prácticas de agricultura y granjas de experimentación agropecuarias, obras y vías de co​municacióNº. Al año siguiente se sancionó la ley de reforma agraria, tendiente sobre todo a redistribuir la tierra que en grandes extensiones poseían pocos terratenientes; para aplicar​la se creó el Instituto de Reforma Agraria. La ley de reforma fue completada con otra de "laboreo forzoso" destinada a las tie​rras ociosas.

El actual gobierno dictó en 1939 la ley de bases para la colo​nización de grandes zonas, seguida por otra del año 1940 sobre colonización de interés local (derogada en 1946) y por la del año 1946 que rige las expropiaciones de tierras por causa de uti​lidad pública; en 1949 se dictó una ley que regula las coloniza​ciones en zonas regables. La autoridad de aplicación es el Insti​tuto Nacional de Colonización.

A más de la colonización propiamente tal, se ha emprendido en España la tarea del reagrupamiento de pequeñas parcelas que de por sí resultan insuficientes y antieconómicas (8).

La colonización por zonas aplicando a cada una un plan ade​cuado a sus características, responde a un criterio laudable.

méjico. Existía antes de la reforma una aristocracia de terratenientes, con poder político, generalmente ausentistas. Al crecer, la hacienda de éstos fue ocupando tierras que secular​mente habían sido de los pueblos, y pequeñas propiedades fa​miliares. Por ley de 1915, en plena lucha armada, se establecen los principios básicos de la reforma, que se incluyeron luego en la Constitución de 1917 (9). Son: el poblado queda erigido como sujeto primario del derecho agrario; las tierras se devuelven o se dotan a los pueblos, en posesión permanente o inalienable; el pueblo, a su vez, distribuye estas tierras, cuando son de labor, mediante su parcelamiento, entre los individuos con derecho, y conserva en explotación y usufructo comunales los pastizales y los montes. La reforma se consumó plenamente entre 1935 y 1941, si bien se había iniciado en 1915. Desde 1939 se impulsó el crédito y el riego. Como resultado, se convirtió en tierra ejidal aproximadamente el 50% de la superficie laborable del país, y el resto en propiedad privada plena que se subdividió en pro​piedades medianas y pequeñas. Desde 1940 en adelante la ex​pansión de la propiedad privada crece más a prisa que la del ejido. Incluso la explotación de tierras ejidales se está hacien​do a veces en forma que no es la pretendida en la reforma:

arrendamientos, concesiones, ventas simuladas. Está en crisis el ejido, cuyas principales ventajas son: 1) separa la tierra del comercio y la especulación; 2) propugna el cultivo directo de la tierra; 3) impide la concentración de propiedad en pocas ma​nos; 4) impide el pase de la tierra a extranjeros; 5) es un ger​men de organización cooperativa. Los pastos y bosques del eji​do no se dividen. La parcela del ejidatario no es aumentable;

si el ejidatario quiere cambiar de actividad, debe abandonarla;

si no la cultiva, la pierde por orden del Presidente de la República (10).

IV. REFORMAS DE LA SEGUNDA POSTGUERRA

La segunda postguerra trajo consecuencias políticas y so​ciales más acentuadas que la primera. Los pueblos de Asia y África adquirieron personalidad internacional; y, al organizar su economía interior, no olvidaron el tema referente a la pro​piedad agraria.

Aludiremos a las reformas agrarias más significativas, ha​bidas en Europa. América, Asia y África; desde luego, muy ca​meramente.

europa. Se resumen en cuatro los tipos de reforma habi​dos en Europa en la segunda postguerra (11): 1) aquél en que los campesinos quedan con la tierra en propiedad y solamente realizan en común algunas tareas, en especial el cultivo y la re​colección; 2) el sistema en el que se cultiva la tierra según un plan común de trabajo, pero se mantiene el derecho de propie​dad; el cultivo en común no impide que se explote en forma in​dividual una pequeña cantidad de animales y una porción de tierra cercana a la casa; 3) según el tercer tipo, el agricultor conserva la casa, la huerta, el ganado menor y aves de corral para su provecho personal, pero debe aportar al trabajo comu​nitario su tierra, animales e implementos; 4) el sistema según el cual el campesino se ve despojado de toda propiedad indivi​dual y tiene que vivir —como en el "artel" ruso— con la re​muneración de su trabajo.

1) Europa oriental. En los casos de Polonia, Checoeslovaquia, Hun​gría, Bulgaria, Rumania, Alemania Oriental, Albania y Yugoeslavia, la reforma se emprendió con el criterio marxista que hemos señalado en el capítulo anterior.

En Polonia, por ley del mes de setiembre de 1945 fueron expropiadas las posesiones que excedían de 50 y de 100 hectáreas, según pertenecieran a personas naturales o jurídicas; no hubo indemnización. De poco más de tres millones de hectáreas confiscadas, aproximadamente la tercera parte fue distribuida entre campesinos sin tierra; el resto se halla en poder del Estado o de organizaciones agrarias regladas oficialmente. El campesino polaco se ha resistido a la organización colectivista.

En Checoeslovaquia la reforma data de marzo de 1948; más de la tercera parte del suelo checoeslovaco (4,8 millones de hectáreas) se afectó a la reforma. La superficie máxima admitida en propiedad privada es de 50 Hs.

En Hungría comenzó una reforma agraria apenas terminada la gue​rra, de orientación no marxista. Luego del golpe de estado comunista del año 1947 se implantó un sistema similar al de Rusia, organizándose gran​jas colectivas del tipo "kolkhoz"; a su vez esta organización decayó a par​tir del año 1954, fecha en que se permitió el retiro voluntario de los miembros del "kolkhoz". Unos 3,2 millones de hectáreas fueron objeto de redistribución; la propiedad privada quedó permitida respecto de una superficie máxima que oscila entre 20 y 50 Hs.

En Bulgaria la tierra se hallaba grandemente fragmentada ya antes de las recientes reformas; estadísticas del año 1934 indicaban que sola​mente el 1% de las granjas superaba las 30 hs., representando el 6% de Id tierra arable. La reforma posterior a la segunda guerra consistió en la colectivización, a través de "sovkhozes" y sobre todo de "kolkhozes"; la colectivización llegaba en 1956 al 80% de la tierra cultivable.

En Rumania la ley agraria del año 1917 había dispuesto la expropia​ción de tierras mayores de 100 Hs., con indemnización. El programa no se había desarrollado plenamente al terminar la segunda guerra. En 1945 la ley agraria dictada en marzo redujo la superficie máxima a 50 Hs., y así hubo más tierra para repartir. La colectivización fue bastante lenta;

en 1953 sólo comprendía el 22% del total de las tierras cultivables.

En Alemania oriental la colectivización ha tenido escasos progresos, en razón de la oposición de los campesinos a esta forma de explotación de la tierra. La reforma introducida (año 1945) limitó a 100 Hs. el tamaño máximo de la propiedad privada, y entregó gratuitamente fincas de 5 a 12 Hs. a agricultores sin tierras; estos campos objeto de distribución gra​tuita provienen de confiscaciones hechas a prominentes jefes del partido nazi.

En Albania la colectivización se llevó a cabo a través de los "sovkho-zes" y sobre todo de los "kolkhozes"; pero todavía existen granjas indi​viduales, cuya superficie máxima fijó la ley entre 5 y 10 Hs.

En Yugoeslavia la ley de reforma agraria del año 1945 limitó la pro​piedad privada a una extensión que oscila entre 35 y 42 Hs. A ritmo ace​lerado se procedió a la confiscación de las propiedades mayores, formán​dose "sovkhozes" y "kolkhozes" y subsistiendo alrededor de un millón de granjas individuales.

2) Italia. Este país debió afrontar el problema de los latifundios y de los campesinos sin tierras. La Constitución (1948) dice en su art. 42: "La propiedad privada es reconocida y garantizada por la ley, que determina los modos de adquisición, de goce y los límites, con el fin de asegurar su función social y hacerla accesible para todos". Y el art. 44: "Con el fin de conseguir la racional explotación del suelo y de establecer equitativas relaciones sociales, la ley impone obligaciones y vínculos a la propiedad privada de la tierra, fija límites a su extensión según las regiones y zo​nas agrarias, promueve e impone el saneamiento de las tierras, la trans​formación del latifundio y la reconstitución de las unidades productivas;

ayuda a la pequeña y mediana propiedad. La ley dispone medidas en fa​vor de las zonas montañosas".

Las leyes de 1950 se dirigieron a expropiar tierras mal cultivadas. Prácticamente las expropiaciones terminaron en 1952. Sicilia tiene un programa por su cuenta, con gobierno regional. Unas 800.000 hs. fueron expropiadas (aparte de Sicilia) y colocadas a disposición de las agencias de la reforma. Se han formado "entes" regionales. Con lo expropiado se completó la porción de muchos que tenían poco (1/4 parte de lo expropiado se dedicó a este fin); las 3/4 restantes, fueron para formar nuevas colonias, fraccionando en parcelas de 8-9 ó 15-16 Hs. según fertilidad del suelo. Se construyeron casas y caminos, plantaciones de viñas y olivos y se facilitaron tractores. Unas 105.000 familias, con un total de medio mi​llón de personas, recibieron terreno (todo o para completar). La explo​tación es individual, pero se han formado cooperativas que reúnen de 80 a 100 familias, que atienden la adquisición de abonos, el uso de maquina​rias, bodegas para vino o prensas para olivo, trilladoras para trigo.

Por ley de 1958, de préstamos hipotecarios especiales, ha sido posi​ble el paso de otras 750.000 Hs. a campesinos.

Sobre una superficie arable de 21.573.000 Hs., 16 millones están re​presentadas por propiedades de menos de 50 Hs., luego de realizada esta reforma.

También existe el derecho preferencial a compra, por parte del ocu​pante.

Las leyes que se aplican en Italia son: 1) "Ley de extracto" sobre reforma de la tierra del 12/X/1950, que es un extracto del proyecto de ley de tierras, para aplicar la reforma en algunas zonas ya elegidas; 2) ley especial para la Sila (Calabria) de 1950, sólo para esta zona; 3) ley espe​cial para Sicilia (27/XII/50) del gobierno regional, para la isla; ias dos primeras se parecen entre sí, pero la última difiere. A esto hay que agre​gar un proyecto de ley general de la reforma de la tierra, de 1950, no sancionado. (La ley del 21/X/50 lleva el No 841).

Las tierras expropiables no se determinaron por el tamaño, sino en vista de la renta de las mismas; las de renta grande son propiedades grandes. Hay tablas que determinan qué partes de las tierras de una persona son expropiables, de manera que respecto de propiedades grandes y cultivos extensivos, lo expropiable llega hasta un 80%, y en las me​dianas intensivas alrededor de un 20%. La ley autoriza la exención a la expropiación a tierras bien organizadas y administradas como fincas "modelo".

El precio de expropiación: avalúo extraordinario hecho en 1947; se paga en bonos a 25 años con 5% interés. El campesino paga el precio de adquisición más el valor de las mejoras (un poco mermado); plazo: hasta 30 años con el 3,5% de interés.

La reforma se hace por zonas: 1) Delta del Po; 2) Las maremmas de Toscana y Lacio; 3) Planicies de la costa del Sele y Volturno; 4) Apulia y Lucania; 5) Calabria; 6) Sicilia; 7) Cerdeña; 8) El ex Lago Fucino. Están a cargo de "agencias" que además prestan asistencia técnica, organización del crédito y de cooperativas.

3) Alemania Occidental. En 1949 la tierra trabajada por no propie​tarios representaba sólo el 13% del área cultivada. La política del gobier​no federal y de los gobiernos locales, mediante leyes de colonización, tiende a convertir el pequeño porcentaje de arrendatarios en propietarios;

no hay planes uniformes, pues se tienen en cuenta las diferencias regio​nales. Es importante señalar que la mecanización en las tareas agrarias adquirió en Alemania Occidental un ritmo extraordinario; la cooperación y el crédito especializado completan este cuadro que permite a un país altamente industrializado autoabastecerse casi completamente de pro​ductos agrarios.

4) Finlandia. Sin mayor publicidad, este país emprendió una refor​ma luego de la guerra con Rusia en la que perdió el 11% de su suelo agrario y el 5% de sus bosques. Por ley se obligó al Estado, comunas, Iglesia, personas jurídicas, propietarios de tierras no aprovechadas y propietarios de tierras trabajadas por terceros a entregar la tierra, con indemnización. Luego se procedió a la distribución, formándose nuevas unidades de explotación y completándose explotaciones pequeñas.

américa latina. La población total de América latina es

de unos 175 millones de habitantes, de los cuales el 43% es po​blación urbana y el resto constituye la población campesina; el ritmo de crecimiento es del 2,5% por año.

La productividad agraria es inferior a la del campesino eu​ropeo; y en relación a las personas que en América latina se ocupan en otras actividades, la productividad agraria y el res​pectivo ingreso son también menores.

La producción agropecuaria, característica de estos países, tiende a ser absorbida por los países industrializados cada vez en menor proporción; el mejor aprovechamiento, gracias a la téc​nica, por parte de los países que eran importadores de mate​rias agrarias, hace que tales países vayan prescindiendo de es​ta clase de productos no manufacturados. Consiguientemente, bajan los precios de tales productos, mientras aumentan los de la industria.

Mientras tanto, dos males opuestos e igualmente graves coexisten en latinoamérica: el latifundio y el minifundio; acer​ca de sus características nos remitimos a lo expuesto en el ca​pítulo anterior.

Hechas estas consideraciones, aludiremos brevemente a las reformas agrarias de Bolivia, Colombia, Cuba, Guatemala, Pe​rú y Venezuela; en cuanto a la de Méjico ya ha sido comentada.

1) Bolivia. Luego de la revolución de abril de 1952 se dictó el De-creto-ley de reforma agraria de fecha 2 de agosto de 1953. Antes de la reforma la población rural constituía alrededor del 55% del total, y la población activa dedicada a la agricultura, más o menos la mitad de ese 55 %; el total de habitantes de la Nación es de poco más de tres millones de habitantes.

Sólo el 6% de la extensión cultivable se trabajaba intensamente. El régimen corriente era el del colonato; el campesino, a cambio del disfrute de una parcela cuya extensión oscilaba entre media y tres hectáreas, es​taba obligado a prestar servicios personales —él, su mujer e hijos— du​rante una semana íntegra al terrateniente. El "pongueaje" era, además, el servicio personal en el domicilio particular del terrateniente, incluyen​do algunas prestaciones en especie.

El 4,5% de los propietarios retema el 70% de la propiedad agraria.

La reforma se propone: proporcionar tierras a quienes no la poseen, con la condición de que los nuevos propietarios la trabajen; restituir las tierras a las comunidades indígenas que hubiesen sido despojadas de ellas; proscribir los servicios personales gratuitos; fomentar el cooperati​vismo y la tecnificación; equilibrar la población de las zonas oriental y occidental.

La reforma reconoce estos tipos de propiedad privada: a) el solar para residencia del campesino; b) la pequeña propiedad, en vista de las necesidades de una familia, con extensión variable entre 6 y 20 Hs.; c) la propiedad mediana, de 20 a 2.00Í) hectáreas, según las zonas, caracteriza​da por su laboreo principalmente mecánico; d) la propiedad progresista, que excede los límites de la mediana y no alcanza los de la empresa agrícola; e) la empresa agrícola, de gran extensión, en la que habrán de aplicarse métodos modernos de laboreo, cuyo capital ha de ser por lo menos de valor doble al del capital fundiario; f) la propiedad ganadera, inafectable en proporción al número de cabezas que mantenga; g) propie​dades de cooperativas; h) propiedades de instituciones asistenciales, ecle​siásticas o deportivas; las de universidades no tienen límite legal.

El latifundio es expropiable, y su precio fijado en base al avalúo ca​tastral. Se pagará con bonos de la reforma agraria, en 25 años, con un in​terés del 2% anual; están garantizados con la tierra misma y sus mejo​ras, aparte de la garantía del Estado. A su vez, los adquirentes pagarán la tierra en un plazo de hasta 25 años y al mismo precio de expropiación;

la obligación de trabajar es fundamental. La ley declara automáticamen​te propietarios de las parcelas a los colonos que las usufructuaban como pago de sus servicios, al 2 de agosto de 1953.

A todo boliviano se le reconoce el derecho a trabajar una parcela de tierra, si lo desea. Las tierras no asignadas a particulares se explotarán colectivamente.

El desorden que trajo el brusco cambio producido, la falta de pre​paración adecuada por parte de muchísimos campesinos para asumir las nuevas responsabilidades y las deficiencias legales y administrativas en la aplicación del sistema trajeron como consecuencia una merma en la producción; pero la reforma abrió la posibilidad de que los nuevos pro​pietarios, una vez que adquieran plena conciencia de sus derechos y res​ponsabilidades, demuestren las ventajas económico-sociales de la peque​ña y mediana propiedad multiplicadas.

2) Brasil. A fines del año 1961 estaba a consideración del Congreso un proyecto de ley de reforma agraria, cuya aplicación correría a cargo de una Comisión Federal para la Reforma Agraria (COFRA). Se prevé un censo de todas las propiedades que excedan de 500 hectáreas; los lati​fundios serán expropiados y redistribuidos. Las tierras fiscales, que ocu​pan enormes extensiones, también se incorporarán a este programa El proyecto crea un fondo de la reforma agraria nacional, para financiar a los pequeños agricultores; se formará, principalmente, con el ingreso de no menos del 3% de los impuestos a las rentas. Cuando sea menester re​currir a la expropiación, su precio será el del valor fiscal.

Una particularidad de este proyecto consiste en facultar al gobierno a ocupar temporariamente las tierras improductivas; en esta especie de expropiación del uso el propietario será indemnizado mediante el pago del 6 % anual del valor de la tierra. Este uso temporal puede durar hasta 10 años, y no es obstáculo a que en cualquier momento sea substituido por la expropiación plena.

Cabe hacer notar que de los 847 millones de hectáreas de tierra del Brasil, sólo 24 millones son destinadas a la agricultura y 120 millones a la ganadería. La riqueza se concentra en las ciudades lo mismo que la población; la tierra que se explota —y que es relativamente escasa— se hallaba mal distribuida.

3) Colombia. La gran mayoría de los campesinos carece de tierras. Al la agricultura trabaja, según el censo de 1951, el 56% de la población activa del país; pero el 60% de la población activa rural no es propieta​ria de tierras. La dimensión del latifundio está dada por este dato: 23.000 colombianos poseen la mitad del territorio. Y el minifundio es notorio a través de estas cifras: el 55% de los 800.000 propietarios trabaja parcelas de menos de dos hectáreas. El latifundio se extiende por los campos lla​nos y fértiles; el minifundio se refugia en las laderas de las montañas.

A fines de noviembre de 1961 el Congreso sancionó una ley de refor​ma; su aplicación estará a cargo de un organismo creado al efecto: el Ins​tituto Nacional de Reforma Agraria (INCORA). La reforma procura la colonización de tierras baldías, la organización e impulso de unidades agrícolas familiares y la realización de servicios de asistencia social y téc​nica a los campesinos. La reforma será financiada mediante la emisión cié bonos.

4) Cuba. El 17 de mayo de 1959 el gobierno constituido luego de la revolución triunfante dictó en Sierra Maestra la ley de reforma agra​ria (12). Entre las consideraciones que la preceden se señalan dos obje​tivos básicos: a) facilitar el surgimiento y extensión de nuevos cultivos;

b) elevar la capacidad de consumo de la población mediante el aumento de la producción. Recuerdan los considerandos que según el censo de 1946 la inmensa mayoría de las explotaciones está a cargo de arrendatarios, aparceros, colonos y precaristas, mientras los propietarios se hallan au​sentes; la concentración de la propiedad se revela en estas cifras: 2.336 fincas representan el dominio sobre 317.000 caballerías (13) de tierra, lo que significa que el 1,5% de los propietarios poseen más del 46% del área nacional en fincas. El fenómeno contrario —minifundio— se advierte en estos datos: 111.000 fincas de menos de dos caballerías, de las cuales unas 62.000 fincas tienen menos de 3/4 de caballería de extensión.

La ley de reformas se fundamenta en la Constitución de 1940, pero a si¡ vez dice que, en uso del poder constituyente que compete al Consejo de Ministros, la presente ley se declara parte integrante de la Ley Funda​mental de la República, la que así queda adicionada.

La ley proscribe el latifundio; el máximo de extensión de tierras que podrá poseer una persona natural o jurídica será de treinta caballerías; el excedente será expropiable. También serán objeto de distribución las tierras del Estado. Se exceptúan de la expropiación las tierras cuyo ren​dimiento superior al normal justifica tal excepción. Las tierras que no alcanzan a 30 caballerías pero que están explotadas por arrendatarios o colonos también son expropiables. Queda prohibida la concertación de contratos de aparcería.

Se proscribe la tenencia y propiedad de tierras rústicas por socieda​des anónimas cuyas acciones no sean nominativas; tratándose de colonias de caña, los accionistas deberán ser cubanos, y no deberán ser accionistas o funcionarios de ingenios; de lo contrario serán expropiables. En lo su​cesivo la propiedad rústica sólo podrá ser adquirida por cubanos o so​ciedades de cúbenos, salvo pocas excepciones que apreciará el Instituto Nacional de Reforma Agraria.

La ley establece el "mínimo vital" para una familia campesina de cinco miembros: dos caballerías de tierra fértil; este mínimo será inem​bargable, inalienable y estará exento de impuestos. Las tierras expropia​das se distribuirán en parcelas no mayores de dos caballerías; cuando es​tén ocupadas por colonos o arrendatarios o precaristas, éstos recibirán gratuitamente el mínimo vital. Para las adjudicaciones serán preferidos los miembros activos y auxiliares del ejército rebelde.

Los propietarios de tierras a las cuales alcanza la ley debieron pre​sentar a las autoridades una documentación (copia de títulos, planos, de​claración jurada, etc.), bajo apercibimiento de perder el derecho a indem​nización. Tal indemnización se fijará teniendo en cuenta el amillaramiento municipal y mejoras y se pagará en bonos de la reforma agraria, a treinta años y con interés no mayor al 4%.

La tierra distribuida no podrá formar parte de sociedades civiles o comerciales, ni será divisible por herencia; no podrá darse en arrenda-iriento o aparcería ni venderse o permutarse, salvo excepciones.

La autoridad de aplicación es el Instituto Nacional de Reforma Agra​ria, con amplias atribuciones. Aparte de la tarea de expropiación y dis​tribución, el Instituto deberá fomentar la cooperación y la instalación de unidades de desarrollo en todo el país.

La ley crea los "tribunales de tierras" para resolver los litigios que surjan con motivo de esta reforma y de la propiedad rústica en general.

Dentro de !os dos años de promulgada la ley deberá promoverse la explotación de todas las tierras de propiedad privada, cualquiera fuese su extensión; pasado dicho término, las que no se encuentren en produc​ción serán expropiables.

Los principios generales de la ley, sus razones y objetivos, no mere​cen reparos fundamentales; se trata de una verdadera reforma agraria cuyo resultado dependerá de la recta aplicación de las normas, dentro de un sistema que asegure los derechos fundamentales del hombre, entre ellos la defensa en juicio. De lo contrario se convertirá en imposición de la fuerza sin la razón del derecho.

La definición ideológica hecha por el jefe revolucionario cubano a fines del año 1961 y que lo incluye en la línea marxista-leninista autoriza a afirmar que la reforma agraria, no obstante la letra de la ley, se reali​zará en un proceso similar al ocurrido en China continental.

5) Guatemala. En. junio de 1952 se dictó el Decreto No 900, llamado de la reforma agraria guatemalteca. Sus principales disposiciones se re​fieren a la expropiación de los latifundios, cuyo importe será pagado en bonos a 25 años de plazo con el 3% de interés anual; el precio será el del avalúo catastral. El reparto a los campesinos no se hará en propiedad sino en "usufructo gratuito", con la condición de trabajar la tierra. Señalemos que al no acordarse la propiedad de la parcela el sistema no es aconse​jable; nos pronunciamos por la propiedad, por representar una mayor garantía para el hombre, su dignidad y libertad, sobre todo frente al po​der estatal.

Al ser derrocado el gobierno que sancionó esta reforma, ha perdido fuerza.

6) Perú. Al igual que en el caso del Brasil, aquí no trataremos de reformas sancionadas sino en proyecto. Una comisión designada en agosto de 1956 produjo un proyecto de reformas en agosto de 1960. Entiende por "reforma" una política orientada a "corregir los defectos de estructu​ra que entorpecen el mejoramiento de las condiciones de vida de la po​blación campesina y el progreso agrícola, retrasando el desarrollo econó​mico y social". Reconoce que no existe un patrón uniforme de reforma agraria y que en cada caso y lugar es preciso hacer un plan distinto ya que las circunstancias naturales, económicas y sociales, e incluso la res​puesta humana a las mismas, varían grandemente en los países que están maduros para ella. La reforma comprende, aparte de la solución de los problemas emergentes del latifundio y minifundio, la distribución y uti​lización de las yguas, las comunidades indígenas, los centros poblados y comunicaciones, los contratos agrarios, colonización y explotaciones in​dustrializadas.

El proyecto prevé expropiaciones y limitaciones a la extensión de las propiedades. Las sociedades por acciones cuando llegaren a ser pro​pietarias o explotadoras de tierras deberán emitir acciones a nombre de personas naturales.

Para evitar el minifundio se prohiben parcelamientos de tierras in​feriores a un mínimo de extensión; a tal efecto se define la unidad agrí​cola mínima como aquélla que puede "proporcionar un ingreso neto por lo menos igual al que obtenga en promedio el asalariado no calificado de la región considerando el máximo anual de días de trabajo".

7) Venezuela El 22 de febrero de 1960 el Congreso venezolano san​cionó la ley de reforma agraria, promulgada luego, el 5 de marzo del mismo año, en el Campo de Carabobo como un homenaje a los soldados de la independencia que provenían precisamente del campo, en su gran mayoría.

La finalidad de la ley está determinada en su art. 1º que dice: "La presente ley tiene por objeto la transformación de la estructura agraria del país y la incorporación de su población rural al desarrollo económico-social y político de la Nación, mediante la substitución del sistema lati​fundista por un sistema justo de propiedad, tenencia y explotación de la tierra, basado en la equitativa distribución de la misma, la adecuada organización del crédito y la asistencia integral para los productores del campo a fin de que la tierra constituya para el hombre que la trabaja, base de su estabilidad económica, fundamento de su progresivo bienestar social y garantía de su libertad y dignidad".

A fin de lograr los fines anteriormente indicados, el art. 2° dispone que la ley: "a) garantiza y regula el derecho de propiedad privada de la tierra, conforme al principio de la función social que la misma debe cum​plir y a las demás regulaciones que establezcan la Constitución y las le​yes; b) garantiza el derecho de todo individuo o grupo de población ap​tos para trabajos agrícolas o pecuarios que carezcan de tierras o las po​sean en cantidades insuficientes, a ser dotados en propiedad de tierras económicamente explotables, preferentemente en los lugares donde tra​bajan o habiten, o, cuando las circunstancias lo aconsejen, en zonas de​bidamente seleccionadas y dentro de los límites y normas que establezca la ley; c) garantiza el derecho de los agricultores de permanecer en la tierra que están cultivando en los términos y condiciones previstos por esta ley; d) garantiza y reconoce a la población indígena que de hecho guarde el estado comunal o de familia extensiva, sin menoscabo del de​recho que le corresponde, como venezolanos, de acuerdo con los aparta​dos anteriores, el derecho de disfrutar de las tierras, bosques y aguas que ocupen o les pertenezcan en los lugares donde habitualmente moran, sin perjuicio de su incorporación a la vida nacional, conforme a ésta u otras leyes, y e) favorece y protege de manera especial el desarrollo de la pequeña y mediana propiedad rural y de las cooperativas agrícolas en forma que lleguen a ser estables y eficaces. A tal efecto, se establece el derecho a la pequeña propiedad familiar, conforme a las normas que so​bre dotaciones gratuitas contiene esta ley".

Son considerados como contrarios a la función social de la propiedad los sistemas de explotación de la tierra por terceros, como también la explotación irracional o el mantenimiento de tierras ociosas. El incum​plimiento de la función social hace que las tierras queden afectadas a la reforma agraria (art. 22). La ley no da la medida de los campos expro-piables, sino que establece qué tierras son inexpropiables: las que no ex​cedan de 150 hectáreas de primera clase o sus equivalencias en tierras de otras calidades (que pueden llegar hasta 5.000 Hs.); pero aún así, en caso de que fuese necesario instalar una organización agraria y un fundo de tales extensiones lo imposibilite, cabe la expropiación excepcional.

El otorgamiento de tierras a los campesinos comprende, además: vi​vienda, obras y servicios de riego, caminos y sanidad, almacenes, servicio de maquinarias. La adjudicación se hará a título gratuito u oneroso, pero siempre en propiedad. Las expropiaciones se harán previa tentativa de solución amistosa con el propietario. Se recurre al procedimiento judicial si fracasa la conciliación. El pago se hará en efectivo si el importe no ex​cede de 100.000 bolívares; pasando esta cifra, se hará parte en efectivo y parte en bonos. Estos bonos son de tres clases: con vencimiento a 211 años, a 15 años y a 10 años, con un interés que será del 3%, 4% o el del mer​cado de títulos, respectivamente (14).

asia. La agricultura es la base económica de los 1.600 mi​llones de habitantes del Asia, y no alcanza para satisfacer sus necesidades.

El ansia de llegar a ser propietario de una parcela es co​mún en estos países, y de ahí el entusiasmo que suscita todo movimiento político-social que prometa la redención del cam​pesino.

Brevemente señalaremos los puntos capitales de las refor​mas habidas en China continental, China nacionalista (Taiwan), Japón, India e Israel; respecto de este último país cabe advertir, desde ya, que —según lo hemos dicho antes— más que de re​forma debe hablarse de colonización.

1) China continental. En el año 1927 hubo un principio de reforma agraria, truncada luego por la guerra con Japón. Antes de la segunda guerra mundial, alrededor de 100 millones de hectáreas de tierra cultiva​da debían ofrecer alimentos a unos 500 millones de habitantes. El 10% poseía más o menos el 55% de la tierra; el 90% restante era dueño del 45%. Quienes trabajaban tierra ajena debían pagar porcentajes oscilan​tes entre el 50 y el 75% del producido.

La reforma comunista del año 1950 confiscó las tierras de los lati​fundistas, para distribuirlas entre los campesinos. Pero la reforma anun​ciaba también como propósito fundamental el aumentar la producción. Con esta finalidad, y de acuerdo al criterio marxista contrario a la ex​plotación en pequeña escala, se procedió —en un segundo paso— a la colectivización. Los que habían recibido su parcela gracias a la reforma inicial, debieron luego incorporarse a las granjas colectivas obligatorias;

esto sucedió en 1955, y a mediados de 1956 los 100 millones de granjas individuales habían sido reducidas a unas 100.000 explotaciones del tipo "kolkhoz".

La colectivización no propendió, por cierto, al aumento de la produc​ción; al contrario, hubo sensibles mermas en el año 1960, atribuibles en buena parte a las resistencias del campesino chino al trabajo de las tierras colectivizadas.

2) China nacionalista (Formosa). La reforma agraria en esta isla se desarrolló entre los años 1950 y 1954. El estado del campesino, anterior​mente, puede estimarse similar al de China continental antes de su re​forma.

La reforma consistió en expropiaciones con indemnización; el precio se fijó en dos veces y media el valor de la cosecha principal. A los expro​piados se les pagó el precio así resultante, de esta manera: 70% en bonos y 30% en acciones de empresas del Estado. Los bonos son pagaderos en 20 semestres, y su valor intrínseco está asegurado contra la posible in​flación. La ley de reforma sigue el principio "la tierra para el agricultor";

éste abona el precio de compra entregando al Estado arroz y batata.

3) Japón. Antes de la reforma, iniciada en 1946, más de seis millones de familias campesinas estaban apiñadas en aproximadamente seis millo​nes de hectáreas; dos tercios de la población campesina trabajaba extensiones inferiores a una hectárea. Casi una tercera parte de las familias agrarias era arrendataria, pagando entre el 50 y el 75% de lo producido.

Con la derrota militar del Japón se hizo posible una reforma que consistió fundamentalmente en el reparto de tierras y la transformación de arrendatarios en propietarios. Los latifundistas fueron obligados a vender al gobierno aproximadamente dos millones de hectáreas, que lue​go el gobierno entregó a los arrendatarios en propiedad; la ley trató de impedir el arreglo directo entre propietario y arrendatario, para evitar abusos. Los propietarios ausentistas debieron entregar toda su tierra. En todos los casos el gobierno fijó los precios, cuyo importe se paga en bo​nos a 24 años con el 3,65% de interés. Por su parte, el adquirente de las tierras que entrega el Estado las paga en plazos de hasta 30 años con el 3,2% de interés.

Comisiones agrarias locales, formadas por propietarios y arrendata​rios, tuvieron a su cargo la ejecución del programa, que se llevó a cabo en poco más de tres años.

Actualmente el 90% de los campesinos es propietario; el 10% es arrendatario, pero a precios razonables. Los nuevos propietarios han me​jorado los sistemas de explotación y han visto elevado considerablemen​te su nivel de vida.

Las disposiciones sobre reforma agraria han sido refundidas en una sola "ley de tierras agrícolas" del año 1952.

4) India. No existe un sistema general y uniforme de reforma agra​ria, sino que cada Estado aplica su propio plan.

Aproximadamente el 60% del área cultivable se explota bajo el sis​tema de arrendamiento. El precio de éste ha sido limitado por leyes re​cientes, que fijan entre un quinto y un tercio, como máximo, del produ​cido, la cantidad a pagar al terrateniente. Asimismo se procura eliminar los intermediarios ("zamindari").

En algunos estados las leyes otorgan a los arrendatarios el derecho a comprar una cierta extensión; en otros se restringe el derecho a com​prar más tierras por parte de quien ya posee determinada medida (15).

5) Israel. En 1948, al renunciar Inglaterra su mandato sobre Palesti​na, fue proclamado el Estado de Israel. A esta tierra habían afluido los hebreos, luego de la diáspora, en varias migraciones a partir del año 1882.

El trabajo del campo, en el nuevo Estado, resultó sumamente duro a causa de la aridez de la tierra y la falta de elementos. Pero la consigna sionista era asentar en Israel a la Nación dispersa, y para ello había que poblar sus campos y fertilizar sus desiertos.

Por eso hemos dicho antes que en Israel no es propio hablar de re​forma agraria sino de colonización. Y esta colonización se lleva a cabo a través de varias formas que coexisten, en un régimen democrático. Las principales son: a) moshavot, o colonización privada; b) kvutzá; c) ki-butz; d) moshav; e) moshav haovedim hachitufi; f) kibutz artsi; g) kibutz hadati (16).

a) Moshavot. Estas colonias, organizadas en base a la propiedad pri​vada de la tierra, son similares a las existentes en otros países; también los instrumentos de labranza y la producción son particulares.

b) Kvutzá. Es la colonia colectiva de tipo familiar, adoptada princi​palmente por la colonización de tipo religioso. La tierra que ocupa la co-Icnia es reconocida como de propiedad de la Nación; los bienes de pro​ducción y de consumo son comunes; la coloma toma a su cargo la satis​facción de las necesidades del grupo.

c) Kibutz. Es la empresa de explotación colectiva característica de Eretz Israel. El suelo que ocupa es de propiedad de la Nación; el trabajo es personal, estando prohibido el salariado; el gobierno de la colonia se realiza democráticamente; la producción y el consumo se hacen colecti​vamente, y no hay propiedad privada sino sobre los muebles del hogar;

no existe el dinero; quien abandona el kibutz no puede llevar nada más que los muebles cuya propiedad se reconoce; una proporción del produci​do se destina al Estado. El kibutz representa la gran empresa agraria, me​canizada. Se diferencia del "kolkhoz" ruso en que el ingreso a éste es obligatorio y el egreso imposible; el gobierno del "kolkhoz" depende del partido comunista, y en el kibutz de la decisión de la mayoría.

d) Moshav. También esta colonia reconoce la propiedad del suelo. Pero su organización es de tipo cooperativista. El colono trabaja una parcela, de la que es usufructuario, en lugar de un campo común; la producción y el consumo son individuales y cada uno es dueño de lo que produce. En general puede decirse que este sistema es menos cerrado y colectivista que el del kibutz.

e) Moshav haovedim hachatufí. Es una organización intermedia entre el kibutz y el moshav, puesto que si bien el trabajo es colectivo la vida privada es individual.

f) Kibutz artsi. Pretende mantener la unidad orgánica de la colo​nia, absorbiendo elementos provenientes de los distintos lugares del mun​do para crear valores técnicos, artísticos y científicos israelíes.

g) Kibutz hadaii. Se trata de colonias colectivas, inspiradas en sen​timientos religiosos; tienen la forma del kibutz pequeño (kvutzá) y el es​píritu de los ¡Fraelíes religiosos observantes.

Estas distintas formas de colonización han convertido los desiertos y han significado experiencias interesantes en torno a la apropiación y explotación de la tierra.

áfrica. La propiedad y explotación de la tierra en el con​tinente africano asume características muy diversas según las regionales y el tipo de población. Sus habitantes dependen eco​nómicamente casi en forma exclusiva de los productos agrope​cuarios, en cuya producción poco ha avanzado la técnica; la infra alimentación alcanza un promedio alarmante.

Una característica casi general de los pueblos agrícolas afri​canos está dada por la ocupación comunitaria de la tierra; los jefes de tribus detentan los campos y asignan porciones a las fa​milias, de una manera que hace recordar los sistemas de incas y aztecas en América.

Lógicamente, esta forma primitiva de explotación tendrá que dar lugar a una organización más eficaz que permita la aplicación de técnicas modernas; pero no puede esperarse que resulte fácil revolucionar costumbres seculares.

Egipto. De las naciones africanas, Egipto es la que está aplicando una reforma agraria orgánica. Derribada la monarquía, se sancionó en 1952 la ley de reforma agraria con el objeto de redistribuir las tierras, elevar la producción, mejorar el standard de vida de los agricultores y eliminar la especulación con la propiedad fundiaria; también persigue reducir los pre​cios de arrendamientos, que como consecuencia significa aumentar el in​greso del campesino.

La reforma ha entregado a millares de agricultores una unidad fa​miliar cuya dimensión oscila entre una y tres hectáreas, aproximadamen​te. Asimismo ha organizado cooperativas para mejorar los métodos de producción, comercialización y crédito. Los informes oficiales dicen que a consecuencia de la reforma ha aumentado extraordinariamente la pro​ductividad del campo.

Indirectamente, la reforma provocó la baja en el precio de las tie​rras, con lo que alejó la especulación; las inversiones han buscado en​tonces la industria y el comercio.

SEGUNDA PARTE

 LA REFORMA AGRARIA EN LA ARGENTINA

La primera ley de tierras que en realidad pudo llamarse de "reforma agraria" fue la ley de colonización Nº 12.636, del año 1940, cuya aplicación distó mucho de los propósitos que la ins​piraron y que ella misma enuncia en su art. lo: "poblar el in​terior del país, racionalizar las explotaciones rurales, subdividir la tierra, estabilizar la población rural sobre la base de la pro​piedad de la misma y llevar mayor bienestar a los trabajadores agrarios".

Lograr tales objetivos es tarea que queda por realizar to​davía; y si esos objetivos configuran lo que se llama "reforma agraria" no hay duda de que ésta es necesaria en el país (17).

El simple reparto de tierras no es sinónimo de reforma; a ve​ces ésta exige no reparto sino reagrupamiento para superar los males del minifundio. Las leyes nacionales y provinciales que se proponen expropiar para distribuir no son propiamente leyes de reforma agraria sino de subdivisión de campos.

Dado que a este mismo tema nos hemos referido en el ca​pítulo anterior y volveremos sobre el particular en los tres si​guientes, a ellos nos remitimos.

CITAS
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(3) La Constitución rusa de 1936 dice: "Art. 5" La propiedad socialista en la U. R. S. S. reviste, ya la forma de propiedad del Estado (patrimonio del pueblo en bu conjunto), ya la forma de propiedad cooperativa-koljosiana (propiedad de cada koljós o de las asociaciones cooperativas)". "Art. 7" Las empresas sociales en los koljoses y en las organizaciones cooperativas, con su Inventarlo de bienes muebles e Inmuebles, la producción obtenida por los koljoses y las organizaciones coopera​tivas, asi como sus edificios sociales, constituyen la propiedad común socialista, de los koljoses y de las organizaciones cooperativas. Además del Ingreso fundamental de la economía koljosiana común, cada hogar koljosiano disfruta personalmente, conforme al Estatuto de las cooperativas agrícolas (arteles), de un pequeño terreno contiguo a la casa, y sobre este terreno, posee en propiedad personal una economía auxiliar, casa, vivienda, ganado productivo, aves de corral y aperos de labranza me​nudos". "Art. 8" La tierra ocupada por los koljoses se les da en disfrute gratuito por tiempo Ilimitado, es decir, a perpetuidad". "Art. 9"  Paralelamente al sistema socialista de economía, que es la forma dominante en la U. R. S. S., la ley admite las pequeñas economías privadas de los campesinos y artesanos Individuales, basadas en el trabajo personal y excluyendo la explotación del trabajo ajeno". "Art. 131. Todo ciudadano de la U. R. S. S. está obligado a salvaguardar y consolidar la pro​piedad común, socialista, base sagrada e inviolable del régimen soviético, manan​tial de la riqueza y del poderío de la Patria, fuente de una vida acomodada y culta para todos los trabajadores. Las personas que atenten contra la propiedad común, socialista, son enemigos del pueblo".

Según reforma ocurrida en 1958, los granjeros de granjas colectivas no estarán obligados en lo sucesivo a vender sus productos al Estado; podrán venderlos a otro, a precios fijados por el Estado.

(4) El mir era una explotación de tipo colectivo, a la que a veces se ha que​rido asignar extraordinaria antigüedad mostrándola como el tipo de explotación primitiva. Hoy se afirma que proviene del siglo XVI. Según este sistema, la tierra de la sociedad aldeana formada en un mir pertenecía a la comunidad, la cual la sorteaba periódicamente entre los aldeanos. El derecho de los miembros del •mir se reducía al usufructo de la tierra, restringido además por exigencias de la vida comunitaria. La totalidad de los usufructuarlos era responsable de los tributos y prestaciones debidas al señor feudal. En 1906 la reforma rusa de Stolypin autorizó la disolución del mir cuando la mayoría votara por ello. (Ver: abel, op. cit.» Pág. 98).

(5) Los observadores afirman que el campesino trabaja con sumo cuidado la parcela individual, disminuyendo su entusiasmo al trabajar el campo común.

(6) La palabra "kolkhoz" se forma con la combinación de los vocablos "ko-Uektivnole khozialstvo", que quieren decir "explotación agraria colectiva".

(7) Entre las constituciones de la primera postguerra, en el centro de Europa, cabe citar la de Polonia (1921, reformada en 1926) que decía: "...Dada la Importan​cia de la tierra para la vida de la nación y del Estado, la ley podra someter su co​mercio a ciertas restricciones. Las leyes determinarán la medida en la cual el Es​tado tiene derecho a proceder a la retroventa forzosa de la tierra y regular el tras​paso, Inspirándose en el principio de que la estructura agraria de la República de Polonia debe ser fundada sobre unidades agrícolas capaces de suministrar una pro​ducción normal y que constituyan la propiedad Individual de los ciudadanos". La disposición citada contiene principios hoy generalmente aceptados y sin duda Idó​neos para lograr la reforma agraria. La Constitución de Yugoeslavia (1921) expre​saba: "La propiedad privada se garantiza. También implica obligaciones. No puede hacerse uso de ella en perjuicio de los intereses de la comunidad. La ley determi​na su contenido, naturaleza, extensión y límites" (art. 37). "La ley organizará la expropiación de las grandes propiedades y su distribución en plena propiedad a los que cultiven la tierra... La colonización se hará preferentemente por medio de coo​perativas de colonización libremente organizadas. Se cuidará de proveer a los colo​nos de los medios necesarios para la obtención de un rendimiento satisfactorio. La ley fijará la cantidad máxima de tierras que podrá poseer una misma persona, así co​mo los casos en que un mínimum de tierra no podrá ser enajenado" (art. 43). En Rumania (Constitución de 1923) se prohibía a los extranjeros tener tierras rurales (art. 18); esta prohibición, sancionada también en otros países europeos, tendió a eliminar a los terratenientes extranjeros que, hasta después de la guerra, poseían grandes extensiones cuyo dominio ejercían al margen del Interés nacional.

(8) Acerca de la legislación española véase: zulueta, op. cit., pág. 106 y sigtes. cerrillo y mendieta, op. cit., pág. 183 y sigtes.

(9) El art. 27, en su larga enunciación, excesivamente reglamentarista, dispo​ne diversas medidas para realizar la reforma agraria. La propiedad originaria es de la Nación, pero se puede transmitir el dominio a los particulares constituyendo así la propiedad privada. La Nación puede Imponer las restricciones que Imponga el Interés público, y a tal fin se dictarán las leyes contra el latifundio, para desarrollar la pequeña propiedad. Los núcleos de población que no tengan tierras o aguas ten​drán derecho a que se les dote de ellas tomándolas de las propiedades vecinas. Sólo los mejicanos (de origen o naturalizados) o sociedades mejicanas pueden ser pro​pietarios de tierras; excepcionalmente, los extranjeros. Las sociedades comerciales poi acciones no pueden adquirir o poseer tierras rústicas. El artículo se ocupa de dar hasta las dimensiones de la pequeña propiedad agrícola y ganadera; sera tal la agrícola que no exceda de 100 Hs. en zona de riego y humedad; que no exceda de 200 Hs. en terrenos de temporal o agostadero susceptibles de cultivo; de 150 cuando se dediquen al cultivo de algodón; de 300, al del plátano, café, vid, olivo, etc. Pe​queña propiedad ganadera es la que no excede de la superficie necesaria para man​tener hasta 500 cabezas de ganado mayor o su equivalente de ganado menor.

El art. 27 de la Constitución de Méjico es una fórmula de transacción éntre​la propiedad privada y la propiedad socializada.

Acerca de la reforma agraria mejicana ver: caso, óp. cit.

(10) El Impropiamente llamado Código Agrario mejicano (de 1934. reformado luego) se ocupa en realidad de la reforma agraria. (Ver. caso, op. cit., pág. 549' y sigtw).

(11) abel, op. cit.. pag. 158.

(12)
daña montano, salvador M., La reforma agraria en Cuba, en revista La

Ley, del
31-VII-1959 y ir-VIII-1959.

(13)
Cada caballería, en Cuba, equivale a 13 Bs. 43 as.

(14) daña montano. salvador M., La reforma agraria en Venezuela, en revista La Ley del 8-X-1960.

(15) dntwala, M. L., La reforma agraria en la India, en Revista Internacional del Trabajo, noviembre-diclembre de 1952, pág. 468 y sigtes.

(16) bayeb, sixto, ios Kibutsim y Moshavim en Erets Israel, en Revista de Ciencias Jurídicas y Sociales, Nº 76-77. Santa Fe, 1953.

(17) La ley de organización de los ministerios nacionales No 14.439 encomienda expresamente a la Secretaria de Agricultura y Ganadería encarar la reforma agra​ria. aunque omite Indicar orientaciones y medios (art. 19, Inc. 1»).
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CAPÍTULO VII

LA TIERRA PÚBLICA ARGENTINA

sumario: Primera Parte: La tierra en la época colonial. — Segunda parte:

I. Primeras preocupaciones del gobierno patrio. — II. La enfiteusis ri-vadaviana. — III. De la enfiteusis hasta la Constitución de 1853. — Tercera Parte: I. Dominio y disponibilidad de las tierras estatales. —

II. Necesidad de colonizar la tierra fiscal. — Cuarta Parte: I. Las pri​meras leyes de tierras públicas. — II. La ley colonizadora de Avellaneda. — III. La ley Nº 4.167. — IV. La ley Nº 5.559. — V. El régimen de la ley Nº 13.995, — VI. Sistema del Decreto-ley Nº 14.577/56. — Quinta Parte: Tierras fiscales en provincias; las recientes constituciones.

PRIMERA PARTE LA TIERRA EN LA ÉPOCA COLONIAL

Descubiertas por Colón las Indias Occidentales, el Papa Alejandro VI emite en Roma el 3 de mayo de 1493 la famosa Bula en que dirigiéndose a Fernando e Isabel, les asigna las tie​rras (1).

La Bula dejaba a salvo los derechos adquiridos por Portugal, y para zanjar diferencias y disputas acerca de las tierras descubiertas o a descubrirse, el día 4 de mayo de 1493 Alejandro VI expide otra Bula según la cual se traza una línea imaginaria, de polo a polo, pasando a cien leguas al oeste de las islas Azores y Cabo Verde; las tierras ubicadas al occidente pertenecerían a España y las situadas al oriente de dicha línea a Portugal. La decisión papal fue acatada por España y Portugal según el Tra​tado de Tordesillas del 7 de junio de 1494, confirmado en Setúbal el 5 de setiembre del mismo año, pero con la modificación con​sistente en extender a 370 leguas al oeste de las islas de' Cabo Verde la línea demarcatoria del límite de dominio.

La Bula de Alejandro VI tuvo capital importancia en la di​lucidación del problema acerca del justo título de la ocupación española de estas tierras. Así, mientras algunos doctrinarios sos​tenían que el Papa había encomendado a los reyes católicos so​lamente el cuidado y protección de los indios, los más entendie​ron que se había concedido el dominio y la jurisdicción. fran​cisco de vitoria sostuvo que antes de la llegada de los españo​les, las tierras americanas eran propiedad de los indios, a justo título; y para justificar la apropiación española enunciaba, entre otros, estos títulos: la predicación cristiana, la tiranía de las au​toridades indígenas y la incapacidad de los indios para gober​narse (2).

Lo cierto es que de hecho la Corona de Castilla dispuso de las tierras descubiertas y legisló acerca de ellas, aplicándoles en lo pertinente su derecho, ya que la dependencia se refería exclu​sivamente al reino de Castilla (3).

Una fuente singular de derechos fueron las Capitulaciones, verdaderos contratos celebrados con la Corona. En su virtud, era corriente recompensar al descubridor con grandes extensiones de tierra, que podía repartir también con los que le acompaña​ban; pero el dominio definitivo no se adquiría sino luego de un período de residencia, oscilando entre cuatro y ocho años, siendo excepcional la donación completa sin llenar tal requisito.

Los repartos de tierras estaban previstos en las Capitulacio​nes. Elegidos los solares para la población y el campo para pas​toreo —que era común— se dividía el resto de la tierra en cua​tro partes: una para el fundador y las otras tres debían fraccio​narse en treinta suertes para los pobladores. Los repartos no de​bían afectar los derechos de los indios sobre sus propiedades;

es decir, que se reconocía el título legítimo de los indígenas, por lo menos según la ley, ya que en la práctica se desvirtuó esta Justiciera norma (4).

Aparte de la obligación de residir, que las leyes modernas consagran aún expresamente, las leyes castellanas prohibían inscribirse como poblador a quien ya tuviere otra tierra, para que "no se despueble lo que está poblado"; una norma similar traen las modernas leyes de tierras al impedir la entrega de concesiones a quien ya tuviere una unidad económica.

Las leyes procuraron también evitar los abusos prohibiendo a altos funcionarios adquirir tierras; tal prohibición alcanzaba a los virreyes, oidores, alcaldes y oficiales reales, siendo extensiva a la esposa e hijos de tales autoridades.

El sentido colonizador de España llevó a estampar en sus le​yes gran cantidad de normas reglamentarias tendientes a pre​servar la salud y seguridad de los pobladores; así, las Ordenan​zas de 1573 determinaban que el fundador de un poblado debía elegir una comarca saludable, para lo cual atendería al aspecto que en ella ofrecían hombres, animales y frutos naturales; el punto elegido debía ser de feliz constelación, aire sano, sin calor ni frío pero prefiriendo éste (5).

El justo título de los conquistadores, para la posesión de la tierra en propiedad, eran los repartimentos y las mercedes o gracias reales. Al principio la tierra se entregó con largueza, pero luego aparecieron restricciones y, en casos de títulos insu​ficientes, se exigió una "composición” —contraprestación a fa​vor de la Corona— proporcionada al valor de la tierra.

En cuanto a la propiedad de los indios, que les fue reconoci​da, estaba sometida a ciertas limitaciones impuestas en razón de la inferioridad que les afectaba; podían vender sus tierras, pero estaba prohibido venderlas por precio irrisorio. Prueba del res​peto al derecho de los indígenas es la disposición que no admi​tía la "composicióNº en caso de tierras que hubiesen sido de los indios. Respecto de los indígenas que no tuvieren tierras, las le​yes ordenaban que los repartimentos se hicieran extensivos a ellos: "a los Indios se han de señalar, y dar tierras, aguas y mon​tes". (Ley 14, tít. 3 del Libro VI de Recopilación del año 1680).

Excluidos de la herencia por la institución del mayoraz​go (6) fueron los segundones fijosdalgos los que constituyeron el núcleo principal de los conquistadores, gente dedicada por lo general a las armas (7). Pero también la Corona se ocupó de en​viar labradores, como lo demuestran las instrucciones a Pedra-rias Dávila del 4 de agosto de 1513: "Habéis de procurar llevar labradores para que allá prueben a sembrar tierra y lleven su aderezo de las cosas necesarias para ello, y habéis de dar or​den como llevéis trigo y cebada nueva y trigo tres mesino y otras simientes, aparte de lo que llevéis que vaya para sembrar, que sea escogido para ello, y vaya de manera que en la mar no se dañe y se sepa claramente allá que, si no acudiere o naciere, que no es por defecto de la simiente, y a los labradores que lo fizieren les hagáis allá en las cosas de repartimiento alguna ven​taja que sea buena, en las cosas que se dieren a los vecinos, por manera que ellos sean contentos y reciban algún premio por su trabajo, y los otros hayan gana de trabajar, porque con ellos se haga" (8). En similar sentido dio Carlos V instrucciones a Her​nán Cortés en el año 1523; pero estas tentativas de impulsar la agricultura dieron escasos resultados, dada la índole de la em​presa conquistadora.

El reparto especial de indios para las labores agrícolas dio lugar a la institución del yanaconazgo, en virtud del cual una tercera parte de los indios de la localidad se repartían entre los propietarios para trabajar las tierras; los propietarios deducían, de lo ganado por los indígenas, la parte del tributo que éstos debían pagar, y el resto debía entregárseles en mano propia. La institución, que teóricamente llevaba una finalidad protectora similar a la gleba feudal, se convirtió en la práctica —y no obs​tante la legislación que la rodeó— en instrumento de someti​miento, pues los indígenas quedaron adscriptos a la tierra, estándoles prohibido abandonarlas; pero tampoco podía deshacer​se de ellos el nuevo propietario que comprara la tierra (9).

Una institución metropolitana de carácter agropecuario que también se organizó en algunas comarcas de las Indias (Méjico) fue la Corporación de la Mesta, cuyo Concejo podía hasta dictar Ordenanzas que requerían, para su validez, la confirmación de Virreyes o Gobernadores. Esta Corporación, tal como había ocu​rrido en España, exageró los privilegios de los ganaderos en perjuicio de los agricultores; ella misma elegía sus autoridades, que debían ser ganaderos del lugar, lo que representa un ante​cedente remoto del fuero agrario especializado y reconocido por la ley.

Al juzgar sintéticamente la política española en esta mate​ria, dice ots capdequi: "Reflexionando ahora sobre el conjun​to de los preceptos legales, que regularon en las Indias el do​minio y aprovechamiento de las tierras de realengo (10), parece evidente la conclusión de que toda la doctrina jurídica promul​gada por el Estado español a este respecto, estuvo inspirada por el principio de que la propiedad privada de la tierra en las Indias, había de cumplir en su ejercicio una función social" (11). 

Y agrega el mismo autor particularizando su afirmación: "Se exige siempre la posesión efectiva y el cultivo; y para que esto sea factible se recomienda que los repartimientos se hagan según la calidad de las personas; se ordena que el que recibiera Peo​nías (12) y Caballerías (13) se había de comprometer a tener edificadas las casas y plantadas las tierras dentro del tiempo que se le señalase; se restringe la extensión de los lotes de tierra adjudicables a cada propietario (no más de tres peonías ni de cinco caballerías ni de tres asientos o hatos de ganados); se im​pone la obligación de deslindar las tierras adjudicadas y la rati​ficación de estos deslindes por los propietarios colindantes... y hasta para la composición de la tierra poseída sin títulos sufi​cientes se declara que no pueden ser admitidos a ellas los que no estuvieren cultivando sus tierras por lo menos durante diez años" (14). De manera que, de haberse cumplido estas sabias previsiones, otra sería la situación de la tierra pública en la América española (15).

SEGUNDA PARTE

I. PRIMERAS PREOCUPACIONES DEL GOBIERNO PATRIO

El problema de las tierras fiscales es uno de los más im​portantes en el Derecho Agrario argentino. Desde ya cabe observar que este problema no es universal, sino específico de ciertos países; es más: en cada uno de los países que lo tienen el problema se manifiesta con características peculiares. De modo que no ocurre aquí, como en otras ramas del Derecho, que las soluciones de otros pueblos puedan tomarse como modelo; por el contrario, las raíces propias —que dan una tónica espe​cial al Derecho Agrario— son las que elaborarán el fruto de la propia y específica solución.

En nuestro país quedan como fiscales las tierras que no han sido objeto de apropiación privada; su delimitación se precisa, pues, por exclusión. La marcha seguida ha sido hacia la apro​piación privada, al compás o al margen de las leyes vigentes (16).

Comprendiendo la importancia de la tierra en el orden eco​nómico, social y político, la Primera Junta mandó averiguar —el 15 de junio de 1810, a poco de instalarse— la legitimidad de la ocupación de los fundos, ejercitando así respecto de la tierra el primer acto de soberanía heredada de los reyes de España en cuyo nombre gobernaba.

Más tarde, el Triunvirato dicta un significativo Decreto el 4 de setiembre de 1812; entendiendo que la población es "el prin​cipio de la industria y el fundamento de la felicidad de los Es​tados", fomenta la inmigración y dispone: "A los extranjeros que se dediquen a la cultura de los campos se les darán terrenos suficientes y se les auxiliará para sus primeros establecimientos rurales, y en el comercio de sus frutos gozarán de los mismos derechos que los naturales del país". Con este decreto se rectifica la política colonial en dos aspectos: a) se propicia la inmigra​ción extranjera, que las leyes españolas restringieron al máxi​mo; b) se vuelven los ojos al campo, cuya población aumentará el bienestar general.

Embarcadas las Provincias Unidas en el propósito de darse una organización política estable, la Asamblea del Año XIII, constituyente y legislativa, cuya obra revolucionaria ha sido tan valiente como trascendental, ordena al Poder Ejecutivo el 15 de marzo de 1813 que disponga "francamente" de las fincas del Es​tado, enajenándolas del modo más conveniente al erario (17). La misma Asamblea, por ley del 13 de agosto de 1813, rompe las vinculaciones y los mayorazgos, introduciendo así dos principios movilizadores de la propiedad rural: la división por la herencia y la libertad en las transacciones inmobiliarias.

Más tarde el Congreso, el 16 de mayo de 1817, y a pedido del Director de Estado, autoriza a éste a adjudicar tierras en las lí​neas de fronteras; pero se omitieron las instrucciones precisas acerca de la distribución. Las mercedes así concedidas adolecie​ron, en muchos casos, de una discrecionalidad inconveniente, pero tuvieron el mérito de servir al propósito de poblar las avanzadas civilizadoras. avellaneda atribuye este resultado a la fuerza que lleva consigo el principio de la propiedad de la tierra (18). Este mismo ilustre estadista, al referirse a las dona​ciones, distingue las mercedes "remuneratorias de servicios", en las que el Estado concede tierras ya ocupadas y a veces defendi​das heroicamente por sus habitantes, de aquellas otras donacio​nes de tierras que no estaban efectivamente ocupadas; las pri​meras son de las más justas, pero las otras son repudiables (19).

II. LA ENFITEUSIS RIVADAVIANA

Se llega luego al período de las divisiones internas, en que Buenos Aires se distingue por la categoría de su administración. La tierra pública es objeto de particulares preocupaciones. Un decreto del 17 de abril de 1822 (20) ordena la inmovilidad de la tierra pública, sin mencionarse con qué finalidad; por decreto del1ºde julio del mismo año se reitera el precepto, más explíci​tamente (21). Poco más tarde el Poder Ejecutivo solicita autori​zación a la Legislatura para negociar un empréstito en Londres, teniéndose en cuenta que las tierras cuya enajenación se había prohibido anteriormente garantizarían la operación; la autoriza​ción fue concedida por ley del 19 de agosto de 1822.

El Congreso Nacional, en garantía de las obligaciones exis​tentes, hipoteca los inmuebles fiscales el 18 de noviembre de 1825 (22); luego la ley del 16 de febrero de 1826 consolida la deu​da anterior del Estado hasta 1820 y por su art. 5º hipoteca en garantía las tierras públicas cuya enajenación se prohibe en todo el territorio de la Nación; esta medida no fue atacada en su aspecto económico-financiero, pero fue objeto de agitados deba​tes la facultad del Congreso nacional de afectar tierras situadas en jurisdicción de las provincias; los diputados del interior, que reclamaron, fueron superados numéricamente por los unita​rios (23).

Sancionadas estas medidas previas, el 7 de abril de 1826 Rivadavia, como Presidente de la República, envía al Congreso su proyecto de ley de enfiteusis; en el mensaje respectivo se hace referencia a la necesidad económico-financiera de hacer producir a la tierra rural "lo bastante para fundar sobre ellas una renta que llene las privilegiadas atenciones a que están afectas". El proyecto rivadaviano fue sancionado el 18 de mayo de 1826 y promulgado como ley el 20 del mismo año; tal como había ocurrido en la ley del mes de febrero, la enfiteusis se aplicaría aún respecto de tierras de jurisdicción provincial (24).

Antes de analizar la enfiteusis rivadaviana, vale la pena re​cordar algunos antecedentes de la enfiteusis propiamente tal.

El origen de la palabra es griego (plantar en), pero el régi​men apareció en el Imperio Romano después de las invasiones de los bárbaros: al quedar desocupadas las tierras fronterizas invadidas por los germanos, el Estado las arrendó a largo plazo por una renta reducida. También pueden mencionarse, como an​tecedentes antiguos, los arrendamientos a largo plazo (de hasta cien años) que se celebraron con el nombre de "conductio agri vectigalis" y que se llegaron a confundir prácticamente con la enfiteusis.

De Roma, la institución pasó a Castilla cuyo derecho regu​laba tres tipos de censos: enfitéutico, reservativo y consignativo. Censo enfitéutico —o enfiteusis, simplemente— era aquel contrato en cuya virtud el dueño de una cosa raíz transmitía a otro a perpetuidad o por largo plazo el dominio útil de la cosa, mediante el pago de un canon o pensión anual.

Este contrato —de derecho privado— asignaba a las partes las siguientes facultades:

Al propietario (enfiteuticario): 1º) El dominio directo de la cosa, o nuda propiedad, que podía transmitir cuando quisiese;

2º) El laudemio, o derecho a cobrar al enfiteuta un tanto por ciento del precio del dominio útil, en caso de que aquél lo ena​jenase; 3º) El derecho de comiso, es decir, de recuperar el do​minio útil que el enfiteuta perdía en los siguientes casos: a) por incumplimiento de las condiciones pactadas; b) por falta de pago del canon; c) por enajenación del dominio útil a un insolvente; d) por deterioro del inmueble imputable al enfiteuta; 4º) El derecho de tanteo, consistente en la preferencia que tenía el ti​tular del dominio directo de readquirir el dominio útil en caso de que el enfiteuta quisiera venderlo; 5º) Derecho de retracto, similar al anterior, pero que se podía ejercitar luego de que el enfiteuta hubiese vendido el dominio útil, pidiendo se deje sin efecto la enajenación para que ésta se haga a favor del enfiteuticario.

Al enfiiteuta: 1º) Le correspondía el dominio útil que podía a su vez: arrendar, hipotecar, vender, donar, y constituir sobre él servidumbres y usufructos; 2º) El derecho de tanteo, o pre​ferencia para adquirir el dominio directo si éste estaba en venta; 3º) El derecho de retracto, similar al anterior, para el caso de que la venta se hubiese realizado, mediante el cual la venta se concretaría a favor del enfiteuta.

La enfiteusis, como contrato privado, tuvo vigencia entre nosotros hasta el Código Civil que la elimina de entre los de​rechos reales (art. 2503); el codificador, al expresar las razones de la eliminación dice en la nota al artículo citado: "La conve​niencia de este contrato ha dependido siempre del estado de la sociedad en sus diferentes épocas, de las instituciones políticas que permitían los feudos, la inenajenabilidad de los bienes raí​ces y los mayorazgos que constituían el derecho sucesorio al arbitrio de los padres. Entre nosotros ha existido, y la experien​cia ha demostrado que las tierras enfitéuticas no se cultivan ni mejoran con edificios. Suprimiendo la enfiteusis, evitamos los continuos y difíciles pleitos que necesariamente trae, cuando es preciso dividir por nuestras leyes de sucesión el derecho enfi-téutico y el derecho del señor directo. El contrato de arrenda​miento será entre los propietarios y los cultivadores o criadores de ganado, un intermediario suficiente. En virtud, pues, de lo dispuesto en este artículo y en el anterior, la Comisión que pro​yectó el Código Civil para España, suprimió la enfiteusis y Go-yena en la nota al art. 1547 expone los males que ese contrato había causado en aquel reino. En casi todos los códigos moder​nos está prohibida la enfiteusis. En el Código Francés no hay la palabra enfiteusis (24 bis). Si se hace pues un contrato de enfiteu​sis valdrá sólo como contrato de arrendamiento, ya que no puede valer como de usufructo, y durará sólo por el tiempo que puede durar la locación”.

La enfiteusis rivadaviana no alteró la legislación de derecho privado acerca del contrato de enfiteusis, puesto que se aplicó solamente respecto de las tierras del Estado y de modo tal que este nuevo contrato —la enfiteusis rivadaviana— fue el único posible en torno a las tierras oficiales.

Por medio de la ley Rivadavia se proponía aprovechar los ingresos derivados del canon para pagar los intereses del em​préstito y engrosar el erario público; el sistema permitía al Es​tado seguir siendo propietario de las tierras y al mismo tiempo éstas se tornarían productivas pues los enfiteutas, obligados a pagar el canon, tratarían de hacerlas rendir con la agricultura o ganadería.

De acuerdo a la ley sancionada siguiendo el proyecto de Ri​vadavia, las tierras públicas se darían en enfiteusis por el tér​mino de veinte años; no se limitó la extensión de la tierra a entregarse, ni se impuso la obligación de poblarla o mejorarla.

Como contraprestación, el enfiteuta pagaría un canon del 8% en las tierras de pastoreo y del 4% en las tierras de agricultura; el valor de las tierras no lo establecía el gobierno sino un "jury" de vecinos del enfiteuta cuyo fallo era apelable ante un "jury" superior. Como estos vecinos eran a la vez enfiteutas, natural​mente la tasación fue baja. El enfiteuta podía transferir libre​mente el dominio útil, sin permiso del Estado y sin que éste tu​viera derecho a cobrar un tributo similar al "laudemio" que re​gía en los contratos de enfiteusis entre particulares.

Rivadavia, que era partidario de la propiedad privada, no pretendió aboliría con su sistema, cuya finalidad era de carácter financiero y cuyo obj eto eran solamente las tierras fiscales. Pue​den tomarse como interpretativas del sistema las palabras del diputado castro: "Ya que las circunstancias nos obligan a que se repartan los terrenos sin hacer propietarios, en lo que consis​tiría la ventaja principal del país, debemos a lo menos procurar que este contrato se aproxime en lo posible a la propiedad" (25).

El sistema de enfiteusis, como política de la tierra fiscal, ha tenido y tiene autorizados partidarios, si bien sus sostenedo​res actuales propician una enfiteusis particular, ni la tradicio​nal ni la rivadaviana, que podría llamarse "enfiteusis argenti​na" (26). Una especie de enfiteusis se contempló en la ley de colonización (N° 12.636), según veremos oportunamente.

La falta de la obligación de poblar, la ilimitación de las superficies a entregarse (27) y el incumplimiento de la obligación de pagar el canon, fueron las principales determinantes del fracaso del sistema. El mismo Rivadavia se quejaría, tiempo después, de la torcida aplicación de sus ideas.

Santa Fe tuvo también su ley de enfiteusis, del 26 de di​ciembre de 1853, aunque de escasa aplicación; era similar a la rivadaviana.

III. DE LA ENFITEUSIS HASTA LA CONSTITUCIÓN DE 1853

La caída de Rivadavia, del Congreso y de la Constitución unitaria, dejaron al país desunido nuevamente y a las provincias dictándose sus propias instituciones. Buenos Aires desconoció la ley de enfiteusis, en razón de haberse dictado por el Congreso Nacional y sin intervención de la Provincia. Posteriormente, y a iniciativa del gobernador Dorrego, se sanciona la ley del 28 de febrero de 1828 sobre enfiteusis de tierras públicas aptas para pastoreo; el 18 de Julio del mismo año se sancionó otra ley rela​tiva a los terrenos de pan llevar, inspirada en los mismos prin​cipios.

La enfiteusis implantada en la provincia de Buenos Aires por el gobierno de Dorrego modificaba en varios puntos el siste​ma rivadaviano. El plazo se limitaba a diez años, a contar desde el 1º de enero de 1828. El canora se fijaba en un dos por ciento, pero tomando como base no la tasación de los "jurys" sino un avalúo oficial previsto en la misma ley. Se limitó la superficie a tomar en enfiteusis, que no podría exceder de doce leguas cua​dradas; pero no se impedía tomar más tierras por transferencia de otro enfiteuta. Se estableció la obligación de poblar dentro de los dos años, entendiéndose cumplida esta obligación al intro​ducirse cien cabezas de ganado vacuno o caballar por cada legua cuadrada, aparte de la vivienda. Por último, las transferencias debían hacerse con permiso del gobierno, que llevaría un re​gistro de enfiteutas.

El 7 de julio de 1830 se sanciona en la provincia de Buenos Aires la llamada "ley reparadora", que reconoce los derechos de titulares de mercedes a quienes había olvidado la ley del año 1826. Le siguieron diversas, leyes que revisten interés histórico pero no doctrinario (28). Por ley del 21 de octubre de 1857, de arrendamientos de tierras fiscales, terminó legalmente en Buenos Aires la vigencia del sistema de enfiteusis; en la Na​ción concluyó, también, poco después de la organización cons​titucional (29).

TERCERA PARTE

I. DOMINIO Y DISPONIBILIDAD DE LAS TIERRAS ESTATALES

La Constitución de 1853 hace referencia expresa al dominio y disponibilidad de las tierras estatales en los siguientes textos:

1°) En el art. 4", al destinar al Tesoro nacional el produci​do de la venta o locación de tierras de propiedad nacional; pero es sabido que, con buen criterio, la política sobre tierras estata​les no se ha guiado fundamentalmente por un criterio fiscalista, por lo general.

2°) En el art. 67, inc. 4°, al acordar al Congreso la facultad de "disponer del uso y de la enajenación de las tierras de pro​piedad nacional".

3°) En el art. 67, inc. 16, cuando faculta al Congreso para promover "...la colonización de tierras de propiedad nacional...".

4°) En el art. 107, según el cual las provincias pueden pro​mover "la colonización de tierras de propiedad provincial...".

Los textos transcriptos aluden directamente a las tierras llamadas "fiscales"; y, más concretamente, a las tierras estatales existentes (en Nación o territorios nacionales y en provincias) a la época de la Constitución; sin perjuicio de que, por causa de provincialización de territorios, las tierras fiscales nacionales pasen a ser tierras fiscales provinciales (art. 67, inc. 14, Consti​tución Nacional).

Pero puede preguntarse si cuando la Nación o las pro​vincias expropian con fines de colonización tierras que perte​necen al dominio privado de los particulares, se convierten tales tierras en "fiscales". En otras palabras: si esas tierras expropia​das ingresan en la categoría de tierras estatales previstas en alguno de los textos antes señalados o, en cambio, pasan al do​minio del Estado pero con distintas características. Por nuestra parte, creemos que ingresan en el dominio estatal con la misma calidad jurídica que las originariamente "fiscales".

Corresponde, entonces, averiguar qué tipo de dominio es el que la Constitución o las leyes asignan a las tierras de propiedad del Estado nacional o provincial a que venimos aludiendo. La Constitución no califica ese dominio con el adjetivo "público" o "privado". Es el Cód. Civil (art. 2342) el que establece que pertenecen al dominio privado del Estado; pero, a pesar de ello, la disponibilidad no queda librada totalmente al arbitrio de la autoridad, ya que tanto la Nación como las provincias deben pro​curar la colonización de dichas tierras.

El hecho de ser bienes "privados" del Estado no implica necesariamente que las facultades del propietario (Estado) sean las mismas que las del propietario particular. Puede recordarse, por analogía, el caso de las minas que, por disposición legal (art. 7, Cód. de Minería) son bienes "privados" de la Nación o de las provincias, según el territorio en que estén; pero su destino es la explotación por medio de concesiones (art. 8º, Cód. de Minería) y calificada como de "utilidad pública" (art. 13, Cód. de Minería).

Las tierras que el Estado posee originariamente deben ser preferentemente destinadas a colonización (art. 67, inc. 12, Cons​titución Nacional); y las que adquiera en vista a este mismo fin, han de cumplirlo.

Es oportuno tener presente que las tierras de propiedad fiscal situadas dentro del perímetro de cada parque o reserva nacional han sido declaradas del dominio público (art. 15 de la ley 12.103); por lo mismo son inenajenables e imprescriptibles.

Acerca de las tierras en zonas de seguridad o -frontera nos remitimos a lo expuesto en el Cap. V.

Las islas formadas o que se formen en el mar territorial, o en toda clase de ríos (navegables o no), o en los lagos navega​bles, son del dominio público del Estado nacional o provincial, según donde se encuentren (inc. 6º del art. 2340 del C. Civil). No obstante, el Decreto-ley Nº 14.577/56 ha consagrado una ex​cepción a la inenajenabilidad de las islas nacionales, disponien​do la entrega en propiedad a pobladores siempre que ello no afecte la seguridad del Estado ni la navegación (arts. 1º y 16).

II. NECESIDAD DE COLONIZAR LA TIERRA FISCAL

Con la provincialización de los territorios nacionales, salvo la Gobernación de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlán​tico Sur, la Nación ha quedado casi sin tierra fiscales (30). Pero con ello el problema acerca de la disposición de la tierra no ha desaparecido, sino que se ha trasladado a las nuevas provincias.

No obstante, el tema ha dado lugar a debate en las sesiones de la Convención Reformadora de 1957; porque si bien es cierto que la tierra pública nacional ha quedado reducida en exten​sión y la respectiva norma constitucional tendría escasa aplicabilidad, no es menos cierto que el significado doctrinario de una disposición expresa en la carta magna tiene extraordinaria importancia. La Convención de 1957 no alcanzó a incorporar ninguna norma expresa en esta materia, limitándose a tratarla genéricamente y desde el punto de vista doctrinario.

En principio, el Estado no es buen propietario de tierras cultivables; por eso mismo no conviene al bien común que las tierras permanezcan fiscales. El destino natural y razonable de las tierras fiscales es, por regla general, que pasen a manos de particulares. "El colono debe reemplazar al Estado en el domi​nio del suelo", ha dicho avellaneda (31).

Mas el simple cambio de dueño nada soluciona, porque el dominio privado ejercido con prescindencia de la función social de la propiedad es tan inaceptable como la inercia o inmovilidad de la tierra fiscal, con el agravante de que con este dominio privado se ha reducido el haber de la colectividad sin un bene​ficio correlativo.

La solución consiste en procurar que el Estado se despren​da de las tierras fiscales y, al mismo tiempo, asegure que los particulares den a estas tierras un destino socialmente útil. ave​llaneda, con esa su profunda preocupación por el problema, es​cribía: "El Estado debe, por lo tanto, desprenderse de esas tie​rras (baldíos), no dominado por el mezquino espíritu de las ganancias fiscales, sino por el grandioso designio de civilizar y de poblar" (32), con lo que no hará sino seguir el ejemplo "de todos los pueblos que son dignos de ser citados por su legislación agraria" (33). Más tarde ramos mexía dirá: "...en el asunto que nos ocupa es axiomático que las tierras públicas no se han de explotar por el Estado, ni directa ni aun indirectamente. No de​ben ser explotadas por él, ni tampoco reservadas, como no sea esto último con un propósito netamente planeado" (34).

Esto no excluye la vigilancia estatal, siquiera temporaria, a fin de asegurar el empleo correcto de la tierra. Tal como ya en 1917 expresara rivarola: "El Estado como órgano y expresión jurídica de la colectividad no puede desligarse del inmueble que entrega a uno de los individuos de esa colectividad para tra​bajarlo, enriquecerse personalmente y contribuir al enriqueci​miento de todos. El Estado debe seguir el inmueble, ya que no gobernarlo exclusivamente, imponerle el régimen económico por cuyas condiciones la colectividad consiente en desprenderse de una parte de su patrimonio para entregarlo al individuo por un precio que no representa el valor económico que esa propiedad adquiere en sus manos por el esfuerzo personal y social; y en lugar de reservarse el Estado la facultad de establecer regímenes impositivos cada vez más gravosos, pero siempre antipáti​cos, debe continuar en contacto con el fondo mismo de esa cues​tión, conservar siempre una parte del gobierno del inmueble y sobre todo conservar siempre el derecho de la colectividad de hacer respetar las condiciones económicas por las cuales ha con​sentido en desprenderse de una propiedad que después valdría mucho más" (35). Y más adelante agrega el mismo autor: "El Estado podrá así imponer a todos los adquirentes de sus tierras, que las cultiven en las condiciones que determine, y el particular no podrá considerarse lesionado en sus derechos, cuando faltan​do a esta condición, el Estado por conveniencia pública las en​tregue a otro particular" (36). Por estas razones, Rivarola pro​pugna que el Estado conserve sobre las tierras que enajene "un derecho indefinido en el tiempo" (37).

CUARTA PARTE

I. LAS PRIMERAS LEYES DE TIERRAS PÚBLICAS

La Constitución de 1853 distinguió —según vimos— entre las tierras fiscales de la Nación y tierras fiscales de las provin​cias (art. 67, inc. 14, 16 y 27; art. 107). La Nación dispondría de las tierras fiscales situadas en su jurisdicción, y las provincias de las que entraran en su territorio; el sistema federal, derrota​do en este punto en el Congreso de 1826, logró así un reconoci​miento justiciero. No obstante ello, tanto cobos como rivarola han propiciado para nuestro país una ley única de tierras fis​cales, se encuentren en territorio nacional o provincial, siguien​do así el sistema de los Estados Unidos (38). La solución es ina​ceptable y así lo han entendido las diversas leyes de tierras fiscales nacionales: al referirse exclusivamente a los inmuebles del Estado nacional.

Si bien la Constitución (art. 4') cuenta con las tierras fis​cales como fuente de recursos, la política de los diversos go​biernos —acertadamente— prescindió de este objetivo y pro​curó más bien la colonización de las mismas, aunque financie​ramente el resultado no fuese satisfactorio.

Durante la presidencia de Mitre se sanciona —en octubre de 1862— una ley que autoriza al P. E. a celebrar contratos de in​migración; a los inmigrantes se les otorgarían tierras cuyo do​minio adquirirían luego de cumplir ciertas condiciones.

Pocos días después se sancionó la ley Nº 28, que declara:

"Todos los territorios, fuera de los límites o posesión de las pro​vincias, son nacionales, aunque hubieren sido enajenados por los gobiernos provinciales, desde el 1' de mayo de 1853"; además, la ley suspendió el trámite de venta de tierras fiscales hasta tanto se dictara la ley correspondiente. La mencionada ley tuvo indu​dable importancia institucional; pero prácticamente fue más sig​nificativa la ley Nº 215, del 13 de agosto de 1867, llamada Ley de Fronteras, que extendió el dominio efectivo de la Nación hasta la ribera de los ríos Neuquén y Río Negro (39).

Pero la tierra pública continuamente ensanchada, seguiría siendo objeto de acaparamientos ilegales y abusivos (40).

II. LA LEY COLONIZADORA DE AVELLANEDA

La primera ley orgánica sobre tierras es la sancionada en octubre de 1876 y que lleva el Nº 817; se debe a la preocupación de avellaneda que años atrás había demostrado su interés y versación en la materia en su estudio sobre las tierras públicas.

Procurando llevar a la realidad la fórmula alberdiana —go​bernar es poblar— Avellaneda trató en una sola ley los pro​blemas de la inmigración y de la colonización como aspectos paralelos y complementarios de una mismo cuestión.

Partidario de dar la tierra en propiedad, pues era igualmen​te contrario al arrendamiento, a la enfiteusis y al sistema del dominio revocable, Avellaneda organizó en la ley 817 todos los sistemas de colonización (41) que llevaran a ese fin: el creci​miento de la población rural propietaria.

La primera parte de la ley está dedicada a la inmigración, y la segunda a la colonización. Para llevar a cabo esto último se crea la Oficina Central de Tierras y Colonias, encargada de lle​var un registro del movimiento de las tierras fiscales, y de las leyes y decretos referentes a éstas; además, le incumbía la tarea primordial de explorar y estudiar las tierras que se destinaran a colonización. Estudiada y dividida la tierra, ésta se enajenaba por venta directa o subasta; excepcionalmente, se donaban lotes a los cien primeros colonos. Los adquirentes de solares urbanos debían cercarlos y poblarlos dentro del año; los de lotes rurales debían cultivarlos dentro de los dos años.

Entre sección y sección (éstas tenían 20 Km. de lado, for​mando en su interior 400 lotes) debía dejarse una para la coloni​zación por empresas, a las cuales el Estado entregaba tierras en la esperanza de que el interés particular colaboraría con la obra oficial. También reservaba la ley ciertas tierras para radicación de indios y para pastoreo.

La ley Avellaneda no tuvo el resultado que su auspiciador esperaba. Con grandes extensiones del país bajo el efectivo do​minio del indio; carentes de vías de comunicación y de servicios indispensables; difíciles de explorar y medir en tan vastas ex​tensiones y con tan precarios medios como los que disponía el gobierno que recién marchaba por los carriles de la normalidad, la? tierras fiscales no tuvieron el destino previsto. Las compa​ñías privadas; en quienes se confió como colaboradores de la ac​ción oficial, hicieron de las tierras otorgadas por el gobierno el objeto de un pingüe negocio; sobre todo, sociedades extranjeras aprovecharon para posesionarse de interminables extensiones en el sur, supliendo la obligación de poblar con el mantenimiento de los famosos "palos blancos" (42).

III. LA LEY No 4.167

A la ley Avellaneda siguieron otras que no tienen el carác​ter de orgánicas y completas, sino que pretenden solucionar as​pectos parciales del problema de la tierra. De este carácter es la ley N° 1.628 que premiaba a los conquistadores del desierto otor​gándoles certificados —no tierras precisamente— que solían ven​derse a compañías de tierras. Progresivamente la ley fue ex​tendiéndose en sus beneficios a todos los militares y marinos, incluso el personal civil, hasta que el ministro Lobos cortó con el abuso. La ley 3.918 derogó a la 1.628 y ordenó que los intere​sados ubicaran dentro del año el predio correspondiente.

La ley Nv 1.265, del 3 de noviembre de 1882, organiza la venta por remate de las tierras pastoriles, y por contrato pri​vado de las tierras agrícolas. El límite máximo de tierras pasto​riles que cada uno podía adquirir era de 40.000 Hs.; respecto de las tierras agrícolas era de 25 a 400 Hs. La ley prohibía enajenar el lote adquirido vendiéndolo al propietario lindero; pero lo mismo se dio el acaparamiento, pues los especuladores recurrieron a testaferros para adquirir los lotes intermedios (43).

En noviembre de 1891, y a raíz de la Revolución de 1890, se sancionó la ley 2.875 que se llamó "de liquidacióNº; en su vir​tud, los concesionarios de tierras adquiridas con el régimen de la ley Avellaneda, que no hubieran cumplido sus obligaciones, podían regularizar su situación cumpliendo algunas imposicio​nes de la nueva ley. Ningún resultado positivo se obtuvo con esta transacción legal.

Así se llega al año 1903, en cuyo mes de enero se sanciona la ley Nv 4.167, de tierras públicas. La ley ordena al P. E. explo​rar y medir las tierras fiscales, de modo que pueda determinarse su aptitud para la ganadería o las diversas explotaciones agra​rias; conforme a esos estudios, se les dará posterior destino (44).

Para la enajenación de la tierra, ésta se distinguía en: a) lo​tes urbanos; b) colonias agrícolas y pastoriles; c) tierras pastori​les no colonizables. Las dos primeras categorías se vendían di​rectamente; la tercera se disponía por remate o arriendo. Se preveía también la donación, en forma restringida. Las exten​siones estaban limitadas, según el tipo de tierra (45); en todos los casos, los concesionarios en venta o arrendamiento estaban obligados a poblar o introducir mejoras, bajo pena de caduci​dad (46). 

Es interesante recordar que el art. 15 de esta ley permitió al P. E. decretar la reserva petrolífera de Comodoro Rivadavia;

el citado artículo declara inalienables las tierras que contengan depósitos conocidos de sal, minerales, hulla y petróleo y aguas medicinales; el P. E. podrá prohibir la denuncia de minerales en el territorio que explore.

La ley 4 167 se ocupa asimismo de los bosques —no había otra ley específica al respecto— limitando su conceción a lO.OOO Hs.; el P. E. podía fijar reservas.

Múltiples decretos reglamentarios se ocuparon de la ley 4.167, que rigió hasta la sanción de la ley Nº 13.995. Entre tales decretos merece recordarse el Nq 5.377 del 23 de febrero de 1946, que regló el cumplimiento de la obligación de residir en la tierra concedida; además, en varias oportunidades el P. E. dio a los ocupantes irregulares la posibilidad de normalizar su situación frente a la ley, como ocurrió con el decreto Nº 18.886,. del 20 de noviembre de 1946 (47).

IV. LA LEY Nº 5.559

Esta ley, sancionada en setiembre de 1908, no pretende mo​dificar el régimen de la ley 4.167 sino que organiza un sistema especial de fomento de los territorios nacionales, compatible con esta ley. Contiene en sí una orientación precisa respecto de la disposición de la tierra fiscal: hacerla económicamente apta pa​ra luego entregarla en propiedad (48).                      _,

Según su art. 13, el P. E. no podría comprometer la dispo​nibilidad de las tierras afectadas, por venta, arrendamiento o permisos. Las ventas quedan sistemáticamente subordinadas al plan de obras que las coloquen en condiciones de explotación económica; en su tiempo, la enajenación se haría por remate, operación ésta que fue reglamentada por decreto del 30 de no​viembre de 1909.

Esta ley autorizó la construcción de los ferrocarriles pata​gónicos y de los territorios del norte argentino; además, pre​veía la realización de trabajos en el río Pilcomayo para hacerlo navegable, y la limpieza y rectificación del río Bermejo, como así también obras de regularización de los ríos Negro y Colo​rado. Para tales trabajos, el P. E. contaría con un crédito de hasta veinticinco millones de pesos oro, en cuya garantía se colocarían las obras y el producto de la venta de tierras be​neficiadas; éstas no se regirían por la ley 4.167 sino por la presente.

Por ley 6.712 el régimen de la ley 5.559 se extendió a la entonces gobernación de Misiones.

Los resultados de esta ley pueden considerarse satisfacto​rios, pues si bien su sistema financiero fracasó, a su impulso progresaron notoriamente los territorios nacionales, con las obras autorizadas y realizadas según su inspiración.

V. EL RÉGIMEN DE LA LEY No 13.995

En el año 1950 se sancionó la ley Nº 13.995 sobre tierras fis​cales nacionales. Por esa fecha la Nación era propietaria de unos 75 millones de hectáreas, en gran parte ocupadas por pobladores sin título; actualmente la extensión permanece casi igual, aun​que distribuida entre las varias provincias nuevas que han re​cibido estas tierras conforme a las leyes de provincialización de territorios (leyes Nº 14.037, 14.294 y 14.408).

La ley N° 13.995 ha sido derogada por el Decreto-ley No 14.577 del 13/VIII/1956; no obstante, y teniendo en cuenta la nove​dad de muchas de sus normas, las vamos a recordar resumida​mente.

Formas de disponer de la tierra fiscal. La ley contempla​ba dos formas de disponer de la tierra fiscal: el arrendamiento y la enajenación en propiedad; por excepción se podían reser​var tierras.

La enajenación sólo se operaba por venta directa. Se elimi​naba la donación y no se recurriría ya al remate. Sólo en casos excepcionales, y respecto de la tierra urbana, la ley permitía que se condone el precio de venta (art. 28). En cambio podían fijarse, y también como excepción, precios de estímulo tanto para las tierras urbanas como para las rurales (arts. 6° y 28). Alguien propició, en otro tiempo, que las tierras se dieran sin precio a quienes no pudieran pagarlas, política que la ley 13.995 no aceptó.

La enajenación y el arrendamiento comprendían también a las islas fiscales, en cuanto ello fuese compatible con la seguridad del Estado y las exigencias de la navegación (art. 25). El Código Civil las declaraba bienes del dominio público (art. 2.340, inc. 6º) y por lo mismo no enajenables. Por su parte, la ley 4.167 permitía su arrendamiento pero no su venta (art. 15).

La entrega de tierras se haría a los campesinos, entendién​dose por tales los que "dedican su actividad permanente al cul​tivo y explotación de la tierra como medio de producción y asiento de su hogar".

Encargada de la aplicación de la ley era la Dirección Gene​ral de Tierras la cual establecía las "normas generales de uso que aseguren a la colectividad la producción necesaria, al suelo su conservación y rinde óptimo, y al trabajador la satisfacción económica". Esta repartición tenía a su cargo "los planes de co​lonización destinados a poblarlas (las tierras fiscales), racionali​zar las explotaciones, estabilizar la población rural y propender a la independencia económica y bienestar social de los auténti​cos trabajadores del campo".

La unidad económica. La ley reducía a una unidad econó​mica el derecho del concesionario; esta solución es importantí​sima, pues implica tomar partido frente a la larga discusión acer​ca de la conveniencia de poner límites a la entrega de tierras, en lo que se refiere a su extensión. avellaneda no era partidario de que se limitase la superficie; esgrimiendo argumentos indu​dablemente recogidos de la escuela económica liberal, defendió la respuesta dada por Agüero al diputado Portillo al tratarse en el Congreso de 1826 la cuestión relativa a la limitación de las extensiones a entregarse en enfiteusis (49). También era con​trario a esta limitación ramos mexía; en cambio, cobos recuer​da que en Norteamérica "se agota el derecho de adquirir tierras del Gobierno con la obtención de una concesión..." (M), y al proponer su proyecto de ley de tierras públicas, al finalizar su obra, el mismo autor propicia la entrega a cada persona de una concesión rural, y además dos solares contiguos en el respectivo pueblo en que sea concesionario.

Aparte de la unidad, y como corolario, la ley procuraba mantener la indivisibilidad de la concesión. La ley sancionaba con nulidad absoluta la venta parcial no autorizada (art. 13).

Pero sin duda la innovación más interesante es la relativa a la modificación del régimen hereditario sin alterar la legitima de los herederos, para lograr la permanencia de la unidad eco​nómica al mismo tiempo que se respeta el patrimonio de aqué​llos compensando con dinero su apartamiento del derecho a una parte de la tierra dejada por el causante. El mecanismo legal es​taba previsto en los arts. 14, 15 y 16, capítulo de las concesiones en venta; en lo pertinente se aplicaba también a las concesiones en arrendamiento (art. 23).

El propietario podía designar al heredero que continuase ex​plotando la unidad económica luego de la muerte de aquél; si no lo designaba, luego de ocurrido el fallecimiento lo eligirían los herederos entre sí. a mayoría de votos; si no hubiese mayoría, lo elegiría el Poder Ejecutivo (art. 14). Los herederos excluidos de la explotación tendrían respecto del adjudicatario un dere​cho personal creditorio por el importe de la cuota hereditaria.

Acerca de la inalterabilidad del bien familiar existen ante​cedentes en la legislación antigua. En España, el mayorazgo lle​vó igual finalidad; y como las leyes de Castilla se aplicaron, en lo pertinente, en América, tal institución también se conoció en las Indias. Entre nosotros, bibiloni era partidario de mantener la unidad de explotación de un establecimiento comercial o in​dustrial, por razones similares a las que se invocan en la explo​tación agraria (51); otro tanto ocurre en el Proyecto de la Co​misión Reformadora del Código Civil (52). La ley N° 14.394, que instituye el bien de familia, facilita el mantenimiento de la indivisión, tratándose de unidades económicas (arts. 51 y sigtes.).

El sistema legal tiene un claro precedente en la ley 12.636, de colonización; también en esta ley se pretende el manteni​miento de la unidad económica, autorizándose la rescisión del contrato en caso de fallecimiento, para la posterior entrega de la tierra a quien resulte más conveniente. Pero el sistema de la ley 12.636, en este aspecto, sólo se aplica mientras el colono está pagando la tierra; una vez que la adquirió definitivamente, ya no rige. En cambio, el mecanismo de la ley Nº 13.995 se aplica​ría aún después de entregada la propiedad definitiva.

La tierra en propiedad revocable. La ley 13.995 organizaba la entrega de la tierra en propiedad, pero no con las caracterís​ticas del dominio legislado en el Código Civil, sino con modali​dades propias.

El dominio acordado por la ley era un dominio revocable, condición que mantenía indefinidamente en el tiempo en lo que respecta a la propiedad de tierras de la zona rural; en lo concer​niente a los solares urbanos, si dentro de los dos años de entre​gados al particular, éste cumplía con las obligaciones del art. 29 (pago del precio, construcción de mejoras y demás), el Poder Ejecutivo le entregaría el correspondiente título, y el solar que​daría incorporado al régimen del derecho común (art. 32).

El sistema del dominio revocable ha tenido y tiene defen​sores y detractores. avellaneda clamaba: propiedad y propie​dad irrevocable (53); de la misma opinión participaba ramos mexía (54). Por otra parte, cobos se manifiesta partidario de la revocación de la concesión en caso de incumplimiento de las obligaciones de población y pago (55). rivarola propicia la entrega del dominio "útil" solamente, a perpetuidad, pero some​tido a condiciones cuyo incumplimiento aparejaría su reversión al Estado (56).

La revocabilidad de la concesión no era novedad absoluta de la ley 13.995; lo importante es que ésta hacía de tal condi​ción una cuestión decisiva. La ley No 817 establecía que si el po​blador no cumplía con sus obligaciones, la tierra volvía al Es​tado (art. 93); pero la revocabilidad sólo jugaba antes de acor​darse el título definitivo, ya que luego de éste la propiedad in​gresaba al régimen común. Un principio similar contenía la ley 4.167 (art. 10).

El Estado entregaría la tierra en concesión —palabra que no tiene aquí el preciso significado del Derecho Administrativo— situación previa al título de venta. Desde que el concesionario entraba en posesión de la tierra contraía una serie de obligacio​nes legales; la concesión no era transferible sin autorización previa y expresa (art. 7º). Si el concesionario no cumplía con estas obligaciones, el P. E. declaraba la caducidad de la conce​sión (art. 9º). Si, en cambio, satisfacía las exigencias de la ley y sus reglamentos, el P. E. le otorgaría el título de propiedad (art. 8º).

Pero este propietario rural no tenía los derechos comunes emergentes de la propiedad, sino que seguía obligado a trabajar racionalmente el predio y cumplir las obligaciones que en cada caso se fijasen (art. 10); estas obligaciones se transmitían a los posibles adquirentes —y herederos— sin término de prescrip​ción, y si se las violaba el P. E. podía declarar retrotraída la tie​rra al dominio del Estado, quedando al ex-propietario el derecho a cobrar el importe de las mejoras que hubiere introducido y el mayor valor debido al trabajo (art. 11). La transferencia del inmueble sin autorización previa estaba prohibida; si se hiciere, sería insanablemente nula (art. 13).

Las normas que acabamos de citar se refieren a los lotes ru​rales; respecto de la tierra urbana la ley era más benigna, pues cumplidas las obligaciones primarias se otorgaba el título y el bien ingresaba al régimen de la propiedad común.

La tierra en arrendamiento. El capítulo III del título I de la ley 13.995 se refería a las concesiones en arrendamiento, y dejaba en manos del Poder Ejecutivo determinar qué tierras de​berían quedar sujetas a este régimen —con o sin opción a com​pra— en lugar de entrar en el régimen de la enajenación. En la política de la ley, el arrendamiento era una situación intermedia con miras a la propiedad.

avellaneda detestaba el arrendamiento de tierras por ser de aquellas formas de disposición que "sólo ofrecen al trabajo y al capital una base incierta e insegura (57); citando a benthon escribe: "El arrendamiento es desfavorable a la libertad. Abre los cimientos para que se levanten diversas clases en la socie​dad; amengua el amor a la patria y debilita el espíritu de inde​pendencia. El campesino arrendatario no tiene de hecho ni pa​tria, ni hogar, ni altar doméstico, ni familia arraigada y solarie​ga" (58); y páginas más adelante recuerda que Vélez Sarsfield escribió en "El Nacional" (año 1860) una serie de artículos cri​ticando el sistema del arrendamiento (59).

En verdad, el descrédito del sistema viene desde lejos. En la época de Roma decadente el Estado arrendaba grandes exten​siones a intermediarios llamados "conductores", quienes por su parte cargaron sobre los "coloni" el laboreo de esas tierras, en su exclusivo provecho; la vida de los "coloni", agobiados por los trabajos, las deudas y los impuestos, fue de lo más penosa (60). Mientras la tierra fue considerada como un bien de renta priva​da, el arrendamiento constituyó una forma típica de explo​tación.

De que el arrendamiento no es aconsejable como sistema da buena prueba este otro hecho que es, puede decirse, el reverso de la situación mencionada anteriormente: cuando el Estado presta excesiva protección al arrendamiento, indirectamente atenta contra la propiedad privada agraria, porque al verse el campesino desahogado con tanta protección no se despierta en él ningún interés por convertirse en propietario (61).

Reservas de tierras fiscales. Fuera de la enajenación y el arrendamiento, el Estado podía reservar, excepcionalmente, tie​rras fiscales (art. 43), y otorgar simples permisos de ocupación a pobladores de escasos recursos; además, y mientras las tierras reservadas no fuesen afectadas a la finalidad que motivó la re​serva, las mismas podrían ser concedidas en arrendamiento pre​cario. El referido art. 43 contemplaba, pues, tres posibles situa​ciones: a) reservas de tierras con fines de utilidad pública;

b) arrendamiento precario de esas tierras reservadas mientras no se les afecte al fin previsto; c) permisos de ocupación, fatal​mente precaria, para los pobladores de escasos recursos.

Las tierras fiscales que hubieren estado ya reservadas —sal​vo las mineras— y que no hubiesen sido utilizadas para el fin por el cual hayan sido reservadas, entraban en el régimen de la ley 13.995 (art. 44).

VI. SISTEMA DEL DECRETO-LEY No 14.577/56

El ya citado Decreto-ley Nº 14.577/56, derogatorio de la ley Nº 13.995, entendió que el régimen de restricciones al dominio, por tiempo ilimitado, desvirtuaba el propósito de entregar la tierra fiscal a los pobladores; asimismo juzgó inaceptable la va​riante introducida al régimen sucesorio para asegurar la inalte​rabilidad de la unidad económica; estimó, en síntesis, excesivo el control estatal impuesto en la ley.

A más de derogar expresamente la ley 13.995, el nuevo De​creto-ley (62) estableció un régimen de entrega de tierras; para ello tuvo en cuenta la disposición del art. 10 de la ley NI-' 14.408 (de provincialización de territorios) según el cual el Poder Eje​cutivo podrá adjudicar tierras fiscales a los actuales ocupantes, en este período de transición que llegará hasta el momento en que cada provincia se dé sus propias leyes específicas.

Las tierras fiscales serán entregadas en propiedad, enten​diéndose que es la propiedad del derecho civil; incluso las islas serán objeto de enajenación, en cuanto ello no sea incompatible con la seguridad del Estado y exigencias de la navegación (arts. 1º y 16º). Se comprenden los predios urbanos y rurales. siendo beneficiarios del sistema los actuales ocupantes (art. 1º) siempre que reúnan ciertos requisitos. Estas exigencias, tratán​dose de inmuebles rurales, son: a) residir habitualmente en la zona o haber residido durante diez años, y explotar el predio directamente y con capital propio; b) haber invertido capital en una correcta explotación; c) tener buen concepto; d) tener re​gularizadas sus cuentas por ocupación. Las instituciones de bien público, sin fines de lucro, que necesiten el inmueble, lo hayan mejorado, y tengan sus cuentas regularizadas, también podrán adquirir estas tierras. Tratándose de lotes urbanos, se requiere:

a) haberlo cercado totalmente; b) haber construido o tener en construcción una casa; c) tener buen concepto; d) tener regula​rizadas las cuentas de ocupación. Las instituciones de bien pú​blico pueden ser adjudicatarias de lotes urbanos en condiciones similares (arts. 2, 3, 4 y 5).

Las adjudicaciones se harán previo informe favorable del Comisionado Nacional, quien será asesorado por una Comisión Honoraria de vecinos (art. 8). El P. E. establecerá, en cada caso, los precios, formas de pago y obligaciones de los adjudicatarios;

éstos, una vez cumplidos sus deberes, recibirán el título de pro​piedad (art. 11) que otorgará el P. E.

El propietario de un inmueble rural que lo haya recibido por un sistema de disposición de tierras fiscales, no podrá: a) trasmi​tirlo por actos entre vivos antes de los diez años de la fecha de su título, sino a personas que lo exploten también directamente y residan en el predio; b) arrendarlo o transferir la explotación a terceros en ningún concepto, también por el término de diez años (art. 12). Las enajenaciones o transferencias prohibidas son nulas (art. 13).

El decreto-ley establece que no podrán ser adjudicatarios de tierras fiscales, rurales o urbanas: a) los funcionarios o em​pleados de organismos públicos que administren esos predios, salvo el lote para la vivienda propia (63); b) las sociedades anó​nimas, en comandita por acciones, y sus gerentes y empleados (salvo estos últimos respecto de su casa propia); c) los que no tengan su domicilio en el país.

De todas estas restricciones, la más importante es la que impide a las sociedades por acciones ser adjudicatarias de tie​rras fiscales. El criterio en este sentido es casi unánime desde hace mucho tiempo.

En su ya citado proyecto, cobos restringía el derecho de las sociedades anónimas a la posibilidad de obtener en arrendamien​to tierras semiáridas de pastoreo, pero con obligación de poblar. Al año siguiente (1917) rivarola señalaba los males intrínsecos que llevaba consigo este tipo de sociedad aplicada a las tierras rurales, con estas palabras: "Un retoño del verdadero latifundio, al que no ha podido ahogar la ley natural de la vida y las con​secuencias jurídicas de la muerte, ha encontrado el hilo de sol y aire vivificante en la sociedad anónima o cualquiera de sus formas análogas de la sociedad por acciones" (64); y más ade​lante concluía: "Así, pues, una de las bases primordiales, sin la cual el fin perseguido por el Estado fracasará siempre, es la en​trega de las tierras a personas de verdad, a individuos de carne y hueso, a personas de existencia visible, suprimiendo o limitan​do estrechamente la ficción jurídica de la persona de existencia ideal para aprovechar los beneficios iniciales de ésta sin correr los peligros que encierra" (65).

Por último es oportuno advertir que ha quedado eliminado el arrendamiento al no ser expresamente autorizado por el re​ferido Decreto-ley.

QUINTA PARTE

TIERRAS FISCALES EN PROVINCIAS; LAS RECIENTES CONSTITUCIONES

Ya hemos dicho que el problema de las tierras fiscales, exis​tentes sobre todo en los territorios nacionales, se trasladó a las nuevas provincias al ser creadas éstas desde el año 1951 en ade​lante. Por eso resulta lógico que, al darse sus propias constitu​ciones locales en el año 1957 (salvo Misiones, que la tuvo en 1958, y La Pampa, en 1960), hayan incluido normas relativas a la materia.

1) Provincia del Chubut. La tierra será considerada instru​mento de producción y no de renta, y debe ser objeto de explotación racional (art. 67). No podrán enajenarse tierras fiscales destinadas a explotaciones agropecuarias, a sociedades anónimas ni a aquéllas cuyos titulares no fuesen individualizables (art. 68). La tierra fiscal será subdividida y adjudicada en propiedad irrevocable, mediante un organismo autárquico de colonización y fomento rural (artículos 69 y 70).

2) Provincia del Chaco. El ejercicio del derecho de propiedad queda subordinado al interés social (art. 36). La tierra pública será dividida en unidades económicas previos planes de colonización, y entregada para la explotación directa del adjudicatario, prefirién​dose los grupos cooperativos; en caso de incumplimiento de los fines de la propiedad, la tierra volverá al Estado, por vía de expropiación o disolución del contrato en su caso (art. 38). No podrán ser adjudi​catarios de tierras públicas: 1) las sociedades mercantiles, salvo pe​queñas parcelas para asentar industrias; 2) las instituciones de ca​rácter religioso o militar (art. 39).

3) Provincia de Río Negro. La tierra será considerada como instrumento de producción y no mercancía, y deberá ser objeto de explotación racional (art. 40). La Provincia promoverá el parcela-miento de los terrenos aptos para el cultivo y la vivienda, los que serán entregados en concesión vitalicia hereditaria o enajenados me​diante pago a largo plazo a trabajadores que no sean propietarios (art. 41). A tal fin se creará un organismo autárquico de aplicación (art. 42).

4) Provincia de Formosa. La tierra será considerada bien de trabajo y deberá explotársela racionalmente (art. 35, inc. 2°). La Provincia deberá mensurar y amojonar la tierra pública, clasificán​dola en zonas susceptibles de cultivo, de pastoreo y de explotación forestal (art. 36). La tierra fiscal será dividida en unidades econó​micas para adjudicar a los trabajadores rurales (art. 38). La adjudi​cación se hará mediante venta o arrendamiento con opción a com​pra, hasta un máximo de diez mil hectáreas por persona; con fines de fomento de núcleos rurales en zonas desfavorables, podrá donarse tierras con el solo cargo de poblarlas (art. 39).

5) Provincia del Neuquén. La tierra es un bien de trabajo y por medio de una ley se promoverá la reforma agraria integral con arreglo a las siguientes bases: a) parcelamiento de las tierras fis​cales en unidades económicas; b) entrega de las tierras a pobladores efectivos; c) asignación del carácter de "bien de familia" a tales par​celas; d) mantenimiento y ampliación de reservas y concesiones in​dígenas; e) expropiación de latifundios; O expropiación de tierras sin derecho de agua (art. 239).

6) Provincia de Misiones. La propiedad cumple una función social (art. 1). La tierra deberá ser colonizada mediante entrega en propiedad de lotes que constituyan unidad económica (art. 53), prefiriéndose a los grupos cooperativos (art. 54). La explotación deberá hacerse directa y racionalmente por el adjudicatario (art. 54). Es no​table (y lógico, por otra parte) que la constitución misionera no hable de latifundio, sino de evitar el minifundio (art. 54, inc. 1º).

7) Provincia de Sania Cruz. La tierra será considerada bien de trabajo y no de renta (art.67). La tierra fiscal será adjudicada en pro​piedad irrevocable, teniendo en cuenta que cada predio debe consti​tuir una unidad de producción (art. 68). No podrán ser concesiona​rios ni adquirentes de tierras fiscales quienes no tengan domicilio real en la provincia (art. 76). La distribución de la tierra estará a cargo de un Consejero Agrario Provincial (art. 71).

8) Provincia de La Pampa. La propiedad debe cumplir una fun​ción social (art. 29). Las tierras fiscales serán colonizadas mediante entrega en propiedad o en concesiones vitalicias hereditarias; las cooperativas gozarán de preferencias, mientras que otras sociedades mercantiles no podrán ser adjudicatarias salvo de pequeñas parcelas para industrias (art. 30).

CITAS

(1) En la Bula se expresa: "...para que mas libre y valerosamente toméis el cargo de tan grave negocio, recibido por largueza de gracia apostólica, motu proprio, no a Instancia vuestra ni de otro que sobre esto nos lo haya pedido por vosotros, sino de nuestra mera liberalidad y de ciencia cierta y plenitud de potestad apostó​lica, todas y cada una de las tierras e Islas supradichas, asi desconocidas como las hasta aquí descubiertas por vuestros enviados y que se han de descubrir en lo fu​turo, que no se hallen sujetas al dominio actual temporal de algunos Señores cris​tianos, por la autoridad de Dios omnipotente concedida a Nos en San Pedro y del Vicario de Jesucristo que representamos en la tierra, con todos los dominios de las mipmas con ciudades, fortalezas, lugares y villas, derechos, jurisdicciones y todas bus pertenencias, a vosotros y a vuestros herederos y sucesores los Reyes de Cas​tilla y León, para siempre; con autoridad apostólica, según el tenor de las presen​tes, donamos, concedemos y asignamos; y a vosotros y a vuestros dichos herederos y sucesores Investimos de ellas y os hacemos, constituimos y deputamos señores de ellas con plena y libre y omnímoda potestad, autoridad y jurisdicción.

(2) caso (op. cit., págs. 32 y 33) menciona también como títulos de España:

a) la ley 20, titulo XXVIII, partida tercera, de las Siete Partidas, que acordaba al Rey las cosas ganadas a los enemigos de la fe; b) la usucapión, medio de adquirir admitido también en el Derecho Internacional.

(3) Las tierras descubiertas pertenecieron a la Corona de Castilla; el dominio lo ejerció el monarca de Castilla, y pasó a sus sucesores personales.

La ley I» del Título I del libro III de la Recopilación de 1580 ordenaba que las Indias Occidentales "estén siempre reunidas a la Corona de Castilla, y no se pueden enajenar", pues esas tierras pertenecen a la Corona por donación de la Santa Se​de "y otros justos y legítimos títulos".

(4) caso (op. cit., pág. 37) clasifica los distintos tipos de propiedad durante la Colonia, de esta manera: pública y privada. A la propiedad pública correspondían:

I) propiedad del Estado (realengos, montes, aguas y pastos); 2) propiedad de los Pueblos (de uso comunal, ejido y dehesa; de uso Individual en terrenos comunes;

parcialidades y suertes); 3) propiedad de los Municipios (propios, arbitrios y ob​venciones). A su vez la propiedad privada correspondía: encomiendas, mercedes reales, composiciones, confirmaciones y prescripción.

(5) Cada población debía tener su ejido, tierra comunal no adjudicable en propiedad privada; la población, al crecer, Iba ocupando el ejido.

(6) El mayorazgo era el derecho de suceder en los bienes dejados por el cau​sante, con la obligación de que han de quedar enteros en la familia perpetuamente, y pertenecen al próximo primogénito por orden sucesivo; tal es la definición de Luis de Molina, que recuerda ots capdequi (op. cit., pág. 122) advirtiendo que hubo mayorazgos que no eran a favor del primogénito, y aun los hubo temporales y no perpetuos. El mayorazgo se Instituía por voluntad del testador.

(7) La agricultura fue considerada labor de villanos; en cambio, el dominio de la tierra acordaba poderío y privilegios.

(8) ots capdequi, op. cit., pág. 193.

(9) La encomienda no fue, en. su origen, un modo de asignar tierras al enco​mendero; su finalidad era la de encargarle el amparo moral del Indígena. Pero, al degenerar, se convirtió en una Institución opresora.

Sobre el tema puede verse: puentes, gabriel A., Encomienda, en Enciclopedia Jurídica OMEBA, T. X, pág. 201: despontin, Luis A., Los regímenes de trabajo en América Española, en Revista Juris, Rosario, 1961.

(10) Tierras de realengo eran las que el Rey se reservaba para disponer de ellas a su voluntad; del realengo podía derivar la propiedad privada de los conquistado​res (por composición, prescripción, etc.).

(11) Ib., pág. 284.

(12) Tina peonía contiene un solar de 50 pies de ancho por 100 de largo; cien

hanegas de tierra de labor de trigo o cebada; diez de maíz; dos huebras de tierra para huerta; ocho para plantas y árboles de secadal; tierra de pasto para diez le-chones de vientre, veinte vacas, cinco yeguas, cien ovejas y veinte cabras. (Ots capdequi, op. cit., pag. 277).

(13) Una caballería tiene un solar para casa de 100 pies de ancho por 200 de largo, y, en lo demás, como cinco peonías. (ots capdequi, op. cit., pag. 277).

La caballería era la porción que se asignaba a los soldados que en guerra ha​blan combatido a caballo. La medida se usa aún en Cuba y Puerto Rico; en Cuba equivale a 13 Hs. y 43 as.; en Puerto Rico a 78 Hs. y 58 as.

(14) ots capdequi, op. cit., pag. 285.

(15) En relación al problema de la tierra pública del Virreinato del Plata, véa​se: levene, op. cit., pag. 109 y sigtes. Interesante resulta la lectura de la Recopila​ción de las Leyes de Indias (Libro Cuarto, Título XII).

(16) En Estados Unidos la colonización de tierras fiscales se promovió a travéa de leyes especificas. En mayo de 1862 se sancionó la Homestead Law, ley del hogar, para ciudadanos, o extranjeros naturalizados. En marzo de 1877 la Desert land law, ley de tierras necesitadas de riego. En junio de 1878 la Timtier and stone law, ley para las tierras forestales y con canteras. En marzo de 1891 se sanciona una ley autorizando al Presidente a reservar todos los bosques nacionales, ley completada por otra del 4 de junio de 1897. De todas estas leyes, la más eficaz resultó la Ho​mestead law; desde 1862 hasta 1886 se acogieron a esta ley 690.000 familias de agri​cultores, lo que constituyó una de las bases más sólidas del desarrollo de los EE. UU.

(17) La conveniencia del erario no era ciertamente el mejor orientador de la política de tierras fiscales; en la realidad nunca se dispuso de la tierra con crite​rio preponderantemente tiscallsta.

(18) avellaneda, nicolás, Estudio sobre las leyes de Tierras Publicas. Buenos Aires, La Facultad, 1915, pag. 45.

(19) Ib., pág. 54. avellaneda hace suyos los argumentos de Jules Duval contra este tipo de donaciones.

(20) Este decreto expresaba en su parte dispositiva: "l<> Hasta la sanción de la ley sobre terrenos no se expedirá título alguno de propiedad, ni se pondrá en rema​te, ni se admitirá denuncia de terreno alguno; 21 Queda prohibido a todo funcio​nario público el proveer, ejecutar o auxiliar el desalojo de persona alguna estable​cida en cualquier terreno, en el que no haya entrado por expreso arrendamiento, sin especial providencia del gobierno; 31 El Ministro secretarlo de Gobierno queda encargado de la ejecución de este decreto". Firman: Rodríguez — Bernardino Rl-vadavia.

Y como surgieran dudas acerca de la extensión del decreto, que algunos enten​dieron aplicable aun a la propiedad privada, el 15 de octubre de 1822 se hace la siguiente aclaración: "Para evitar algunas Interpretaciones siniestras que han que​rido darse al decreto de 17 de abril del corriente año, ha resuelto el gobierno de​clarar, que el art. 21 del Indicado decreto, en que se prohibe a todo funcionarlo pú​blico proveer, ejecutar o auxiliar el desalojo de persona alguna establecido en cual​quier terreno, en el que no haya entrado por expreso arrendamiento, sin especial providencia del gobierno, se entienda precisamente con relación a los terrenos del Es​tado y de ningún modo a los de pertenencia particular, en los que sus dueños pue​den disponer con toda libertad con que es permitido hacer uso de las propiedades". Firman: Rodríguez — Bernardino Rivadavia.

(21) En este decreto ya se habla de enfiteusis, por primera vez. Su texto reza​ba en su parte dispositiva: “1º Ninguno de los terrenos que están a la orden del Ministerio de Hacienda será vendido; 2º Los terrenos que expresa el articulo ante​rior serán puestos en enfiteusis con arreglo a la minuta de ley sobre terrenos; 3º El Ministerio de Hacienda queda encargado de la ejecución de este decreto. Fir​man: Rodríguez — Manuel José García.

En este decreto ya se tiene en vista el régimen eníltéutico, de acuerdo a un proyecto elaborado pero aun no sancionado.

(22) El art. 1º de esta ley disponía: "El Congreso General Constituyente de las Provincias Unidas del Rio de la Plata reconoce como fondo público nacional el capital de quince millones de pesos; hipoteca al pago de dicho capital y de sus Intereses, las rentas ordinarias y extraordinarias, las tierras y los demás bienes In​muebles de propiedad pública que hoy posee y en adelante poseyere la Nación;

Instituye la renta de un cinco por ciento sobre dicho fondo; asigna para su pago la suma anual de setecientos cincuenta mil pesos, y para amortizar el capital la de setenta y cinco mil pesos cada año hasta sr entera extincióNº.

(23) La Constitución actual distingue expresamente acerca de la facultad de legislar; la Nación puede dictar la ley que regule la disposición de la tierra fiscal nacional; las provincias pueden hacer lo mismo respecto de las situadas en su Ju​risdicción.

(24) El texto de la famosa ley es el siguiente: "Art. li — Las tierras de pro​piedad pública, cuya enajenación por la ley de 16 de febrero es prohibida en todo el territorio del Estado, se darán en enfiteusis durante el término cuando menos de veinte años, que empezará a contarse desde el li de enero de 1827.

Art. 2º — En los primeros diez años el que las reciba en esta forma pagará al tesoro público la renta o canon correspondiente a un 8 por ciento anual sobre el valor que se considere a dichas tierras, si son de pastoreo, o un 4 por ciento si son de pan llevar.

Art. 3º — El valor de las tierras será graduado en términos equitativos por un lury de cinco propietarios de los más Inmediatos, en cuanto pueda ser, al terreno que ha de justipreciarse, o de tres en caso de no haberlos en aquel número.

Art. 4º — El gobierno reglará la forma en que ha de ser nombrado el jury de que habla el articulo anterior, y el juez que ha de presidirlo.

Art. 5º — SI la avaluación hecha por el jury fuese reclamada por parte del enfiteuta o por la del fisco, resolverá definitivamente un segundo jury, compuesto del mismo modo que el primero.

Art. 6º — La renta o canon que por el artículo 2» se establece, empezara a co​rrer desde el día en que al enfiteuta se mande dar posesión del terreno.

Art. 7º — El canon correspondiente al primer año se satisfará por mitad en lo» dos años siguientes.

Art. 8º — Los periodos en que ha de entregarse el canon establecido, serán acordados por el gobierno.

Art. 9º — Al vencimiento de los diez años que se fijan en el artículo 2», la Legislatura nacional reglara el canon que ha de satisfacer el enfiteuta en los diez años subsiguientes, sobre el nuevo valor que se graduará entonces a las tierras, en la forma que la Legislatura acuerde".

(24 bis) Sin embargo hay códigos vigentes, como el de Italia (1942) que ad​miten la enfiteusis.

(25) De hecho, los enfiteutas pasaron a ser propietarios. oddone atribuye a la mala aplicación de la ley de enfiteusis, el origen de la burguesía terrateniente ar​gentina.

(26) sarmiento dijo que la enfiteusis habla sido la causa de "todos los tras​tornos, tiranías, confiscaciones y desgracias que hablan pasado por tantos años so​bre Buenos Aires". mitre expresó que el sistema "mantiene la despoblación y está calculado más para aumentar el número de las bestias que el de los hombres". al-beedi también se expresó contra la enfiteusis, considerándolo un sistema anticuado y antieconómico.

En el sentido opuesto pueden citarse las opiniones de palacios, mac kay y Al-briftt; este último, dijo al tratarse la ley 13.995: "Tal vez hubiese sido conveniente volver otra vez a la enfiteusis con algunas reformas que la hagan servir con utili​dad al fin querido y al estado actual de la tierra pública..." (V. Diario de Sesiones üe la Cámara de Diputados, año 1952, ág. 3.243).

(27) El diputado Portillo advirtió que la falta de limitación a las extensiones a entregarse conduciría al latifundio; en nombre del P. E. contestó el Ministro Agüe​ro argumentando que la ley económica natural Impediría el acaparamiento de tie​rras Improductivas por las que se pagaría el canon Igualmente, lo que tornarla Inconveniente tal acaparamiento.

(28) En diciembre de 1831 se sancionó una ley autorizando al gobierno a ven​der tierras para amortizar la deuda pública. En junio de 1832 dicta Rosas un decre​to sobre donación de tierras en la frontera. En noviembre del mismo año aparecen normas estrictas tendientes a percibir el canon de los enfiteutas. En junio de 1834 se dona a Rosas la Isla Chod-le Choel, como premio a su campaña contra los Indios;

al no aceptar la Isla, Rosas recibe sesenta leguas cuadradas de tierras de pastoreo. En octubre de 1834 y luego en abril de 1835 se autoriza la entrega de tierras a los militares que acompañaron a Rosas en su campaña del desierto. En mayo de 1836 se autorizó al P. E. a vender 1.500 leguas cuadradas de tierras dadas en enfiteusis, sin perjuicio de los entiteutas. El 28 de mayo de 1838 Rosas suscribe un decreto reno​vando la enfiteusis por otros diez años, y duplicando el canon, con excepción de las tierras de la zona fértil, que se venderían preferentemente a los enfiteutas. La escasez del erarlo público obligaba a estas enajenaciones. El 9 de noviembre de 1839 se sanciona la famosa Ley de Premios, donándose tierras a los que habían per​manecido fieles en ocasión del alzamiento de Dolores y Monsalvo. Más tarde, el go​bierno constriñe a los enfiteutas a pagar el canon; al no hacerlo, muchos perdieron las tierras.

(29) Luego de Caseros, se dictaron varias medidas tendientes a liquidar la si​tuación creada durante el gobierno de Rosas; no pudo resolverse de una sola vez el problema, a causa de que no era clara la separación entre los propietarios de buena y de mala fe.

(30) En cada ley de provinclallzaclón de territorios nacionales se estableció el traspaso de la tierra fiscal respectiva; las leyes de provincialización han sido: 14.03T (año 1951) respecto del Chaco y La Pampa; 14.294 (año 1954) respecto de Misiones; 14.408 (año 1955) respecto de Formosa, Neuquén, Rio Negro, Chubut y Santa Cruz.

(31) Op. cit.,
pág. 23.

(32) ib., pág.
33.

(33) Jb., pág. 154.

(34) Op. Cit., pAg. 27.

(35) rivarola, mario A., Tierras del Estado. Buenos Aires, 1917, pág. 158/159.

(36) Ib., pág. 163.

(37) Ib., pág. 183.

(38) La Constitución norteamericana dice que "El Congreso tendrá el poder de dictar todas las leyes con respecto al territorio o propiedad de los Estados Uni​dos"; en virtud de tal cláusula, la ley de tierras fiscales se extiende también a los territorios fiscales de los Estados particulares.

(39) El art. 2» de esta ley decía: "A las tribus nómades existentes en el Terri​torio Nacional comprendido entre la actual linea de fronteras y la fijada en el art. lt de esta ley, se les concederá todo lo que sea necesario para su existencia fija y pacífica". El art. Si confiaba a una ley especial la determinación de las extensiones de tierras a entregarse como gratificación a los expedicionarios. Como se ve, la ley procuraba la convivencia pacífica con los indios.

(40) El reparto de tierras luego de iniciado el período constitucional, comenzó con la ley Nº 269 y se consumó con nueve leyes generales, cincuenta y una leyes especiales y siete decretos del P. E. (oddone, jacinto, La burguesía terrateniente ar​gentina. Buenos Aires, 2» ed., 1936, pág. 205). De 119.240.000 Hs. de territorios nacio​nales 41.555.700 fueron mal vendidas a 1.800 personas. Como ejemplo de esta polí​tica puede recordarse la ley Ni 3.053 por la que se transfirieron al señor Adolfo Grümbein un millón de hectáreas.

Según ramos mexía, la mejor ley de tierras, porque logró el objetivo de poblar, fue la que autorizó la expedición al desierto por iniciativa del general boca. (La colonización oficial y la distribución de las tierras públicas. Buenos Aires, 1921, pág. 76).

(41) cárcano, miguel ángel, (Evolución del régimen de la tierra pública, 2» ed.. Buenos Aires, 1925) resume asi los sistemas de la ley Avellaneda: "a) Coloniza​ción directa por el Estado en territorios nacionales y en tierras cedidas por los gobiernos de provincia; b) Colonización Indirecta, sirviéndose de empresas particu​lares, en tierras ya mensuradas y divididas, o en lugares que no hubieran sido ex​plorados; c) Colonización por Iniciativa Individual; d) Colonización de los gobierno» provinciales estimulados por el gobierno de la Nación; e) Colonización por particu​lares amparados por el gobierno" (pág. 202).

(42) cárcano (op. cií.), señala cuatro períodos en la vigencia de la ley Ave​llaneda: Iniciación, especulación, liquidación y olvido. "El primer período desde 1876 a 1885, significa el ensayo, la improvisación, las dificultades; el Impulso, la su​gestión, el ejemplo... La especulación, que abarcó desde 1885 a 1889, fue la defor​mación del contenido por la ausencia de todo contentor... El período de liquidación abarcó desde 1890 a 1896. Era la deformidad por la completa reacción, caracterizada por un cambio en el ambiente y el concepto de la mano directora... El final es siem​pre resultado del olvido. Faltaba el entusiasmo, que destruyó la critica y la utilidad que aportaron nuevas leyes..."

(43) En vista del éxito del Homestead norteamericano, en octubre de 1884 se san​cionó la ley del hogar, que no tuvo arraigo; fue substituida luego por la ley Nº 10.284. En setiembre de 1885 se sancionó la Ley de Premios, para gratificar con tie​rras del sur a quienes participaron en la campaña del desierto; no se entregaron tierras, sino títulos negociables, lo que dio lugar a la especulación.

(44) cárcano (op. ctt., pág. 417 y sigtes.) conforme a la ley distingue estas tie​rras: 1º) Reservadas, agrícolas y mixtas; 2°) Tierras a vender en remate público;

3') Tierras que el P. E. podrá vender directamente; 4») Tierras que se darán en arrendamiento, con opción a compra de la mitad; 5°) Tierras inenajenables, por contener depósitos minerales; 6") Tierras de yerbales, que el P. E. podrá vender o arrendar procurando el afincamiento de la población; 7f) Tierras con bosques, que podrán ser concedidas en explotación hasta 10.000 Hs. y por el plazo máximo de 10 años.

(45) Ninguna persona o sociedad podría adquirir más de cuatro solares o dos lotes agrícolas y uno pastoril, ni mas de 20.000 Hs. en compra o arrendamiento <art. 2»).

(46) Los excelentes propósitos de la ley 4.167 no se concretaron. "El principal defecto de la ley 4.167 es que no distingue los elementos que llama a poblar los campos 

fiscales: el trabajador y el capitalista. Ambos están sometidos a Idénticas reglas severas, que alejan a aquél. Queda en posesión de la tierra el dinero, que siempre va acompañado de las Influencias y favores. Es la característica de casi to​das nuestras leyes agrarias". (cárcano, op. cit., pág. 429).

(47) La Suprema Corte de Justicia, al expedirse sobre una cuestión de est» índole en un fallo del 5 de octubre de 1930, expresaba: "Una operación equívoca sobre las tierras del patrimonio nacional, no sería acto legítimo, sino de especula​ción y de retardo evolutivo, con perjuicio del acervo fiscal y de la prosperidad del país" (Fallos, t. 158, pág. 357). En otro fallo, del año siguiente, la Corte dijo: la explotación personal es "requisito Indispensable exigido por nuestras leyes de colo​nización para que los pobladores de territorios nacionales respectivos puedan gozar de los beneficios de aquéllas, llevando al mismo tiempo a la tierra desierta, la do​ble acción de poblar y de crear fuentes de riqueza. (Fallos, t. 162, pág. 278).

Acerca de las atribuciones del P. E. para disponer la caducidad de concesiones de tierras fiscales, véase el fallo de la Corte Suprema de Justicia dictado el 24-DC-58 en la causa 'De Seze, Román M. J. c/ gobierno nacional", en Jurisprudencia Argentina, 1959 - II pág. 243, con nota de beatriz dalttrzo.

(48) El respectivo mensaje del P. E. explica los propósitos: "El proyecto se Ins​pira en dos conceptos fundamentales. El primero es que la tierra pública debe ser destinada a fomentar con su producto las reglones en que se encuentra ubicada, siempre que por sus condiciones no convenga más dedicarla a provocar la atracción de grandes masas de Inmigrantes. El segundo, que la base esencial del desenvolvi​miento de un país es la multiplicación sistemática de las vías de comunicación In​dispensables para el comercio, en su triple aspecto de terrestres, fluviales y maríti​mas". (Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores, año 1906, t. I, pag. 66 y sietes.).

(49) Véase lo expuesto al tratar la enfiteusis rivadaviana.

(50) cobos, nobberto B., Las leyes de tierras fiscales en los Estados Unidos y en la República Argentina. Buenos Aires, 1916, pág. 16.

(51) Anteproyecto de Reforma del Código CIvU, t. ni. Buenos Aires, 1940, en no​ta al art. 3.044.

(52) Incisos 3», 4» y 5» del art. 1.941.

(53) Op. cit., pág. 128.

(54) Op. cit., pag. 31 y 37.

(55) En el proyecto de ley Incluido al final de su obra citada.

(56) En el proyecto que Inserta al final de su obra citada.

(57) Op. cit., pág. 128.

(58) Ib., pág. 147.

(59) Ib., en nota, pág. 152.

(60) pérez llana, Op. cit., pág. 133/139.

(61) pebeda, horacio V., Tierra, propiedad y arrendamiento. Buenos Aires, El Ateneo, 1936. pág. 45.

(62) Reglamentado por Decreto 21.915/56, el que a su vez fue modificado por el Decreto 13.658/57.

(63) Ya el Código Civil (art. 1361, Inc. 5°) prohibía a los empleados públicos la compra, aunque fuese en remate público, de los. bienes de cuya administración o venta estuviesen encargados.

(64) Op. cit., pég. 89/90. 

(65) Ib., pág. 95.
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PRIMERA PARTE

I. LA COLONIZACIÓN, OBRA DE PROGRESO SOCIAL

Colonizar es fijar en un terreno la morada de sus cultiva​dores, según una vieja y simple definición. Pero, además, es mejorar las condiciones de vida y la técnica de explotación. El primer objetivo puede provocar la subdivisión de algunos campos, pero ello no autoriza a decir que colonizar y subdividir sea lo mismo.

La colonización puede ser entendida, también, como la obra de extensión del trabajo agropecuario a zonas inexplotadas;

cuando se habla de la colonización de América y aún de la co​lonización interior en nuestro país —como el caso de los colo​nos galeses o el de los contratados por Aarón Castellanos— se piensa en este tipo de colonización.

Aunque sean términos muy conexos, no siempre se iden​tifican colonización y reforma agraria. La apreciación depende de lo que se entienda por colonización y de lo que se entienda por reforma agraria.

Por lo pronto, el término "reforma" significa un cambio que, en nuestra materia, debe ser fundamental y supone una si​tuación anterior que se estima injusta; pero, luego del cambio operado no se justifican otros cambios y, por lo tanto, la pala​bra pierde sentido. Empero, la obra de colonización es persis​tente porque significa incorporación de tierras a un sistema de mayor eficacia económica y elevación cultural y social de quie​nes las trabajan, y no supone necesariamente un estado ante​rior de injusticia, sino que puede no haber existido ninguno; tal sería el caso de la actual colonización de tierras en Israel, en que no hay "reforma" sino "comienzo".

Si por colonizar se entiende simplemente subdividir cam​pos, esta operación satisface a quienes consideran que la refor​ma agraria consiste también en parcelar; colonización y refor​ma se identifican, en este punto de vista.

Si, en cambio, el plan colonizador comprende la redistri​bución de tierras, la equitativa regulación de su uso, la deter​minación de sus extensiones máximas y mínimas, la dotación de elementos técnicos, la prestación de servicios educacionales •y sanitarios en el ambiente rural, la facilitación del crédito y generalización del seguro... entonces puede decirse que se trata de una verdadera reforma agraria que, como tal, durará el tiem​po que demande el cambio, para luego convertirse en situación normal. Nuestra ley No 12.636 siguió este criterio amplio acerca oe la colonización.

La colonización será obra de progreso social en un país en que resulte necesario arraigar a la población rural, mejorar su nivel de vida y elevar la eficiencia técnica en las explotaciones agropecuarias. Salvo muy raras excepciones, es opinión generalizada que el caso argentino reúne estas características y que, por lo tanto, colonizar es realizar obra de progreso social.

La opinión contraria centraliza sus ataques a la subdivisión de los campos afirmando que —cuando éstos se hallan bien ex​plotados— no se justifica el dividirlos para entregarlos a ter​ceros en propiedad. Veremos más adelante que en realidad es menester fijar un orden en cuanto a las tierras a colonizar; pe​ro, desde ya, cabe afirmar que el factor "eficiencia técnica" o "rendimiento económico" no basta para satisfacer el bien común o progreso social; la efectivización del derecho de todos —los que deseen y merezcan— a ser propietarios de una parcela, y la tranquilidad y equilibrio sociales que significan la multipli​cación de propietarios, son valores que (sin perjuicio de otras consideraciones) superan en jerarquía al valor puramente eco​nómico del "rendimiento". Por otra parte hay ejemplos de paí​ses con tierras muy subdivididas cuyo alto rendimiento les per​mite exportar y competir con ventajas (Dinamarca, entre ellos).

II. OBJETIVOS DE LA COLONIZACIÓN EN LA ARGENTINA

El programa colonizador argentino debe procurar corregir los errores a que ha dado lugar la despreocupación gubernativa, o la impotencia de los poderes públicos, respecto de la apropia​ción de la tierra y de la radicación de la población. En líneas generales, la colonización debe tender a: 1) mejorar la distribu​ción de la propiedad; 2) mejorar la distribución de la población;

3) incorporar nuevas tierras al cultivo. Dentro de este progra​ma amplio caben objetivos más concretos, algunos de los cuales pasamos a señalar:

a) Disposición de la tierra pública. El Estado argentino ha venido siendo el primer gran latifundista. En tiempos de Ave​llaneda mantenía en su poder 120.000.000 de hectáreas; en 1950 le quedaban aún 76.000.000, de las cuales una parte se hallaba arrendada y otra entregada a título precario. Es verdad que en todo tiempo el Estado ha procurado entregar a los particulares la propiedad de la tierra fiscal; pero deficiencias legales o tor​cidas interpretaciones han hecho fracasar reiteradamente este propósito.

La aplicación de la ley de tierras públicas ha estado a cargo, en el orden nacional, de la Dirección General de Tierras. Originada en la ley Avellaneda (No 817), en cuya virtud se creó la Oficina Central de Tierras y Colonias (el 10/XI/1880) dependiente del Ministerio del Interior, pasó luego a depender del Ministerio de Agricultura (creado por ley No 3.727 del año 1898); se llamó entonces División de Tierras y Colonias, y más tarde Dirección de Tierras. La ley de colonización No 12.636 dispuso su incorporación al Consejo Agrario Nacional, organismo que en lo sucesivo tendría a su cargo la aplicación de las leyes de tierras públicas (art. 77); se adoptaba, de esta manera, el acertado criterio de encarar la política colonizadora con unidad de dirección, ya se tratase de tierras fiscales o de otras colonizables. El P. E. trató de cumplir lo ordenado por la ley, mediante el Decreto No 126.989 (del 4-VIII-1942); pero al poco tiempo se suspendió la incorporación prevista (Decreto No 151.074 del 29-V-1943). Al año siguiente se produce otra rectificación y se lleva a cabo el tras​paso de la Dirección al Consejo Agrario Nacional (Decreto No 27.838 del ll-X-1944), pero el Decreto No 9.658 (del 2-V-1945, ratificado por ley No 12.921) expresamente derogó el art. 77 de la ley No 12.636; el Decreto No 14.959 (del 24-V-1946), que reestructuró al Banco de la Nación, por su parte también insistió en la derogación de dicho art, 77 (art. 26). Consiguientemente, la aplicación de las leyes de tierras fiscales seguiría a cargo de la Dirección de Tierras dependientes del Ministerio de Agricultura, en tanto que las demás funciones colonizadoras quedaban en manos del Banco de la Nación (1); esto equivalía a implantar dos cri​terios distintos acerca de un mismo problema.

El buen camino ha sido retomado mediante el Decreto No 882 (del 21-1-1959) dictado por el P. E. en base al art. 35 de la ley orgánica de los ministerios (No 14.439) que le autoriza a reestructurar reparticio​nes y servicios oficiales; en virtud de esta medida la Dirección General de Tierras ha sido incorporada al Consejo Agrario Nacional, en vista de sus funciones afines. Las leyes de colonización y las referentes a tierras fiscales nacionales serán aplicadas, en lo sucesivo, por una sola autoridad administrativa: el Consejo Agrario Nacional.

b) Colonización interior. El país se resiente también por la despoblación de su interior. Más de la quinta parte de la pobla​ción se apretuja en el Gran Buenos Aires, donde se concentra el abanico económico y demográfico sobre el cual llamaba bunge la atención. Los aportes inmigratorios se radicaron en la zona del litoral. Caminos, ferrocarriles, servicios públicos en gene​ral, se trazaron con vistas a su concentración en Buenos Aires; paralelamente, la industria y el comercio se asentó en la ciu​dad mejor dotada, en lugar de repartirse por toda la Repú​blica. El interior quedó prácticamente librado a su suerte; sin la ayuda de la inmigración, su crecimiento demográfico se de​bió casi exclusivamente al aumento vegetativo que acusó ge​neralmente mejores cifras que las ciudades del litoral.

De esta manera, si bien superada por la población urbana, la población rural de la zona del litoral de la República aumen​tó siempre considerablemente, en tanto que se mantuvo casi estacionaria la población rural del interior.

Población y riqueza se complementan; por eso corren pa​rejas en la zona del litoral, mientras que el interior despobla​do es al propio tiempo pobre. Pero no naturalmente pobre, sino jnexplotado.

La economía y el orden social del país se perjudican con esta desigualdad. La colonización ha de procurar remedio a es​te problema, propendiendo a la población de los campos del interior del país, como enuncia en su art. 1° la ley NQ 12.636.

c) Incorporación de nuevas tierras. Más de cien millones de hectáreas, aptas para el cultivo, no se trabajan. En otros ca​sos, tierras que rendirían magníficamente mediante explotación agrícola y granjera son destinadas a brindar pastos naturales, en un sistema primitivo de ganadería latifundista en que están ausentes la técnica, la vivienda adecuada y la atención cultural de los escasos y mal remunerados pobladores. Colonizar signifi​caría, en estos casos, pasar a una economía agrícola-ganadera y con cierta industrialización local, elevando el nivel económico, cultural y social.

d) Eliminación del latifundio. Aparte de la distinción en​tre latifundio geográfico y latifundio social en el sentido que .señalaba bunge, es menester tener en cuenta otros dos aspec​tos en que se presenta el problema del latifundio: uno es el la​tifundio racionalmente explotado por varios colonos, y otro el latifundio inexplotado. El primero satisface el objetivo econó​mico: producir; el segundo no satisface ninguno. Pero a pesar de ser racionalmente explotado, el latifundio debe ser parcela​do porque la función social de la tierra se cumple acabadamen​te cuando es de quien la trabaja.

De acuerdo al tipo de latifundio, distinto ha de ser el cri​terio legal para su eliminación. La tierra inexplotada implica una substracción de riqueza a la comunidad, y principalmente a quien necesita esa tierra para trabajarla; la ley ha de ser severa con el propietario que abusa de su derecho y por lo mis​mo va dejando de ser verdadero propietario a medida que más avanza en su abuso. La tierra que, en cambio, se ofrece para la explotación por medio de terceros, debe ser objeto del corres​pondiente pago en caso de expropiación.

En nuestro país no prosperará la obra colonizadora que se realice en base a tierras que los particulares ofrezcan espon​táneamente en venta al Consejo Agrario Nacional o a entes pro​vinciales para que estos organismos las parcelen y entreguen en venta a los labriegos. Los propietarios prefieren seguir sién​dolo porque la tierra es un valor en alza continua y significa un seguro rubro para la especulación; sólo en el caso de que se sancionen leyes —necesarias y esperadas— reguladoras del uso justo de la propiedad agraria, podrá calcularse que quienes no estén en condiciones de cumplir con las exigencias legales se dispongan a vender sus tierras a una institución colonizadora.

La parcelación de los latifundios ha de servir no sólo para convertir en propietarios a los arrendatarios o aparceros que los trabajan, sino para dar tierra a muchos agricultores que buscan ubicación y no hallan campos para trabajar, ni siquiera para arrendar. La aplicación del régimen de excepciones a la pró​rroga dispuesta por los arts. 3ºy 4° de la ley Nº 14.451 de arren​damientos y aparcerías rurales demuestra que en este país de enormes extensiones despobladas hay agricultores que no en​cuentran tierra para comprar ni para arrendar; en efecto: mu-phas sentencias condenando a arrendatarios al desalojo porque el propietario de su tierra quiere explotarla personalmente, no se han hecho efectivas porque el arrendatario a su vez no tiene dónde ubicarse. Esta deficiencia implica una doble pérdida para la economía agraria: en primer lugar, porque no permite la ra​dicación de un productor agropecuario más, y en segundo lugar porque demora la posibilidad de que el propietario trabaje su tierra (1bis).

e) Acceso a la propiedad. Propiedad rápida y barata, tal como lo reclamaba avellaneda, ha de ser el programa de una eficaz colonización. La propiedad en sí misma lleva escaso alicíente si significa para el agricultor endeudarse para toda su vida, legando a sus hijos la obligación de pagar la tierra luego de haberla trabajado durante años y años; el alargamiento del plazo para pagar no es, pues, una solución efectiva. Propiedad rápida y barata quiere decir que en poco tiempo el adquirente la puede pagar, y que el monto de la operación sea relativa​mente bajo; ambas condiciones son correlativas (2).

f) Limitaciones a la disponibilidad de la tierra. Demues​tra la experiencia que, dejada la propiedad librada a la plena disposición del adquirente, existe el peligro de que vuelva a concentrarse en pocas manos, o bien se subdivida de manera tal que resulte antieconómica. De ahí que las modernas legis​laciones, y aún algunas constituciones, prevean la formación de la unidad económica indivisible; tal ocurre con las leyes 12.636 y 14.392.

Es curioso observar que con estas limitaciones se vuelve de alguna manera al sistema del mayorazgo. El mayorazgo tendía, según es sabido, a perpetuar la propiedad en el cabeza de fa​milia, para evitar su disgregación; en tal sentido, significa un derecho pero también un deber para el beneficiario. Con la Re​volución Francesa y legislación consiguiente, desaparecieron los mayorazgos, liberándose la tierra; los excesos han hecho que de alguna manera se vuelva a la vieja institución, no como re​torno al privilegio sino atendiendo a la función social de la propiedad.

Pero así como el antiguo mayorazgo obligaba a los segun​dones a dedicarse a otras ocupaciones, al verse eliminados de la herencia paterna, así también el nuevo sistema de la unidad económica crea el problema consistente en la eliminación de aquellas personas a las cuales se deja de lado una vez desapa​recido el titular de dicha unidad. En una familia de matrimo​nio y cinco hijos, p. e., fallecidos los padres la unidad econó​mica quedará a cargo de uno de esos hijos; los demás se ve​rán excluidos, con perspectivas de que ingresen al caudal de la población urbana. La legislación deberá ocuparse en dar solución a esta posible situación, que significa a la vez una injusti​cia y un peligro.

g) Transformación de arrendatarios en propietarios. Un arrendatario excesivamente amparado es un propietario menos. Las leyes de arrendamientos han de dictarse en función de las leyes de colonización de modo tal que cuanto más fácil sea el acceso a la propiedad agraria, menor sea la protección dispen​sada al arrendatario. Corolario de esta afirmación es esta otra conclusión: el problema de los arrendamientos es fruto de la íalta de solución al problema de la colonización.

Debe asignarse al arrendatario el derecho y el deber de adquirir la propiedad que trabaja. Derecho a adquirirla, cuan​do transcurrido un plazo relativamente largo el propietario no se avenga a venderla voluntariamente (3); y obligación de comprarla cuando se compruebe que tiene medios suficientes —depósitos bancarios por ejemplo— y el propietario esté dis​puesto a enajenarla (4).

No toda obra de colonización está a cargo exclusivamente del gobierno; éste puede colonizar también indirectamente, constriñendo a los particulares a comprar y vender, según sea el caso.

La legislación podría incorporar provechosamente las fi​guras del tanteo y del retracto, previstas ya en el antiguo de​recho castellano y que se mantienen en la legislación española y en algunas otras de Europa (5).

III. LOS SISTEMAS DE COLONIZACIÓN

Suelen distinguirse dos sistemas generales de colonización:

oficial y privado; a su vez, el sistema privado puede ser: por empresas e individual; y el sistema por empresas puede reali​zarse: por entidades sociales y sin ánimo de lucro, o por socie​dades comerciales. El sistema oficial admite dos aspectos: la colonización de tierras fiscales, y la colonización de tierras pri​vadas que adquiere para vender. En resumen, los tipos de colo​nización generalmente mencionados son:

a) Tierras fiscales
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COLONIZACION


                                         
a) Sin fin de lucro

Por empresas

                 

PRIVADA       

b) Con fin de lucro

Individual


También puede hablarse de métodos directos y métodos indirectos de colonización; directos son los enunciados precedente​mente; indirectos son aquéllos que provocan o ayudan a la co​lonización pero que no la realizan por sí mismos. Métodos in​directos serían, entre otros, los siguientes: 1) la rebaja en los precios de arrendamientos y porcentajes de la aparcería; 2) el aumento de los impuestos inmobiliarios sobre tierras que no se explotan personalmente; 3) el otorgamiento de créditos espe​ciales para la adquisición de la parcela propia; 4) la obligación, para el arrendatario, de comprar la tierra que explota, en cier​tas circunstancias; 5) la obligación, para el propietario, de ven​der al arrendatario la tierra arrendada, luego de un tiempo re​lativamente largo; 6) el derecho de tanteo y de retracto a fa​vor del arrendatario o aparcero.

La colonización oficial. Partiendo del período constitucio​nal, la política colonizadora organizada se inicia con la ley Avellaneda que, al propio tiempo, se ocupaba de reglamentar la inmigración. avellaneda, partidario de entregar la tierra en propiedad, y propiedad irrevocable, incluyó en la que sería su ley todo tipo de colonización; por habernos referido ya a esta ley, no insistimos acerca de los motivos de su fracaso parcial.

La ley 4.167, de tierras públicas, también fue una ley de co​lonización; no puede hablarse de un resultado satisfactorio en la aplicación de esta ley, como lo indica la enorme cantidad de tierra fiscal de que no se ha dispuesto, como también la existen​cia de pobladores al margen de la ley y en gran número.

Dejando de lado algunas disposiciones que podrían califi​carse como indirectamente encaminadas a colonizar, no se llega a emprender una efectiva obra en este sentido sino recién con ]a sanción de la ley 12.636 de que nos ocuparemos más adelante.

La obra colonizadora de las provincias fue escasa; la inicia​tiva individual ha sido el principal factor en la población de los campos de Buenos Aires, Santa Fe, Córdoba y Entre Ríos. Actualmente, y aparte de contar algunas con leyes propias so​bre colonización, las provincias están adheridas al régimen de la ley nacional.

La colonización por empresas. El origen de este sistema es privado; pero la ley Avellaneda lo acogía, y aun lo mantenía la ley 12.636 (art. 7", inc. f): el Consejo Agrario Nacional podía "celebrar, con aprobación del Poder Ejecutivo, convenios con grupos de familias de agricultores residentes en el extranjero, para radicarlos en la República mediante contratos de compra​venta o de arrendamientos, con sujeción a las condiciones esta​blecidas por esa ley. También podía celebrar con los mismos fines, iguales convenios con empresas privadas o instituciones de reconocida solvencia y responsabilidad, dando preferencia a las entidades que no persigan fines lucrativos, y establecer relacio​nes con la Organización Internacional del Trabajo, e institucio​nes internacionales similares, a fin de convenir la mejor manera de establecer y radicar en las zonas de colonización a agriculto​res inmigrantes". La ley posterior, 14.392, ya no contempla las empresas privadas, aunque sí las otras formas de contratación (art. 3°, inc. n;.

De entre las empresas colonizadoras que han actuado en naestro país se citan por la efectividad de su obra la "Jewish Colonisation Association" y la "Compañía Ítalo-Argentina de Colonización"; la primera tuvo por fin la radicación de familias judías, principalmente en Entre Ríos; la segunda, de inmigrantes italianos, destacándose la labor realizada en la población de Río Negro.

Colonización individual. Si no tuviera otro mérito este sis​tema de colonización, bastaría para prestigiarlo el hecho de que la primera colonia agrícola argentina tuvo origen en un contra​to celebrado en 1853 entre el gobierno de Santa Fe y el señor Aarón Castellanos (6), en virtud del cual llegaron al país los in​migrantes que constituyeron la colonia de Esperanza. La colonia San José, fundada por Urquiza en 1857, también obedeció a un esfuerzo individual, como lo había sido el de Augusto Brougnes en Corrientes. De iniciativa individual fue también la coloniza​ción galesa en la patagonia, así como muchos otros esfuerzos colonizadores que fructificaron sobre todo en la zona cerealera del país.

En la actualidad este tipo de colonización sólo tiene interés histórico; las circunstancias han variado fundamentalmente y uo podría encomendarse a un particular una tarea que por su magnitud debe estar a cargo del gobierno.

La colonización privada, sin embargo, subsiste en las leyes como posible v alentada (arts. 70 a 72 de la ley Nº 14.392 y al​gunas constituciones de las nuevas provincias).

IV. ATRIBUCIONES DE LA NACIÓN Y DE LAS PROVINCIAS

La Constitución nacional no es muy explícita en materia de colonización. Las disposiciones que se refieren concretamente al tema son: 1) art. 67, que encomienda al Congreso de la Na​ción "disponer del uso y de la enajenación de las tierras de propiedad nacional" (inc. 4º) y promover "la colonización de tierras de propiedad nacional" (inc. 16); 2) art. 107, según el cual las provincias pueden promover "la colonización de tierras de propiedad provincial".

Creemos que los constituyentes tuvieron en cuenta las tie-nas sin propietario particular, las tierras fiscales; su coloniza​ción correspondería a la Nación o a las provincias, según el lu​gar en que se hallasen.

La ley Avellaneda (Nº 817), particularmente interesante porque fue sancionada pocos años después de la Constitución, encara la colonización de territorios nacionales solamente; en cuanto a la colonización en provincias, la deja en manos de las autoridades y leyes locales, aunque prevé la concurrencia de la Nación con fines de apoyo (art. 121 y sigtes.).

Con la provincialización de los territorios nacionales (salvo Tierra del Fuego. Antártida e Islas del Atlántico Sur), la Na​ción ha quedado casi sin tierras fiscales; la colonización de las mismas ha pasado a ser preocupación provincial (art. 107 C. N.).

Pero el problema sigue planteado en el siguiente aspecto:

respecto de tierras que ya han salido del dominio del Estado y que pertenecen a los particulares conforme a la Constitución y leyes consecuentes, ¿qué atribuciones tienen la Nación y las provincias en materia de colonizacióNº ¿Puede la Nación colonizar tierras ubicadas en provincias, e incluso expropiar campos privados situados en éstas? ¿No corresponde a las provincias, con exclusividad, colonizar las tierras (fiscales o privadas) si​tuadas dentro de sus límites?

A nuestro juicio, la colonización del país —de todo el país— es materia concurrente. La colonización es obra de progreso co​mún; la Constitución Nacional (art. 67, inc. 16) encarga al Con​greso "proveer lo conducente a la prosperidad del país, al ade​lante y bienestar de todas las provincias..."; similares objetivos se asignan a Ins provincias (art. 107), que conservan todo el poder no delegado al gobierno federal (art. 104). Por lo tanto, pueden coexistir planes nacionales y provinciales de coloniza​ción, debiendo armonizarse su aplicación mediante convenios o el sistema de adhesión.

V. ETAPAS EN LA OBRA DE COLONIZACIÓN

Es evidente que el Estado debe colonizar, ante todo, sus propias tierras; así surge de las normas constitucionales que expresamente se refieren a ellas.

En segundo lugar, deben ser objeto de colonización (previa expropiación si no hubiera otro medio) los campos particulares malamente explotados, a cuyo respecto puede decirse que no cumplen con las cargas inherentes al derecho de propiedad. Quien no satisface las exigencias derivadas del derecho de do​minio no tiene —correlativamente— derecho a ser protegido en tal dominio; porque, en tal caso, la propiedad ha perdido su ra​zón de ser.

En tercer lugar, correspondería reducir los latifundios, aun​que estuviesen bien explotados. Se suele propiciar, dentro de esta categoría, gradaciones distintas según la calidad de los pro​pietarios; así por ejemplo, se auspicia empezar por los latifun​dios pertenecientes a sociedades anónimas u otras sociedades áe capital preponderantemente (artículo 14, ley 14.451; consti​tuciones provinciales de Neuquén, art. 240; Chubut, arts. 68 y 69; Formosa, art. 40). A esta discriminación se le ha objetado que implica violar la garantía constitucional de igualdad ante la ley (art. 16, Constitución Nacional); pero, a nuestro juicio, no existe tal violación por cuanto a todas esas entidades se las trata en pie de igualdad; y su diferenciación con otras categorías de propietarios se explica razonablemente porque conviene que sean personas físicas o sociedades en que predomine el factor “trabajo" las que posean la tierra, bien natural, limitado y pre​existente sobre cuyo destino y explotación ha de velar el Es​tado.

Pero esta prelación no debe tomarse con carácter absoluto;

porque pueden darse casos concretos en los cuales se justifique la expropiación de un latifundio determinado (porque obstruye el desenvolvimiento de una zona, o porque sus propietarios re-oiden en el extranjero y son ajenos a la explotación, etc.), mien​tras que, por otra parte, el Estado sigue poseyendo tierras fis​cales en otros lugares. La regla general puede ceder ante situa​ciones particulares, pero la excepción debe estar bien determi​nada en la lev para evitar arbitrariedades.

La segundad jurídica exige que exista un orden, y que los propietarios de tierras sepan o puedan saber en qué circunstan​cias (de tiempo, modo, condiciones) sus bienes serán expropia​dos. De lo contrario, se implantaría el criterio de la incertidumbre, que es contrario a la seguridad jurídica, valor integrador, a su vez, de (os objetivos del Derecho. De aquí que las expro​piaciones aisladas, ausente u olvidada una ley general de colo​nización, sean criticables.

Por razones de eficiencia técnicoeconómica tal vez conven​ga exceptuar de la expropiación a las explotaciones "modelos", mientras haya en el país —como hay— tanta otra tierra colonizable; pero ni aun así debiera ser absoluta esta excepción.

VI. COLONIZACIÓN Y EXPROPIACIONES

El problema de la expropiación ha sido analizado extensa​mente en conocidas obras especializadas, en comentarios cons​titucionales y en textos de derecho administrativo. Fácil, pero sobreabundante, resultaría transcribir opiniones acerca de la "uti​lidad pública", naturaleza de la expropiación, autoridad expro​piante; calificación de la utilidad pública, etcétera.

Sin embargo, es notoria, en casi todos los tratadistas de la materia, la ausencia de comentarios acerca de la colonización, como obra de utilidad pública. Generalmente se ha venido ha​ciendo alusión a obras tangibles destinadas al uso general (edi​ficios públicos, canales, carreteras, etc.). Pero en la actualidad se entiende, casi sin discrepancias fundamentales, que —como dice el art. 1° de la ley de expropiaciones 13.264— en el concepto de utilidad pública se comprenden "todos los casos en que se persi​ga la satisfacción de una exigencia determinada por el perfec​cionamiento social".

Debe resolverse, pues, si la colonización es una exigencia determinada por el perfeccionamiento social. La respuesta es afirmativa, por las razones ya expuestas.

En consecuencia, es posible expropiar un campo con destino a la colonización.

Se objeta que la expropiación por causa de utilidad pública supone el desposeer a alguien para entregar al uso de la colecti​vidad; y que, en cambio, en la colonización no se cumple tal re​quisito esencial: ya que implica quitar a uno (particular) para entregar a varios (pero también particulares); no habría utili​dad pública sino privada. Pero ocurre —se responde— que la aludida "utilidad" está en la obra (colonización), prescindiendo de la persona individual del beneficiario a quien se adjudica el lote colonizable. No es el primer caso en que el dominio de un particular cede ante el interés general encarnado en otro parti​cular; es así como, según el Cód. de Minería, el minero puede expropiar a sn favor (y él es un simple particular) el terreno o superficie de la mina, que pertenece a otro (art. 42, Cód. de Mi​nería). La utilidad general se refiere, en este ejemplo, a la ex​plotación minera en general, y no a tal o cual minero. Y en el caso de la colonización la utilidad existe en la obra económico-social en sí misma, más que en el beneficio de los adjudicatarios particulares.

VII. DETERMINACIÓN DE LOS INMUEBLES A EXPROPIAR

Se discute acerca de si la ley que califica la utilidad públi​ca debe concretar el bien sujeto a expropiación, o si basta una una alusión genérica en base a la cual el Poder Ejecutivo proceda a expropiar los bienes encaminados a realizar esa obra y que la ley ha sujetado a expropiación.

Hay general asentimiento en considerar que no es imprescindible determinar en la ley los bienes afectados; pero este asentimiento de los autores, e incluso de la jurisprudencia, suele referirse a los casos en que la obra es bien determinable o está determinada en planos (una línea ferroviaria, un edificio, una calle, un parque, etc.). En estos ejemplos, la ley califica la utilidad pública y el Poder Ejecutivo determina (acto adminis​trativo) los bienes a expropiar.

El caso de las expropiaciones para colonizar es distinto, ya que la obra a realizar (colonización), tomada en toda su ampli​tud, no es determinable. Así, dentro del objetivo colonizador tan​to puede entrar un campo situado en la Prov. de Santa Cruz co​mo otro en la Prov. de Córdoba, tanto una estancia de Buenos Aires como una extensión baldía del norte de Santa Fe, tanto un inmueble destinado a ganadería como otro dedicado a agricul​tura, etcétera La indeterminación es amplia y, entonces correla​tivamente, la facultad del Poder Ejecutivo casi no tiene límites.

Veamos someramente lo que al respecto han establecido o establecen leyes y proyectos de colonización:

a) La ley de colonización 12.636 disponía que: "...se declara de uti​lidad pública la tierra que el Consejo Agrario Nacional, con la aproba​ción del Poder Ejecutivo, juzgue preciso incluir en los planes coloniza​dores" (art. 12). La expropiación la realizaba el Consejo, previa apro​bación del Poder Ejecutivo.

b) La ley 14.392, vigente, dispone que en caso de no contarse con fierra suficiente, "el Poder Ejecutivo solicitará la autorización del Con​greso nacional para expropiar la que sea necesario incluir en los planes de colonización, siempre que no fuera objeto de explotación agraria racional" (art. 15). Y el decreto-ley 2964/58 agregó este párrafo: "En este último supuesto será necesario también para exceptuarse de la ex​propiación que la misma sea realizada directamente por el titular de su dominio, cónyuge o parientes en línea directa, o colaterales hasta se​gundo grado" (art. 3°).

c) En la ley 14.451 (de prórroga de arrendamientos y aparcerías) se da autorización genérica al Poder Ejecutivo para expropiar inmuebles cuyos propietarios sean sociedades anónimas o arrendadores de cuatro o más arrendatarios o aparceros, que no se avengan a vender la tierra a sus ocupantes; para ello "se declaran de utilidad pública y sujetos a expropiación todos los predios rurales respecto de los cuales concurran las circunstancias previstas en este artículo" (art. 14).

d) En el proyecto de nueva ley de colonización (despacho aprobado el 23 de setiembre de 1958 por las comisiones de Agricultura y Ganade​ría, Finanzas y Presupuesto y Hacienda, de la Cámara de Diputados de la Nación) se prevé que el Consejo Agrario Nacional podrá expro​piar, con aprobación del Poder Ejecutivo, las tierras que "sean necesa​rias a los fines del cumplimiento de los planes colonizadores, a cuyo fin se les declara de utilidad pública" (art. 36), exceptuándose algunos casos en el art. 37.

Declaraciones genéricas de utilidad pública pueden verse también en otras leyes; a título de ejemplo, y vinculadas con el tema, pueden citarse: 1) la ley de defensa de la riqueza forestal (13.273) autoriza al Poder Ejecutivo a expropiar las tierras que sean necesarias para obras de forestación o reforestación, a las cuales se declara de utilidad pú​blica (art. 2°); 2) el decreto-ley que establece el régimen de vialidad na​cional (505/58) dispone lo mismo en relación a los caminos.

Por nuestra parte creemos que una autorización genérica e indeterminada, conferida por ley al Poder Ejecutivo, desnatu​raliza la norma constitucional según la cual la calificación de utilidad pública ha de hacerse por el Congreso (art. 17, Cons​titución Nacional). Dentro de esta objeción caen las autorizacio​nes amplias para expropiar todos los campos que sean necesa​rios para llevar a cabo planes de colonización (que no se tienen a la vista, ni existen por ahora).

Es verdad que una ley de colonización que exigiera, para cada caso, una ley especial de expropiación, perdería agilidad y eficacia. Pero no se puede sacrificar la seguridad a la efica​cia Creemos que entre ambos extremos ha de hallarse un cri​terio equilibrado que satisfaga la seguridad jurídica y, a la vez, posibilite la realización de la obra colonizadora.

Para lograr este objetivo creemos que la ley general de co​lonización debiera establecer todo el mecanismo jurídico que sé pone en marcha al colonizar; pero una ley especial, en cada ca​so, debiera ser la que declarase de utilidad pública los campos necesarios para realizar un plan concreto y definido de coloni​zación; no un plan genérico e indeterminado. Esta ley especial dejaría en manos del Poder Ejecutivo la determinación en con​creto de las tierras a expropiar, pero en un marco también con​creto que la ley misma señalaría.

Si el Congreso no está en condiciones ( por falta de antece​dentes, de estudios o de programas) de indicar —en la ley ge​neral de colonización— las obras encaminadas a realizar este objetivo, deberá dejar para leyes particulares la declaración de utilidad pública respecto de los bienes necesarios para lograr de​terminada colonización (por ejemplo: la zona de un canal de riego, concretamente señalada). En resumen: una ley general y orgánica, y tantas leyes particulares cuantos planes particu​lares y concretos se vayan a realizar; estas últimas leyes (par​ticulares) indicarían genéricamente los bienes sujetos a expro​piación y el Poder Ejecutivo los determinaría. Tal es nuestro criterio.

VIII. EL PRECIO OBJETIVO Y PAGO EN DINERO

La Constitución Nacional exige que el propietario del bien a expropiar sea previamente indemnizado. Acerca del precio objetivo del bien, nos remitimos a la abundante bibliografía existente.

Pero últimamente ha tomado cuerpo en las leyes agrarias, y en proyectos, el criterio según el cual los campos expropiados deben ser pagados de acuerdo con su productividad, calculada sobre años anteriores a la expropiación y, a veces, con exclu​sión del valor venal o cualquier otro índice de justiprecio.

Sabido es que hay varias técnicas para tasar un inmueble, y que tal trabajo no es nada sencillo. Todos los criterios técnicos se encaminan a lograr con la mayor aproximación posible el valor real, objetivo; en muchos casos éste se persigue equilibran​do diversos índices (avalúo fiscal, ofertas de partes, precios en operaciones similares, etc.).

En los casos previstos por leyes o proyectos argentinos, se observan estos puntos de vista:

a) En la ley de colonización 12.636 se tenía en cuenta el avalúo fis​cal del inmueble a expropiar y el de sus vecinos similares, y el valor de productividad, en la zona, calculado durante diez años anteriores (art. 14).

b) En la ley 14.392, vigente, de colonización, se dice que se tendrán en cuenta los rendimientos físicos de los últimos diez años, y será fijado conforme con el valor productivo promedio del último quinquenio, rela​cionándolo con el avalúo fiscal y valores venales de terrenos de la zona, en igual período (arts. 9° y 19).

c) El decreto-ley 2964/58, modificatorio de la ley 14.392, dispone que se tendrá en cuenta el valor productivo estimado en función de rendimientos decenales y precios corrientes; y se tendrá en cuenta la valuación fiscal, los valores venales para inmuebles similares, e informes de los bancos oficiales de la zona (art. 2°, modificatorio del art. 9ºde la ley 14.392).

d) La ley 14.451 (de prórroga de arrendamientos y aparcerías rura​les) establece que en los casos de expropiación que la misma prevé, el precio se fijará de acuerdo con la productividad calculada sobre los ocho años precedentes (que pueden ser hasta cinco o hasta diez, según los casos) (art. 16).

e) En el proyecto de reformas a la derogada ley 12.636, en el año 1946, se fijaba como índice la productividad del suelo, pero nunca ma​yor que el avalúo fiscal, asignado previa declaración jurada del pro​pietario.

f) En el aludido proyecto del año 1958, existente en la Cámara de Diputados, se tiene en cuenta el rendimiento físico y el valor productivo promedio de los últimos diez años, más las mejoras económicamente necesarias (art. 34); en ningún caso se tendrá en cuenta el valor venal (art. 38).

No vamos a analizar aquí lo que se entiende por precio ob​jetivo, porque ello insumiría largo espacio. Pero es oportuno, sí, ver si el índice "productividad" de años anteriores es constitu​cional o no lo es. Porque la imposición de un precio justo no emana de la ley sino de la Constitución (6 bis).

Para empezar hay que establecer qué se entiende por "pro​ductividad"; si es la productividad potencial del inmueble o si es la realmente habida en los años precedentes a la tasación; si es la que podría lograr un buen agricultor o ganadero o la que en concreto obtuvo un trabajador rutinario; si el producido físico se justiprecia en relación a valores de los años en que se obtuvo (en cuyo caso la inflación provocaría una merma en el precio real y actual) o si se fija en relación a precios del momento de la expropiación.

No sería precio justo el que atendiera a la productividad en concreto obtenida a través de un mal cultivador; ni la que pres​cindiera de precios de productos agrícolas calculados en relación al mercado actual, pues un precio promedio en base a precios de años atrás estaría viciado por el envilecimiento de la moneda. Pero, calculada la productividad con criterio actual y estimados los rendimientos conformes con precios actuales, el índice es justo; por eso se lo admite en legislaciones como las de Francia, Holanda, España

En cuanto al valor venal, ciertamente no puede ser criterio concluyente; se presta a maniobras y, por otro lado puede de​pender de situaciones extrañas al valor objetivo (por ejemplo:

el hecho de estar desocupado o no un campo; el disponer o no de crédito oficial para la compra, etc.).

El avalúo fiscal, por sí sólo, tampoco es satisfactorio en un Sistema de tasaciones como el nuestro, generalmente desprovis​to de bases técnicas y reales.

Creemos que el precio ha de ser estimado en base a varios elementos: valor asignado por el propietario al declararlo a los efectos impositivos; valuación fiscal del campo y de sus simila​res vecinos; precios, en la zona, por campos similares en casos de compraventas recientes; y, en grado preponderante, la pro​ductividad, pero referida a un ciclo reciente y normal, a un sistema de explotación acorde con la técnica comúnmente em​pleada y aceptada, y en base a precios de los productos en mo​neda actual.

El precio debe ser pagado en dinero. Es verdad que el enor​me costo de las expropiaciones es un grave obstáculo a la obra colonizadora, y que el pago en títulos o bonos posibilitaría una acción más efectiva, tal como ocurre en otros países a los que aludimos al tratar la reforma agraria. Pero en el nuestro la exi​gencia del pago en dinero ha de considerarse de índole consti​tucional y, por lo tanto, será menester una reforma a la ley fundamental que autorice el pago de campos expropiados en valores que no sean dinero corriente.

SEGUNDA PARTE I. ANTECEDENTES DE LA LEY 12.636

La ley 12.636 tiene su antecedente más próximo en un pro​yecto de despacho del entonces diputado horne, elaborado en el año 1938; sobre este proyecto se expidió la Cámara de Dipu​tados en el año 1939, completando la sanción el Senado en el año 1940 y luego la misma Cámara de Diputados.

A su vez, el proyecto de Horne seguía las líneas generales de la ley de Transformación Agraria, de Entre Ríos, debida tam​bién al mismo autor (año 1934).

Entre los antecedentes más remotos se cita en primer lugar la reforma mejicana inaugurada con la Constitución de 1917 (art. 27), y luego las reformas de los países del centro de Euro​pa; asimismo se tuvieron en cuenta las reformas de España (1932), Chile (1935) y Colombia (1936).

Pero sería erróneo buscar preferentemente en fuentes ex​tranjeras los antecedentes de la ley de colonización. Como toda ley auténticamente agraria, sus fundamentos se hallan en los precedentes locales, en las experiencias nacionales y en los usos y costumbres tradicionales (7).

Esta ley fue sustituida en 1954 por la Nº 14.392; no obstante, y atendiendo a la particular significación que tuvo la ley 12.636 (que en lo fundamental no fue modificada) seguidamente nos ocuparemos de ella.

II. FINES DE LA LEY. EL CONSEJO AGRARIO

El art. 1° de la ley 12.636 enuncia sus fines; este enunciado importa ni más ni menos que el propósito de una gran reforma agraria, superando los objetivos de todas las leyes precedentes y encarando íntegramente la tarea colonizadora. Decía el ar​tículo: "La Nación aplicará, de acuerdo a las presentes normas, un plan agrario destinado a poblar el interior del país, a racio​nalizar las explotaciones rurales, a subdividir la tierra, estabili​zar la población rural sobre la base de la población de la misma y a llevar mayor bienestar a los trabajadores agrarios". Mientras anteriormente la acción colonizadora se detenía con la en​trega de la tierra, la ley 12.636 iba mucho más allá al pretender llevar al campo mayor bienestar e imponer también normas téc​nicas apropiadas para una más racional explotación. Es claro que esta política no se compagina con un concepto liberal de la propiedad de la tierra; por eso la última parte del artículo dispuso: "La propiedad de la tierra queda sujeta a las limita​ciones y restricciones que se determinan en esta ley de acuerdo al interés colectivo". Aunque no se utilizan precisamente las pa​labras "función social", es indudable que tal es la noción in​corporada a la ley 12.636, como complementaria de la función privada y personal. La reforma implicó alterar, por primera vez en forma expresa y directa, el concepto civilista de la propiedad de la tierra.

Para realizar este programa la ley creó el Consejo Agrario Nacional (8). organismo autárquico, representativo de activida​des y regiones agropecuarias, de derecho público y privado, cu​yas funciones y deberes se enuncian en el art. 7º en 19 incisos que le daban plenas facultades para encarar y completar la re​forma proyectada. El Consejo Agrario podía: adquirir inmue​bles, enajenarlos y arrendarlos; organizar el traslado de agri​cultores de zonas poco aptas a zonas aptas; celebrar contratos de colonización e inmigración con familias, empresas o entidades extranjeras; estudiar las condiciones de trabajo de los asalaria​dos del campo (actualmente, por ley 13.020, esta función es pro​pia de la Comisión Nacional de Trabajo Rural); fomentar el cooperativismo, el crédito agrario directo, el seguro y la meca​nización; propender a la formación de industrias transformado​ras en las colonias; colaborar con las autoridades educacionales para lograr la capacitación técnica de los agrarios; organizar propaganda en el interior y exterior, para el mejor conocimiento de las zonas agrícolas del país (9).

III. INMUEBLES DESTINADOS A LA COLONIZACIÓN

El art. 8° de la ley 12.636 determinaba qué inmuebles se uti​lizarían en la aplicación de la ley: a) las tierras fiscales que se consideren aptas; b) las de reparticiones públicas nacionales que no se utilicen para fines especiales; c) las tierras del do​minio privado que el Consejo compre o expropie; d) las que ofrezcan los particulares, las provincias o las municipalidades, para ser colonizadas.

Pero no podría adquirir el Consejo, ni expropiar, cualquier tipo de tierra sino la que reuniese las condiciones que señalaba el art. 9º: a) no hallarse a más de 30 kilómetros de una estación o de pavimento firme, o más de 400 kilómetros de mercados in​teriores o puertos de embarque; b) asegurase el éxito de la ex​plotación agrícola familiar racionalmente realizada; c) permitie​se la rotación de los cultivos o explotación de diversos tipos de animales; d) el costo de transporte fuese proporcionado al pro​ducido; e) tuviese lluvias suficientes o fuese susceptible de rie​go artificial. Sólo excepcionalmente podría adquirirse tierra que no reuniese todos estos requisitos. Las adquisiciones se harían por licitación pública o remate público, pudiendo prescindirse de esta formalidad en compras a instituciones oficiales (arts. 10 y 11).

Si, para cumplir los fines de la ley, se necesitase más tierra que la fiscal o la ofrecida voluntariamente en venta, procede​ría la expropiación; a tal fin se declaran de utilidad pública las tierras que se incluyan en planes colonizadores (art. 12). La ex​propiación se llevaría a cabo respecto de las tierras que: o no fuesen explotadas racionalmente en forma directa por los pro​pietarios, cualquiera sea su extensión, o excediesen de dos mil hectáreas (art. 13). El precio de la tierra expropiada se deter​minaba conforme a: 1) la valuación fiscal del inmueble; 2) la valuación fiscal de los inmuebles vecinos; 3) la productividad de la tierra apreciada en los diez años anteriores a la expro​piación.

El art. 15 de la ley decía que el predio abandonado o no ex​plotado por el propietario durante cinco años podía ser expro​piado. En el proyecto de horne la tierra abandonada volvía al Estado; en apoyo de su criterio dice el autor citado: "Sobre este asunto hay varios antecedentes. Recuerdo una discusión promo​vida en el Congreso Universitario anual, del año 1925, en que, a propuesta del maestro doctor Tomás Jofré, se modificaba el Có​digo Civil y se consagraba el principio nuevo; recuerdo el Código brasileño de Bevilacqua, de 1918, donde a la tierra abandonada se la denomina "bien vago", consagrándose en el mismo el de​recho de apropiación por parte del Estado. Hay leyes de tierras ociosas en España, Méjico y otros países que consagran este de​recho" (10). Pero al no admitirse semejante criterio, el art. 15 fue menos avanzado (11).

La ley 12.636 procuraba mantener la unidad económica —una vez enajenada definitivamente a los colonos— inalterable; de modo que si el lote se refundía con otro o bien se subdividía, el Consejo podría expropiarlo (art. 16) (12).

IV. DIVISIÓN, MEJORAS Y VENTA

Adquirido un inmueble "el Consejo procederá a subdividir-lo en lotes, cuya superficie quedará subordinada a la naturaleza y topografía del terreno y deberá calcularse en cada región te​niendo en cuenta que el agricultor pueda realizar la mayor par​te de la labor agrícola utilizando su trabajo personal y el de su familia y con capacidad productiva suficiente para cubrir sus principales necesidades de vida y acumular un capital que le permita mejorar sus condiciones sociales y económicas y la téc​nica de su explotación" (art. 21); quedaba así definida la ex​tensión de tierra que leyes posteriores llamarían "unidad eco​nómica". Al hacer la subdivisión, se debía dejar terreno para la escuela y para las explotaciones de orientación y experimentales (art. 22); asimismo, se dotaría a las parcelas de las mejoras in​dispensables y se levantaría la vivienda cuyo precio el colono debía pagar en las condiciones de pago de la tierra (art. 24).

Los compradores de lotes tendrían que reunir los requisitos de aptitud profesional y personal, aparte de la capacidad civil que para todos los efectos de esta ley se adquiere a los 20 años en lugar de 22 (art. 26); entre los candidatos a la compra se preferirían las familias, los argentinos o bien extranjeros con re​sidencia mayor de cinco años, y los egresados de establecimientos de capacitación agraria (art. 27). Los inmigrantes no podrían ocupar más del 25% de los lotes (art. 28) a fin de procurar su asimilación; el Consejo podía distribuir el porcentaje de colonos por nacionalidad, para evitar la formación de sectores imper​meables.

Para el pago del lote, la ley distinguía entre el colono que dispone de dinero y el que no lo tiene; este distingo ha sido cri​ticado. El agricultor que pudiese pagar al contado el 10% del valor del inmueble, y que no tuviese otra parcela igual o mayor, realizaba directamente el contrato de compra; el resto del precio (90% del total) se pagaría así: 1) la mitad con amortizaciones anuales acumulativas del 1/2% y 2 1/2% de interés; 2) la otra mi​tad con amortizaciones e intereses similares a los del Banco Hi​potecario Nacional, institución a la cual el Consejo transfería su crédito si era posible, otorgándose al propio tiempo el título de dominio (arts. 25, 29 y 30). También ha sido objeto de críticas el cambio de acreedor (primero el Consejo y luego el Banco Hi​potecario) , propiciándose la vigencia de un solo régimen finan​ciero.

Merece destacarse la disposición según la cual por cada hijo que naciese en la colonia, la deuda se reducía en un 5% (art. 29,inc C).

Mientras no se terminase de pagar el precio, el comprador no podía transferir el inmueble sin permiso del Consejo (art. 33).

Cuando el interesado en adquirir un lote no disponía del 10% para pagar al contado, la ley le daba la posibilidad del arrendamiento con opción a compra (art. 31). Durante el tér​mino del arrendamiento el colono podría —presumiblemente— reunir la cantidad necesaria, o sea el diez por ciento, para sus​cribir el boleto de compra, luego de lo cual entraba en el régi​men general.

V. ORGANIZACIÓN DE LAS EXPLOTACIONES

Entregada la tierra al adquirente, no termina la labor colo​nizadora sino que se halla en mitad de camino; precisamente la creencia de que con la enajenación de la parcela terminaba la misión oficial ha sido uno de los motivos principales de fracaso en estas empresas. De ahí que la ley 12.636, inspirándose en ex​periencias extranjeras y en antecedentes argentinos, en modo especial en la organización de la Colonia San José —fundada por ürquiza en 1857 y administrada por Alejo Peyret— dispu​siera la organización de un sistema asociacionista obligatorio que preservara a los colonos de los peligros del aislamiento. En la estructura de la ley, esta asociación obligatoria tiene impor​tancia fundamental, y de ella depende en gran parte el éxito de la colonización; el art. 34 la impone expresando: "En cada in​mueble que se subdivida en más de treinta parcelas se formará una explotación con orientación, individualidad y organización propias, con miras a la diversifícación de la producción y a la implantación de industrias rurales anexas. Tendrá un consejo de agrarios, un director técnico designado por el consejo na​cional y una reserva fiscal para la instalación de chacras expe​rimentales, estaciones zootécnicas, etc. El consejo estimulará y fomentará especialmente en cada colonia, la constitución y fun​cionamiento de sociedades cooperativas agrarias de producción, de consumo, de comercialización y de industrialización, a cuyo efecto mantendrá servicios gratuitos de información y de ges​tiones ante las autoridades que correspondan para su reconoci​miento. Además gestionará la instalación de escuelas primarias y de finalidad agrarista, las que serán orientadas hacia una en​señanza que se adapte al medio rural y costeadas por el Consejo Nacional de Educación, pudiendo, a los fines de la misma, reca​bar la colaboración de los técnicos del Ministerio de Agricul​tura o hacerlo por intermedio de los que se tuviere en las co​lonias".

El consejo agrario local, que se instituía en cada colonia, se integraba con miembros de la misma y tenía por finalidad:

a) colaborar con la obra del Ministerio de Agricultura en la racionalización de la producción, sanidad, etc.; b) colaborar con el Consejo Agrario Nacional en la aplicación de esta ley; c) co​laborar con el Banco de la Nación para la canalización del cré​dito agrario; d) intervenir como amigable componedor en los conflictos entre productores y representar a éstos ante los po​deres públicos; e) fomentar la formación de cooperativas (arts. 36 y 37).

VI. OBLIGACIONES DE LOS COLONOS

Las principales obligaciones de los colonos según la ley 12.636 eran las siguientes:

1') Pagar el precio de compra. El pago debía hacerse en la

forma ya indicada más arriba. Pero en caso de fuerza mayor que impidiese al comprador abonar la suma correspondiente, el Consejo haría uso de los fondos de ahorro obligatorio; y si no hubiese saldo en ese fondo, podía suspender transitoriamente la obligación de pago (art. 42).

La ley permitía también el pago con frutos del campo (art. 67).

La falta de pago, que no se debiese a causa de fuerza ma​yor, daba motivo a la rescisión del contrato (art. 44).

2º) Realizar una explotación regulada. Mientras no hubie​sen pagado la totalidad del precio, los colonos debían realizar sus explotaciones conforme a reglas de cultivo y cría que les fuesen indicadas por el Consejo o sus representantes autorizados (art. 35).

3º) Ahorrar obligatoriamente. La ley impone el ahorro obli​gatorio para ayudar al pago del saldo del precio de compra, y para hacer frente a contingencias propias de la explotación agro​pecuaria. La cantidad a ahorrar era variable, de acuerdo a las circunstancias, pero no podía exceder en total del 4% del precio de venta (art. 38); si la explotación no rindiese como para aho​rrar el Consejo estaba facultado para dispensar de esta obliga​ción (art. 39).

El aporte, como ahorro, podía hacerse también en frutos del campo (art. 67).

Terminaba la obligación de aportar al fondo de ahorro cuan​do se había pagado el 50% del saldo del precio de venta.

4°) Residir en el predio y trabajarlo. Era ésta una obliga-.ción primordial, por cuanto de nada valdría vender parcelas si los adjudicatarios las mantuvieran abandonadas, o bien las hi​cieran trabajar por terceros. El incumplimiento de esta obliga​ción era motivo de rescisión del contrato (art. 44).

VIL COLONIZACIÓN GRANJERA, EJIDAL Y PRIVADA

La colonización granjera (arts. 51, 52 y 53) tiende a fo​mentar la granja de tipo familiar. Nuestro país no tiene la pro​porción de gramas que sería de desear; la granja es una unidad de explotación singularmente rendidora y satisface los requeri​mientos de una producción integral. Por otra parte, la variedad de la producción granjera lleva a diversificar la alimentación, aspecto que no puede descuidarse ya que la mayoría de nuestro .pueblo se alimenta deficientemente, en base a carne y cereales, prescindiendo de la necesaria inclusión de verduras, frutas, le​che, huevos, queso y manteca en la ración diaria. Para fomentar este tipo de colonización la ley 12.636 preveía la división de las •tierras a ella destinadas, en parcelas no mayores de 50 Hs.; lle​gado el caso de que el número de granjas lo justificase, se for​jarían en ella consejos granjeros locales.

La colonización ejidal tiende a resolver el problema de la provisión de alimentos a las ciudades, en cuyo contorno van desapareciendo paulatinamente las quintas, y con ellas las fuen​tes inmediatas de su aprovisionamiento. La ley 12.636 encargaba al Consejo Agrario la intensificación de estas pequeñas explota​ciones intensivas —quintas y granjas— como también la forma​ción de colonias de tamberos (arts. 54, 55 y 56).

La colonización privada no es un tipo especial de coloniza​ción, como las dos precedentes, sino aquélla que realizan los particulares, pero bajo la supervisión del Consejo Agrario Na​cional, el cual "inspeccionará las colonias particulares del país, sean de propietarios o arrendatarios, fomentando la buena co​lonización y difundiendo la cultura agraria en todos sus aspec​tos" (art. 59).

VIII. INALTERABILIDAD DE LA UNIDAD ECONÓMICA

Sin darle este nombre, la ley define a la unidad económica en su art. 21. Esta unidad, en lo posible, ha de permanecer inal​terable, evitándose su división y refundición con otras.

Para lograr este objetivo la ley preveía dos situaciones:

a) mientras el comprador no ha terminado de pagar el predio;

b) después que lo ha pagado. En el primer caso, el comprador no podía enajenar el campo, y si lo hacía la venta era absoluta​mente nula (art. 33); si falleciese el comprador, para evitar el fraccionamiento podía el Consejo hacer uso del derecho de res​cisión y ceder nuevamente el predio a alguno de los herederos que fuese idóneo (art. 47). En el segundo caso, es decir, cuando la tierra estaba totalmente pagada, el propietario podría dispo​ner de ella con libertad; pero el Consejo tenía la facultad de expropiarla si esa tierra se subdividiese o refundiese con otras en manos de un mismo propietario (art. 16). Precisamente la suerte que pueda correr la tierra definitivamente enajenada es uno de los más difíciles problemas a resolver en la tarea coloni​zadora; la posibilidad de que de nuevo vayan a parar a una sola mano ha demostrado hallarse siempre presente, desde los tiem​pos de solón y de los gracos, anulando así los beneficios ob​tenidos.

Siempre dentro de esta política de precaución, la ley impe​día que las tierras que el Estado enajene llegasen a parar a manos de sociedades anónimas (cualquiera fuese su objeto) o comerciales, salvo las cooperativas (art. 78); esta prohibición se hacía efectiva insertando en las escrituras originarias una cláu​sula en tal sentido.

Uno de los caracteres de la unidad económica es su relación con la capacidad de trabajo y de consumo de una familia, según surge de su misma definición. La unidad económica debe bastar para sostener a una familia, de modo que ésta no ha de tener menos de una unidad; pero tampoco más. De ahí que el art. 73 ordenase: "No se podrá adjudicar más de un predio a una mis​ma persona ni a sus hijos ni a sus padres, a menos que aquéllos formen otra familia agricultora, de conformidad con lo dispues​to en esta ley y lo que establezca su reglamentación. Exceptúa​se de lo dispuesto en el párrafo anterior, toda persona que tenga cuatro hijos varones que vivan y trabajen con ella, en cuyo caso podrá adquirir tantos predios como veces reúna este requisito".

IX. EL ARRENDAMIENTO VITALICIO

El art. 63 (originario) de la ley 12.636 autorizaba al Consejo Agrario a dar en arrendamiento vitalicio las tierras fiscales que no entrasen en el plan de colonización; el arrendatario debía trabajar el predio y vivir en él, sin poder transferir el arrenda​miento sin permiso del Consejo; además debía pagar un precio .fijo o movible. Debe destacarse que las tierras susceptibles de este sistema eran: a) solamente las fiscales; b) de las fiscales, las que no entraren en el plan general colonizador, es decir, las que no satisfacieren la exigencia del inc. a) del art. 8''; en otras palabras: las tierras inaptas. La intención del art. 63 (origina​rio) fue dar destino útil a tierras fiscales, sin enajenarlas; en cierto sentido, algo similar a la enfiteusis rivadaviana. Pero el autor de la iniciativa, senador palacios, había proyectado apli​car el sistema del arrendamiento vitalicio en iodo el régimen de la ley; discutido en el Senado, el sistema fue rechazado como norma general, pero se mantuvo para las tierras fiscales inap​tas, tal como lo estableció el art. 63.

Por decreto N° 10.837 del 22 de abril de 1946, ratificado por ]ey N° 12.921, el art. 63 de la ley 12.636 fue sustituido por el si​guiente: "El Consejo Agrario Nacional, sin perjuicio de las de​más disposiciones de la ley, podrá dar en arrendamiento vitali​cio con opción a compra, a los colonos que reúnan los requisitos exigidos, las tierras que adquiera y las fiscales, inclusive las que no entren en el plan de colonización regido por las disposiciones anteriores, por un canon determinado en remate público, mo​vible cada seis años, en la forma que reglamente el Poder Eje​cutivo. La opción para convertirse en propietario del lote, se podrá hacer efectiva al finalizar cada período de seis años, en las condiciones que establezca la reglamentación citada, en cuyo caso se aplicarán las disposiciones generales de esta ley. El con​cesionario, que no podrá transferir el contrato, estará obligado a vivir en e] lote y a trabajarlo personalmente. Los herederos del concesionario tendrán derecho preferente para ocupar la tierra al mismo título. En caso de rescisión del contrato, el con​cesionario tendrá derecho a cobrar el valor venal, en el momen​to de la rescisión, de las mejoras que hubiese introducido en el 3ote".

Con relación al artículo 63 (originario) la reforma importó las siguientes modificaciones:

a) Fueron susceptibles de arrendamiento todas las tierras

fiscales, y no solamente las inaptas;

b) También las tierras que el Consejo adquiriese (por com​pra o expropiación a particulares) podrían darse en arrenda​miento vitalicio. El sistema se hizo general dentro de la ley, y no excepcional como era antes.

c) El arrendamiento vitalicio en el art. 63 originario no da​ba opción a compra; la reforma otorgó esta opción, que podía ejercitarse al finalizar cada período de seis años.

d) El art. 63 (originario) indicaba que por el arrendamien​to se pagaría un precio fijo o movible, según determine la regla​mentación. La reforma establecía que el canon —no lo llama precio— sería determinado en remate público, cada seis años;

de esta manera el monto del canon fluctuaría de acuerdo a cir​cunstancias reales.

e) En el primitivo art. 63 el arrendatario tenía derecho a cobrar el importe de las mejoras necesarias y útiles al terminar el contrato, siempre que esta terminación no se debiese a causa imputable a él. La reforma suprimió esta última condición, por lo cual si el arrendatario se retiraba por propia voluntad tendría derecho a cobrar las mejoras.

El sistema de la reforma se aproximó más a la figura de la enfiteusis, y algunos la consideran así; pero en realidad parti​cipaba de los caracteres del arrendamiento y de la enfiteusis, sin reunir todos los elementos necesarios para encasillarlo en alguna de estas dos figuras.

X. LA LEY 12.636, LAS TIERRAS FISCALES Y LOS INDÍGENAS

La ley 12.636 se propuso unificar la tarea colonizadora, po​niendo bajo la dirección del Consejo Agrario Nacional la apli​cación de esta ley y de las leyes 4.167, 5.559 y 6.712 (art. 77);

por la misma causa, la Dirección de Tierras pasaría a depender del Consejo.

Por eso la ley comentada se refiere tanto a las tierras fis​cales como a aquéllas que se adquiriesen del dominio de los par​ticulares (art. 8º).

Entre los objetivos a realizarse utilizando, precisamente, tierras fiscales, estaba el de la colonización indígena, la cual se regulaba diferencialmente para conservar sus modalidades se​culares: "El Consejo Agrario acordará tierras en propiedad, en los territorios nacionales, a los indígenas del país y establecerá el régimen de explotación de las mismas, teniendo en cuenta sus costumbres y métodos de trabajo. Las tierras que se les adju​dique no podrán ser vendidas, gravadas, ni embargadas, sin el consentimiento del Consejo Agrario. Las colonias de indígenas, que se organizarán en tierras fiscales aptas, serán orientadas técnicamente y se instalarán en ellas escuelas de acuerdo a las preceptuadas en el artículo 34" (art. 66) (13).

Pero en virtud de lo dispuesto en leyes posteriores la colo​nización de tierras fiscales estuvo a cargo de la Dirección de Tierras, hasta que ésta se incorporó otra vez, en 1959, al Con​sejo Agrario Nacional.

XI. LOS RECURSOS PARA LA APLICACIÓN DE LA LEY

El recurso principal asignado al Consejo Agrario Nacional para cumplir los fines de la ley 12.636 consistió en la suma de cien millones de pesos, de los cuales treinta se entregarían den​tro de los noventa días de promulgada la ley y setenta en siete cuotas anuales de diez millones de pesos (art. 60). Esta canti​dad ha sido demasiado exigua para emprender un plan tan vas​to como el que significa la ley de colonización (14).

El problema de la financiación ha sido, según ya vimos, el factor decisivo para que las funciones del Consejo Agrario fue​ran trasladadas al Banco de la Nación Argentina. Pero la fi​nanciación no es todo, y de ahí que se reclamase el retorno de la dirección colonizadora a un instituto específico.

Hemos dicho ya, por otra parte, que el pago al contado in​mediato de las tierras expropiadas —principal medio de obtener campos y parcelarlos— resulta muy gravoso; mientras al ven​dedor se le paga de inmediato, el organismo colonizador va co​brando a los adquirentes en largos plazos. Con este modo de operar, siempre hará falta dinero para comprar. Para evitar esta deficiencia podría pagarse a los vendedores o expropiados tam​bién en cuotas, o con bonos o títulos, más un interés razonable;

pero esta forma de pago debiera ser objeto de acuerdo, ya que constitucionalmente no podría ser impuesta.

TERCERA PARTE

I. LA LEY N° 14.392 Y SU OBJETO. EL CONSEJO AGRARIO NACIONAL

Sin haber tenido nunca una vigencia plena y efectiva, la ley N° 12.636 quedó derogada en diciembre de 1954 con la san​ción de la ley N° 14.392, que a su vez ha sido modificada por Decreto-ley N° 2.964 del 14/III/1958; el reglamento fue dado por Decreto N° 13.568, del 25/VIII/1955.

El cambio no significa una alteración fundamental del ré​gimen de colonización, y más pareciera una modificación par​cial de la ley 12.636 antes que su substitución total.

El propósito de la ley 14.392 está dado en su art. 1° que, con​forme a la modificación introducida por el Decreto-ley 2.964/58, expresa: "La Nación aplicará, de acuerdo con las normas de la presente ley, planes agrarios destinados a poblar el interior del país, racionalizar las explotaciones rurales, subdividir la tierra, estabilizar la población rural sobre la base de la propiedad de la misma, radicar inmigrantes agricultores y llevar mayor bien​estar a los trabajadores rurales. La propiedad de la tierra rural colonizada en cumplimiento de esta ley, queda sujeta a las li​mitaciones y restricciones que se determinan en ella".

El enunciado es similar al de la ley 12.636; pero cabe seña​lar que mientras en ésta se sujetaba la propiedad de la tierra (sin distingo alguno) a limitaciones y restricciones, en el nuevo texto se incluye con tal carácter solamente la tierra "coloniza​da en cumplimiento de esta ley". También la ley 12.636 se re​fería a la inmigración, pero la actual la incluye entre sus pro​pósitos principales.

Para aplicar los planes agrarios se restablece el Consejo Agrario Nacional, en lugar del Banco de la Nación Argentina. El Consejo, entidad autárquica dependiente de la Secretaría de Agricultura y Ganadería de la Nación, será una institución de derecho público y privado; lo integrarán un presidente y cuatro vocales, con una duración de seis años en el cargo. El presidente y un vocal (vicepresidente) los designará el P. E. con acuerdo del Senado; los otros tres vocales los nombrará el P. E. a pro​puesta en terna de productores agropecuarios.

Las facultades del Consejo, tal como ocurría en la ley 12.636, son amplísimas: adquirir y enajenar inmuebles; estructurar pla​nes de colonización; convenir con organismos nacionales, pro​vinciales o municipales la incorporación de sus inmuebles para su colonización; comprar inmuebles a particulares mediante con​venio, licitación o remate público; proponer al P.E. la expropiación de otros inmuebles si no fuese posible adquirirlos di​rectamente; promover la participación de las cooperativas en la colonización; propender a la implantación de industrias rura​les transformadoras; facilitar la aplicación del crédito agrario que otorga el Banco de la Nación Argentina; procurar la capaci​tación técnica de los agrarios; propender a la electrificación, al riego, y al aprovechamiento de aguas; promover la aplicación del seguro agrícola en las colonias; procurar la mecanización; convenir la colonización con inmigración (14 bis).

II. LAS TIERRAS COLONIZABLES

Para los fines de la ley se utilizarán los inmuebles que menciona el art 7º y que son: a) las tierras incultas o irracional​mente explotadas que estén bajo influencia de obras hidráuli​cas estatales; b) las fiscales que se consideren aptas (15); c) las que no alcancen un nivel de producción adecuado; d) las que estén en poder de los ministerios, de los bancos del sistema ofi​cial, o cualquiera de las otras reparticiones públicas nacionales y que no se utilicen para otros fines del Estado (16) o para los especiales que determinaron su adquisición, o que en adelante pasen a su poder; e) las del dominio privado o de las provin​cias y municipalidades que sean ofrecidas para ser incorporadas al régimen de la ley; f) las ubicadas en zonas de erosión o erosionables.

Será considerado apto para colonizar el inmueble cuyas características aconsejen su fraccionamiento (art. 8°). Su pre​cio se basará en el valor productivo de la tierra, y se tendrán en cuenta la valuación fiscal, los valores venales para inmuebles similares y los informes del Banco de la Nación Argentina y del Banco oficial de la provincia donde esté ubicado el inmueble; además, se tendrán en cuenta las mejoras (arts. 9 y 10). La ad​quisición se podrá hacer por convenio directo, licitación o re​mate público i'art. 11); el convenio directo posibilitará adqui​siciones que de otro modo se perdían a causa del trámite buro​crático. En el caso de tierras de la Nación, provincias o muni​cipios, que se entreguen al Consejo para ser colonizadas, regirá una estimación especial (arts. 13 y 14).

Si la tierra normalmente adquirida no fuese suficiente, el P. E. solicitará autorización del Congreso para expropiar la que sea necesaria; no queda, pues, autorizada la expropiación indis​criminada y genérica. Quedan exentos de la expropiación los inmuebles racionalmente trabajados por el titular del dominio, fu cónyuge o parientes en línea recta, o colaterales hasta se​gundo grado (art. 15).

También se prevé la expropiación de los terrenos necesarios para posibilitar la expansión de los centros urbanos (art. 18).

El régimen de expropiaciones de la ley de colonización no ha sido alterado por la ley general de expropiaciones, Nº 13.264;

en virtud del principio según el cual la ley especial priva sobre una genérica, la ley de colonización priva sobre la de expro​piaciones.

III. DIVISIÓN Y ADJUDICACIÓN

Las tierras adquiridas se dividirán en unidades económicas (art. 21) y se les introducirá las mejoras necesarias (art. 22). En las colonias que se formen podrá hacerse reservas para centros cívicos, calles, escuelas, chacras experimentales, etc. (art. 23). Asimismo se promoverá la formación de colonias hor​tícolas, granjeras y tamberas, en las proximidades de los cen​tros de consumo (art. 24), y las cooperativas agropecuarias (art. 25). La colonización obrera, auspiciada en el proyecto de reformas del año 1946, tiene acogida en la ley 14.392 cuyo art. 28 dispone que se estimule el parcelamiento de tierras suburbanas destinadas a radicar obreros que deseen explotar tierras con su trabajo personal y/o el de su familia en forma subsidiaria o substitutiva d¿ su actividad habitual.

Podrán ser adjudicatarios de tierras los productores que reúnan estos requisitos básicos: 1) ser productor agropecuario profesional, o hijo de productor que haya colaborado en tareas rurales, o bien egresado de institutos de capacitación agrope​cuaria; 2) tener no menos de 20 años de edad; 3) contar con buenos antecedentes personales; 4) no ser propietario (ni el cón​yuge) de otra unidad económica; 5) no estar incapacitado físi​camente para el trabajo rural (art. 29). Entre éstos, serán prefe​ridos: a) quienes tengan familia numerosa y apta para colabo​rar en el trabajo rural; b) los argentinos, los extranjeros con re​sidencia mayor de cinco años en el país, o los incorporados por planes de inmigración; c) los que estén domiciliados en la re​gión; d) los egresados de establecimientos de capacitación agra​ria; e) quienes cuenten con implementos agrarios adecuados;

l) los socios de cooperativas agropecuarias (art. 30). Pero tie​nen preferencia, a su vez, sobre las personas citadas, las si​guientes: 1) los arrendatarios o aparceros del inmueble que se coloniza; 2) los arrendatarios o aparceros que en virtud de la ley de arrendamientos deban dejar el campo arrendado y pro​curarse otro (arts. 31, 32, 33 y 34).

La adjudicación podrá ser en venta o en arrendamiento con opción a compra: esta segunda posibilidad ha sido incluida por el Decreto-ley Nº 2.964/58 (art. 3º). No hay en el texto legal mayo​res indicaciones sobre la forma en que se podrá practicar la op​ción, por lo cual parece que la reglamentación deberá hacerlo.

El acuerdo entre el Consejo y el adjudicatario es un contra​to administritivo y participa, por lo tanto, de las modalidades de éste (16 BIS).

El precio, así como las cuotas de amortización y el interés, deberán guardar relación directa con la productividad del in​mueble (art. 42). Su importe será abonado: a) con un servicio anual, incluyendo amortización e interés, cuyo monto fijará el Consejo de acuerdo a la productividad del campo; b) con amor​tizaciones extraordinarias que el colono podrá efectuar en cual​quier época; c) mediante la reducción del uno por ciento, sobre ei precio inicial, por cada hijo del colono que naciera con pos​terioridad a la toma de posesión del predio (art. 43). El Consejo procurará que los pagos se hagan en las épocas de mayores in​gresos; y podrá establecer una forma de pago proporcional a la producción, en lugar de suma fija (art. 44). En casos de ma​jas cosechas podrá suspenderse el pago (art. 46).

El otorgamiento del título de propiedad al adjudicatario tendrá lugar cuando concurran estas condiciones: 1) cumpli​miento de todas las obligaciones; 2) transcurso del término de tínco años desde la toma de posesión; 3) cancelación del 40% del precio. Los lotes así adquiridos no podrán volver a venderse con las facilidades de esta ley sino pasados 15 años de la fecha de su adjudicación. El Consejo podrá variar estas condiciones, mediante el voto favorable de cuatro de sus miembros (art. 59).

Los lotes son inembargables e inejecutables (art. 60). Mien​tras dure la deuda no se podrá: a) subdividir la unidad econó​mica sin permiso; b) constituir derecho real alguno, sin au​torización; c) trasmitir el dominio a sociedades, salvo a coope​rativas o a terceros que reúnan las condiciones de la ley (art. 61). Pero una vez pagada la deuda el dominio es pleno, confor​me al C. Civil, y su titular podrá vender, gravar, etc., sin res​tricciones; lo que la ley impone es la obligación, sin término de prescripción, de explotar racionalmente; la obligación alcanza a terceros adquirentes y en caso de incumplimiento procede nue​vamente la expropiación (art. 63).

En caso de fallecimiento del adjudicatario no es posible la división del predio sin autorización del Consejo (art. 64).

IV. DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS COLONOS

Los arts. 42 y 43 se ocupan de esta materia; pero en el resto de la ley se hallan dispersas otras normas pertinentes.

Los derechos del adjudicatario, si a su vez cumple con sus obligaciones, son: 1) posesión inmediata del campo; 2) présta​mos de fomento para instalación, vivienda y habilitación; 3) reconocimiento del valor de las mejoras necesarias y útiles que introdujere; 4) asesoramiento técnico; 5) inembargabilidad del predio, animales, ropas, instrumentos de labranza, etc.; 6) re​ducción del precio de venta en uno por ciento por cada hijo que nazca; 7) adjudicación de un lote adicional por cada seis hijos de cualquier sexo o cuatro varones que viven o colaboren con él; 8) otorgamiento del título de dominio.

Por otra parte, son sus obligaciones:

1) Residir en el predio y trabajarlo personalmente; 2) pa​gar el precio- 3) trabajar racionalmente; 4) conservar en buen estado las mejoras; 5) acatar las órdenes que se le impartan para el bien general de las colonias; 6) forestar el 10% de la superficie del lote adjudicado; 7) no arrendar ni ceder sus de​rechos sobre el lote; 8) no gravarlo, sin permiso; 9) no subdividirlo sin autorización; 10) constituir un "fondo de ahorro" cuando lo disponga el Consejo, con destino a reserva y para ace​lerar el pago (arts. 48 y sigtes.); 11) participar en el movimien​to cooperativo de los productores agropecuarios. Esta última obligación nos parece inaceptable porque: a) vulnera el dere​cho constitucional de asociarse libremente, y no imperativa​mente; b) atenta contra el principio de cooperación, que debe organizarse por la decisión voluntaria de quienes deseen aso​ciarse.

V. EXTINCIÓN DE LAS ADJUDICACIONES

Las adjudicaciones podrán concluir: 1) por rescisión de mutuo acuerdo entre el colono y el Consejo; 2) por caducidad dispuesta por el Consejo; 3) por fallecimiento del adjudicatario (art. 54). '

Tratándose de rescisión por mutuo acuerdo, el adjudicatario tendrá derecho al reembolso de lo pagado, y al reintegro de lo existente en su "fondo de ahorro", a más del pago de las mejo​ras necesarias que hubiese introducido (art. 55).

La caducidad podrá ser dispuesta por el Consejo sí el colono no ha cumplido con sus obligaciones (legales, reglamentarias o contractuales). Según hayan sido las causales, el Consejo podrá imponer al adjudicatario la pérdida del valor de las mejoras, de lo acumulado en el fondo de ahorro y hasta de lo amortizado, (art. 56). Nos parece una sanción extraordinaria; también cree​mos que respecto de las decisiones del Consejo cabe el recurso .•jerárquico ante el P. E. a pesar del carácter autárquico de aquél. luego de la resolución del P. E., y puesto que no está legislado el recurso contenciosoadministrativo en el orden nacional, el afec​tado podría promover demanda ordinaria judicial y acreditar allí lo arbitrario o ¡legal de la resolución administrativa.

En caso de fallecimiento del colono el Consejo podrá deci​dir: 1) o continuar la adjudicación con algún heredero idóneo;  2) o bien rescindir la adjudicación (art. 58).

VI. ORGANIZACIÓN DE LAS COLONIAS

El Consejo organizará en las colonias consejos locales agra​rios, cuyos miembros serán elegidos por los colonos, bajo la pre​sidencia del agrónomo regional u otra persona especialmente capacitada (art. 74). Tendrán por objeto "coadyuvar la acción colonizadora, en procura de la elevación del nivel de vida so​cial, material y cultural de la población rural de las colonias, consolidando el hogar campesino, estimulando la cordial armo​nía entre todos los participantes del trabajo rural —productores y obreros—, bases esenciales de la economía agraria, a fin de lo​grar una máxima y mejor producción" (art. 75).

VIL COLONIZACIÓN CON PROVINCIAS Y TERRITORIOS NACIONALES

Las provincias podrán acogerse al régimen de esta ley; las ya adheridas a la ley 12.636 mantienen este régimen, en virtud del cual gozarán de la participación financiera del Consejo en la colonización (17). Correlativamente, la adhesión importa estas obligaciones: 1) coordinar planes con el Consejo; 2) encarar una acción definida contra los latifundios; 3) conceder exenciones impositivas; 4) facilitar la instalación, en las colonias, de es​cuelas, policía y justicia de paz; 5) colaborar en la construcción y conservación de caminos (art. 68 y 69).

La ley habla de adhesión también de los "territorios na​cionales", lo que nos parece impropio, pues la ley resulta direc​tamente operativa en ellos.

VIII. COLONIZACIÓN PRIVADA

Cuando un particular decida subdividir y colonizar un cam​po, podrá hacerlo dentro del régimen de esta ley. En tal caso, el Consejo interviene para facilitar las operaciones, y sin ánimo de lucro. El Banco de la Nación acordará el crédito necesario. Se procurará radicar a los actuales ocupantes y a los arrenda​tarios o aparceros que deban desocupar el predio que arriendan. Las operaciones que se realicen dentro de estas normas signifi​carán para el vendedor la exención del 50% del impuesto a las ganancias eventuales (arts. 70, 71 y 72).

Conviene tener presente la conexión entre estas disposicio​nes y las de la ley de arrendamientos, que veremos más ade​lante.

IX. COLONIZACIÓN INDÍGENA

La ley 14.392 no contenía disposiciones específicas para la colonización indígena. Pero el Decreto-ley Nº 2.964/58, incorporó el art. 73, completamente nuevo, que dice: "El Consejo elabo​rará planes especiales de colonización indígena, procurando el aprovechamiento de las tierras fiscales aptas, para lo cual con​vendrá con las provincias y con el Ministerio (ahora: Secreta​ría) de Agricultura y Ganadería de la Nación la afectación de las que fueren necesarias a tal fin. Las tierras que se adquieran o afecten para la radicación de indígenas, serán entregadas en usufructo vitalicio en las condiciones que determine la regla​mentación que al efecto deberá dictarse. Los usufructuarios es​tarán obligados a vivir en la tierra arrendada y a trabajarla personalmente; si se retiraran tendrán derecho a cobrar las mejoras necesarias y útiles que hubieran realizado. Este usufructo es in​transferible; pero los herederos del usufructuario tendrán dere​cho a continuarlo al mismo título. Las colonias de indígenas se organizarán siguiendo los lincamientos generales de la pre​sente ley, procurando la incorporación de estos grupos étnicos a la vida nacional en todas sus manifestaciones".

En resumen: usufructo vitalicio y hereditario, en lugar de propiedad común. Y una observación: equivocadamente se ha​bla de "tierra arrendada", cuando debió decirse: "tierra dada en usufructo".

X. RECURSOS FINANCIEROS

La ley, originariamente, asignaba al plan colonizador los re​cursos "que íije el Ministerio de Finanzas" (art. 66) del cual dependía el Banco de la Nación, entonces ejecutor de la coloni​zación. Esto implicaba dejar a merced del Ministerio (ocupado en muchos otros menesteres tal vez más apremiantes) el éxito de la obra; porque sin fondos no podrá haber distribución de la tierra.

El Decreto-ley 2.964/58, modificó el criterio (arts. 65 y 66). El P. E. entregará al Consejo los bienes que en el régimen ante​rior tenía el Banco, afectados a la colonización; además, la can​tidad que anualmente establezca el Presupuesto. Pero lo más interesante es ]a autorización acordada al Consejo para emitir hasta dos mil millones de pesos nominales en bonos de coloniza​ción; estos bonos procurarán el dinero necesario para adquirir tierras y éstas serán su respaldo.

Sin embargo, hasta ahora no se ha aplicado el sistema; se explica, ante la posibilidad de una nueva ley de colonización que se está preparando.

CUARTA PARTE OTRAS LEYES COLONIZADORAS

a) ley 10.676. En el año 1919 se sancionó la ley Nº 10.676, que encargó al Banco Hipotecario Nacional la colonización agraria. La obra colonizadora de este Banco no resultó eficaz; por el contrario, se prestó a la especulación. El régimen de la ley se limitaba a la financiación para la compra en determinadas circunstancias, sin emprender una acción orgánica e integral (18).

Con la reforma bancaria del año 1946 la colonización ha quedado al margen de las funciones del Banco; en virtud del art. 57 del Decreto Nº 14.961/46 (ratificado por ley N' 12.962) el sistema de la ley Nº 10.676 seguirá aplicándose transitoriamente respecto de los préstamos ya constituidos a la fecha del decreto y de los que se hayan pactado hasta el momento de la aplicación integral de la nueva carta orgánica de los bancos.

b) ley 13.246. Indirectamente es también ley colonizadora la de arrendamientos y aparcerías rurales.

En primer lugar, en relación a tierras cuyos arrendatarios o aparceros las ocupen amparados por la prórroga que la misma dispone (19).

En segundo lugar, la misma ley prevé el caso de que el cam​po ocupado por un arrendatario o aparcero sea ofrecido en ven​ta a éste; también concede el crédito del 100% para adquirirlo (art. 56). El interesado en el crédito debe concurrir al Banco de la Nación, con el boleto de compra-venta, y su solicitud se tra​mitará en la forma habitual empleada por el Banco para el cré​dito agrario de fomento de la colonización. Este régimen es per​manente en la ley, y facilita la adquisición a aquellos ocupantes de tierras cuyos propietarios convienen en venderlas a los arren​datarios o aparceros que las trabajen.

c) leyes 11.684 y 12.389. La primera creó la Sección Cré​dito Agrario en el Banco de la Nación Argentina; la segunda la modificó, ampliando los beneficios del préstamo. Entre los tipos de crédito previstos en estas leyes se halla el destinado a la compra de inmuebles rurales. Para encauzar esta acción, el Ban​co creó en el año 1947 el sector Fomento Especial de coloniza​ción dentro de la Gerencia de Colonización y Crédito Agrario. Esta Sección quedó eliminada por la ley 14.392 (art. 82).

d) ley Nº 14272. Se trata de un régimen especial de colo​nización de tierras de Choele-Choel, general Conesa, general Frías y Valle de Viedma (Río Negro). Declara sujetas a expro​piación esas tierras y encarga su colonización al Banco de la Na​ción según su carta orgánica y ley N° 12.636. Fija el precio de expropiación en el avalúo fiscal más un 30%.

QUINTA PARTE

COLONIZACIÓN REALIZADA POR EL CONSEJO AGRARIO Y POR EL BANCO DE LA NACIÓN

Según lo manifestó el miembro informante al tratarse la reforma a la ley 12.636 (20) el Consejo Agrario Nacional prácticamente empezó a funcionar en febrero de 1943 con la compra de 24 inmuebles que su​maban 350.373 hectáreas, cuyo valor en total era de $ 16.278.471. Por expropiación ingresaron al Consejo 187.752 cuyo precio aun no se había determinado en juicio por esa fecha (diciembre de 1946). De los in​muebles adquiridos, se vendieron seis campos con 45.745 Hs., entre 208 colonos; parcialmente, cuatro campos más, con 23.410 Hs. en las que se ubicaron a 85 colonos, quedando pendientes 28 lotes. En total, la obra colonizadora —a la fecha de este informe— sería: 10 campos subdivididos, 65.155 Hs. adjudicadas, y 293 colonos beneficiarios.

La falta de recursos fue una de las principales causas de este fra​caso. A pesar de que el consejo se instaló en julio de 1941, recién a mediados del año siguiente se le entregaron recursos previstos en la ley. Esta entrega permitió llamar a licitación para adquirir tierras, y en febrero de 1943 se escrituran los primeros traspasos al Consejo. Parce​lada la tierra, en noviembre de 1944 se entregan los primeros lotes (21).

Como los ofrecimientos voluntarios de tierras no satisficieran las necesidades del programa de colonización, hubo que recurrir a las ex​propiaciones, que se iniciaron en el año 1944. Este sistema ha sido el más eficaz, ante el retraimiento de los vendedores particulares.

El Consejo Agrario Nacional fue encargado, asimismo, de la colo​nización de tierras adquiridas por el Estado nacional en cumplimiento de la ley de extirpación de viñedos (12.355), habiéndose empezado la entrega de lotes a los colonos a fines de 1944.

En el año 1945 el Consejo pasó a depender de la Secretaria de Tra​bajo y Previsión (Decreto No 9.658, ratificado por ley No 12.921), aunque manteniendo su estructura y autarquía. Este mismo Decreto derogó el art. 77 de la ley 12.636, disponiendo que, en cambio, la Dirección de Tierras y el Consejo Agrario actuaran separadamente aplicando la pri​mera las leyes sobre tierras fiscales, y el segundo la ley de colonización;

entre los fundamentos de la medida estaba la circunstancia de que la Secretaría de Trabajo y Previsión tenía a su cargo la política inmigra​toria y a juicio del P. E. ésta y la colonización debían tratarse junta​mente. La colonización indígena se separó del Consejo, encargándose la aplicación del art. 66 de la ley 12.636 a la Comisión Honoraria de Re​ducciones de indios, dependiente de la citada Secretaría.

A los cinco días del decreto referido, el 7 de mayo de 1945 se dicta el Decreto No 10.195 por el cual, hallándose desintegrado el Con​sejo por renuncias —y manteniéndose sólo un miembro, que se había arrogado funciones de Directorio— se decide intervenirlo. Así continúa el organismo, hasta que por Decreto No 8.503/46, de reorganización del Banco Central, se pone bajo la superintendencia de éste —momentá​neamente— al Consejo Agrario Nacional, como así también a otras Jun​tas y Comisiones (art. 16). Finalmente, y por Decreto Nº 14.959 del 24 de mayo de 1946 (ratificado por ley No 12.962), el Consejo queda prácti​camente extinguido al encargarse al Banco de la Nación Argentina la aplicación de la ley 12.636 (art. 25, inc. a).

Con el nuevo sistema, y contando con mayores fondos, la aplica​ción de la ley de colonización cobró especial impulso. En los dos pri​meros años a contar desde la fecha en que se hizo cargo de la aplicación de la ley —junio de 1946— el Banco realizó, según sus informes, la labor que se resume así: se adjudicaron 189.910 Hs. por valor de pesos 37.049.526, convirtiéndose en propietarios a 1.088 colonos.

Se hicieron varios llamados de licitación y aceleraron las expro​piaciones; pero las respuestas a las licitaciones públicas se concretaron en campos poco aptos y demasiado caros, de tal manera que en el año 1947 sobre 1.800.000 Hs. ofrecidas el Banco sólo adquirió 135.000 Hs. Ello obligó a utilizar aun más el otro camino —expropiación— pero en vista de la continua inflación en los precios de las tierras, y generales, el P. E. dispuso la suspensión de los juicios de expropiación (Decreto No 33.425 del 27 de octubre de 1948).

Por otra parte, el Banco se hizo cargo también de la distribución de las tierras provenientes de la extirpación de viñedos (12.355) situadas en Mendoza, San Juan, Jujuy y Río Negro. Y aparte de estos regímenes, en cierto modo generales, la colonización se extiende a campos objetos de leyes especiales, como la No 13.592 que ordenó la colonización de 5.598 Hs. en Cafayate (Salta), respecto de cuya parcelación y adjudi​cación regirán normas particulares; lo mismo puede decirse de la ley No 14.272 (colonización en Río Negro).

En el año 1951 el Banco adjudicó 85.101 Hs. subdivididas en 533 lotes, ubicados en las provincias de Buenos Aires, Mendoza, Entre Ríos, Chaco y Córdoba. Las colonias así formadas deben su origen a los dos sistemas de colonización del Banco: a) el de la ley 12.636; b) el de fo​mento especial de colonización (22).

En los años posteriores la colonización fue decreciendo; así, en 1954 el Banco adjudicó solamente 32.000 Hs. divididas en 261 lotes. A fines del año 1954 funcionaban, en total, 80 colonias con una extensión de 735.864 Hs. divididas en 4.585 lotes (23).

La obra colonizadora no satisface aún, ni mucho menos, la demanda de tierras; ello obliga a reconocer la necesidad de per​feccionar los mecanismos y establecer otros medios —directos e indirectos— de colonización, tal como lo hemos advertido ya en este capítulo. La insuficiencia de la tierra ofrecida queda pa​tente ante el informe mismo del Banco, según el cual, en el año 1954 se ofrecieron 84 lotes y para pretenderlos hubo 1.001 soli​citudes, es decir un promedio de doce interesados por predio (24);

la Memoria del año 1948 señalaba menor proporción: "el interés — decía— que esta obra colonizadora despierta en la masa agra​ria del país, así como la garantía que la Institución representa, está plenamente demostrado en el hecho de que para un total de 962 lotes ofrecidos en los concursos de colonos realizados en el año, se presentaron 4.494 interesados, vale decir, un prome​dio de 5 aspirantes por lote".

El retorno de la función colonizadora al Consejo Agrario Nacional no produjo una activación de la misma en la medida nece​saria; en la tarea de convertir a arrendatarios en propietarios más eficaz ha sido el plan de transformación agraria, aplicado por las Cámaras Paritarias y no obstante las reservas legales que éstas suscitan (24 bis).

SEXTA PARTE NUEVOS PROYECTOS DE LEY DE COLONIZACIÓN

En los años 1946 y 1958 se presentaron al Congreso nuevos proyectos de ley de colonización. Si bien el primero no tuvo éxi:to y el segundo no fue tratado todavía, haremos una breve re​ferencia a ambos.

En 1946 la Comisión de Legislación Agraria de la Cámara de Diputados produjo un despacho que la Cámara sancionó en diciembre de dicho año, pero que no tuvo eco en el Senado. Los •principales aspectos de este proyecto eran:

a) Restablecimiento y reestructuración del Consejo Agra​rio Nacional, pero sin que el Banco de la Nación dejara sus atri​buciones colonizadoras, que en ese tiempo tenía;

b) Autorización para adquirir tierras directamente, sin ne​cesidad de recurrir a la licitación o al remate;

c) Modificación del criterio acerca de lo que se entiende por latifundio; el proyecto consideró tal el inmueble cuya va​luación fiscal no fuese inferior a los $ 300.000;

d) Valuación para la expropiación: la correspondiente al pago de la contribución inmobiliaria; a este fin los propietarios deberían formular una declaración jurada del valor de sus tierras;

e) Incorporación del sistema de arrendamiento vitalicio res​pecto de ciertas tierras, sin opción a compra (tierras de fronte​ras, comunidades de indígenas);

f) Colonización obrera, tendiente a lograr parcelamientos en lugares cercanos a ciudades y pueblos, donde empleados y obreros pudieran dedicar parte de su tiempo libre a trabajos agrícolas.

En el año 1958 tanto el P. E. como algunos legisladores na​cionales prepararon proyectos sobre la materia. En base a los itísmos, el 23 cíe setiembre de dicho año las Comisiones de Agri​cultura y Ganadería y de Finanzas y Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados aprobaron un despacho cuyas partes principales son:

1) Se mantiene el Consejo Agrario Nacional, con facultades similares a las actuales;

2) El Consejo podrá expropiar, con autorización del P. E., las tierras que sean necesarias a los fines del cumplimiento de los planes colonizadores, a cuyo fin se las declara de utilidad pública; es decir: hay una declaración genérica de utilidad pú​blica, de dudosa constitucionalidad;

3) Quedan sujetas a expropiación las tierras mal explota​das y las que, aun estando bien trabajadas, no lo sean por el pro​pietario o sus familiares próximos;

4) Las tierras expropiables serán las que reúnan condicio​nes de aptitud en sí mismas y estén bien ubicadas en relación a los medios de transporte;

5) La adquisición de tales tierras podrá hacerse también por compra dilecta, licitación, remate y retracto; respecto de es​te último no establece la forma en que funcionará, por lo cual aparece inoperante;

6) El precio de adquisición se fijará de acuerdo a la produc​tividad del campo, excluyéndose como punto de referencia el valor venal;

7) El Consejo podrá organizar colonias para adjudicarles tierras en usufructo vitalicio, en lugar de la propiedad común. Ya hemos opinado, por nuestra parte, que el desiderátum de la colonización es la adjudicación en propiedad.

SÉPTIMA PARTE LA COLONIZACIÓN EN PROVINCIAS

Las provincias tienen, según hemos visto, atribuciones en materia de colonización. Varias de ellas han sancionado leyes orgánicas; además, en las constituciones de las provincias nue​vas no faltan alusiones a este problema, incursionando a veces sobre terreno que les está vedado por concernir a la Nación. En la imposibilidad de analizar todas las leyes provinciales de co​lonización, nos limitaremos a una reseña de las más recientes:

Jujuy, Córdoba, San Luis, Entre Ríos y Buenos Aires; posterior​mente aludiremos a las recientes constituciones locales.

1) Jujuy. Las disposiciones sobre colonización forman parte de su Código Rural (ley N" 1.896, del año 1948). Los arts. 328 y siguientes tratan la materia, disponiendo que la Provincia aplique un plan de colonización agraria y pastoril, acorde con las leyes nacionales; crea el Consejo Provincial de Colonización, para estudiar, proyectar y aplicar planes colonizadores. A estos fines se utilizarán las siguientes tierras: las fiscales aptas, las que se compren o expropien, y las que los particulares o muni​cipios entreguen para colonizar. Se declaran de utilidad pública para ser expropiadas y destinadas a colonización, las tierras abandonadas o no explotadas racionalmente por sus propieta​rios; o aquéllas que excedan de 2.000 Hs. de superficie. Las tie​rras serán fraccionadas en unidades económicas y vendidas en subasta pública, prefiriéndose a los productores agropecuarios, argentinos y con familia. Los adquirentes formarán una coope​rativa de producción, comercialización, industrialización y con​sumo, que funcionará en la forma que el Consejo reglamente;

esta asociación obligatoria la estimamos contraria a los princi​pios del cooperativismo y a la libertad de asociación.

2) Córdoba. La ley Nº4.639 (del año 1959) que creó el Institu​to provincial de asuntos agrarios y colonización, no se limita a es​te último tema; las facultades del Instituto equivalen a las de un verdadero ministerio, alcanzando a diversas facetas de la polí​tica económica agraria (agricultura, ganadería, lechería, granja, bosques, suelos e hidrología). Expresamente se le encomien​da realizar la colonización agraria (art. 2º, inc. b-2) para lo cual asume facultades similares a las del Consejo Agrario (art. 15). Se declara de utilidad pública y sujetas a expropiación los bie​nes necesarios para el cumplimiento de la ley (art. 57). Para realizar sus funciones se crea el Fondo agrario que se formará con el ingreso de varios impuestos que la ley crea (art. 17) y cuyo monto ha motivado múltiples reclamos de los productores, por llegar a el ovadísimas sumas; gran parte de tales recursos provienen de los productos del campo.

3) San Luis. Por ley N" 2.692 (año 1959) y siguiendo las lí​neas de la ley cordobesa recién aludida, se creó el Instituto de colonización y fomento agropecuario, cuya principal función se​rá "promover v planificar la reforma agraria integral de la pro​vincia" (art. 2º, inc. a). Para realizarla se destinarán los siguien​tes inmuebles: 1) tierras fiscales; 2) las del dominio privado o municipal que se ofrezcan; 3) las que el P. E. adquiera por com​pra, expropiación o cualquier otro título; 4) las de reparticiones provinciales (art. 15). El precio de compra o de expropiación se .fijará de acuerdo al avalúo fiscal del inmueble y de los vecinos, ,y valor de productividad, a más de la indemnización por mejo​ras y daños y perjuicios (art. 17). La tierra será parcelada en unidades económicas y se adjudicará, por concurso, a los can​didatos que se presenten prefiriéndose a los arrendatarios o aparceros, argentinos, con familia, técnicos, etc. El precio de venta lo fijará el Instituto de acuerdo al costo del inmueble y a las características y destino del mismo, más un 5% de seguri​dad; el precio podrá ser pagado en plazos de hasta 30 años. Las .obligaciones y los derechos de los adjudicatarios, y las causas de extinción de las adjudicaciones son también similares a la ley .nacional.

4) Entre Ríos. Esta provincia fue de las primeras en en​carar orgánicamente la colonización local, sancionando en el año .1934 la ley Nº 2.985 de transformación agraria, que en buena .parte serviría de antecedente a la ley nacional N" 12.636. Fue luego modificada por las leyes 2.990 y 4.163. Sus disposiciones .más importantes son: 1) autoriza al P. E. a vender las tierras fiscales y a comprar o expropiar tierras aptas, para subdividir-las y destinarlas a la formación de granjas; 2) crea el Consejo Agrario para estudiar y proyectar los planes de colonización y controlar su cumplimiento; 3) establece el pago de campos que se compren, en títulos o bien con recursos del fondo espe​cial; sobre el particular observamos que el pago con títulos, en caso de expropiación, no parece estar de acuerdo con la Constitución nacional; 4) las tierras se parcelarán en unidades económicas y se venderán directamente, prefiriéndose a los agri​cultores argentinos y con familia; 5) se formarán colonias con individualidad y organización propias, con un Consejo local y •una cooperativa; 6) el precio de venta a los adjudicatarios se fijará teniendo en cuenta el costo de adquisición más un 10% pa​ra obras de beneficio colectivo; el título definitivo se acordará una vez pagado el total del precio; 7) se declara de utilidad pú​blica y expropiable por el P. E. toda superficie de más de 2.000 Hs. que no sea explotación modelo; 8) el P. E. podrá expropiar inmuebles de cualquier extensión que impidan el desarrollo de los centros urbanos o de las colonias; 9) también serán expropiables las tierras adquiridas por el régimen de esta ley que se hubiesen unificado en un mismo propietario.

5) Buenos Aires. La provincia de Buenos Aires tuvo va​rias leyes de colonización. En 1936, por ley 4.418 se creó el Ins​tituto de Colonización que realizó una eficaz labor. En 1948 se substituyó dicha ley por la N" 5.286, modificada en el mismo año por la N" 5.363.

Las funciones del Instituto, según estas leyes, eran: llevar a cabo planes de colonización oficial, promover la tecnificación en las colonias, fomentar el crédito y el cooperativismo, organi​zar el seguro agrícola. Como recursos contaba con las tierras fiscales y con el producido de la emisión de bonos de coloniza​ción. Para expropiar tierras el Instituto sólo necesitaba autori​zación del P. E., y no una ley especial, criterio que no es el más ortodoxo; el precio de compra sería el de la valuación fiscal o declaración jurada. También incorporó el retracto, en virtud del cual el Instituto podía substituir al adquirente de tierras colonizables, abonando al vendedor el precio que constase en la es​critura siempre que no excediese de ciertos límites; sobre el particular observamos que la institución del retracto es de ín​dole reservada a la legislación nacional, y no puede ser estable​cida por leyes locales. Las tierras adquiridas debían ser subdivididas y adjudicadas en la forma corriente en estos casos.

En el año 1960 y luego de larga polémica acerca de la lla​mada "reforma agraria bonaerense" se sancionó la ley 6.264. Esta ley tiende no sólo a la subdivisión de campos sino al incre​mento de la producción, aumento de la población, incorporación de nuevas tierras y tecnificación de las explotaciones rurales. Se crea el Instituto Agrario de la Provincia de Buenos Aires, .con funciones similares a las del Consejo Agrario Nacional. Pa​ra cumplir la ley se destinarán las tierras fiscales, las que se ofrecieren para incorporar al sistema de la ley, y las que se compren o expropien, o se reciban por cesión, donación, legado o cualquier otro título; no se prevé el retracto. Las expropiacio​nes se harán por ley especial en cada caso y siguiendo un orden de prioridad que previamente fijará el Instituto, lo cual importa un sensible progreso sobre otras leyes. Las tierras serán parce​ladas en unidades económicas y adjudicadas de modo similar a las de leyes ya vistas; lo mismo respecto de los derechos y obli​gaciones de los adjudicatarios y causas de terminación de las ad​judicaciones; el plazo para pagar podrá ser de hasta 30 años. El Instituto promoverá la colonización ejidal y la formación de centros agrarios regionales.

Las recientes constituciones provinciales. Seguidamente resumimos las disposiciones constitucionales de las nuevas provincias:

1) Misiones. La propiedad ha de cumplir una función social (art. 51). La ley reglamentará la colonización oficial o privada sobre las siguientes bases: 1) distribución en base a unidades económicas, evitándose el mi​nifundio; 2) explotación directa y racional por el adjudicatario; 3) ad​judicación preferencial a grupos que formen cooperativas; 4) trámite .sumario para la entrega de títulos de propiedad; 5) otorgamiento de crédito oficial (art. 54). Se procurará una reforma agraria que propicie el acceso del hombre a la propiedad de la tierra, el fortalecimiento de la familia campesina y la vigorización de la economía agraria (art. 55). La ley promoverá la vivienda digna e higiénica para el productor rural (art. 56, inc. 5º).

2) Chaco. El ejercicio del derecho de propiedad estará subordinado al interés social (art. 36). Mediante la expropiación de latifundios y mi​nifundios, se procurará la formación de unidades económicas (art. 44). El Estado propenderá a la eliminación del arrendamiento y de la apar​cería como formas de explotación de la tierra (art. 45). La Provincia fomentará la inmigración y la colonización (art. 46). Se procurará ra​dicar al aborigen en la tierra e incorporarlo a la vida nacional (art. 34).

3) Neuquén. La tierra es un bien de trabajo y la ley promoverá una reforma agraria integral con arreglo a las siguientes bases: a) parcelamiento de las tierras fiscales en unidades económicas; b) asignación de tierras a auténticos productores; c) privilegio del "bien de familia" respecto de tales parcelas; d) protección y capacitación de los aboríge​nes; e) expropiación de latifundios (art. 239). Los inmuebles que no cumplan con su función social serán expropiados, en este orden: a) los inexplotados; b) los que se hallan destinados a producir renta mediante el trabajo de terceros; c) los que poseen las sociedades de capital y no sean explotados racionalmente (art. 240). Se reconoce la licitud de la colonización privada, siempre que sea responsable y esté de acuerdo al bien común (art. 241). Se instituye el "bien de familia" inembargable (art. 226).

4) Río Negro. La tierra será considerada instrumento de produc​ción y no mercancía; deberá ser objeto de explotación racional (art. 40). Se expropiarán los latifundios inexplotados o explotados irracional​mente, y las tierras sin derecho a aguas que se beneficien con obras del Estado; la ley promoverá el parcelamiento de tierras aptas para el cultivo, las que serán entregadas en concesión vitalicia o enajenadas a trabajadores rurales (art. 41). A este fin se crearán organismos autár-quicos de aplicación integrados por representantes de la Provincia y productores agrarios (art. 42). Se instituye el "bien de familia", que se declara inembargable (art. 31).

5) Chubut. La propiedad privada tiene también una función social (art. 24). La tierra será considerada instrumento de producción y no de renta, y debe ser objeto de explotación racional (art. 67). Se creará un organismo autárquico de colonización para: a) distribuir la tierra fiscal; b) adquirir a particulares, y luego vender a los productores, tie​rras colonizables; c) expropiar los predios necesarios para la coloniza​ción, en este orden: los de sociedades por acciones, los latifundios, los minifundios y las tierras destinadas a obtener renta mediante el tra​bajo de terceros (art. 69). Se encararán planes de colonización para favorecer el acceso del hombre de campo a la tierra, que será adjudicada en forma irrevocable (art. 70). Se admitirá la colonización privada bajo contralor oficial (art. 70). Se dictarán leyes de protección al aborigen, asegurándole la propiedad de la tierra que ocupa (art. 71, inc. d). Se instituye el "bien de familia" inembargable (art. 44).

6) Formosa. La tierra es considerada bien de trabajo (art. 35, inc. 29). Se dictará una ley de colonización y fomento de la inmigración, orien​tada al arraigo del productor (art. 37). El Estado podrá expropiar, con arreglo a planes de desarrollo, los inmuebles que no cumplan con su función social. La expropiación seguirá este orden: a) tierras inexplotadas; b) tierras en poder de sociedades cuyos titulares no sean individualizables; c) las que estén destinadas por sus propietarios a producir renta mediante el trabajo de terceros (art. 40). Se instituye el "bien de familia", como institución social y sobre la base de la inembargabilidad (artículo 41).

7) Santa Cruz. Se procurará la eliminación de los latifundios me​diante expropiaciones e impuestos especiales (art. 70); se define al lati​fundio como la gran extensión, en producción o no, que atente contra el progreso y bienestar de la colectividad. El art. 71 enuncia un plan agra​rio de objetivos similares a la ley nacional (N° 14.392); se creará un Consejo Agrario Provincial que determinará qué tierras serán necesarias para llevar a cabo el plan colonizador y que estarán sujetas a expropia​ción (art. 73). La ley agraria deberá tender a la conservación del suelo (artículo 74).

8) La Pampa. La propiedad debe cumplir una función social y su explotación conforme a la conveniencia de la comunidad; en caso de expropiación, el mayor valor del suelo no producido por el esfuerzo del propietario pertenece a la comunidad (art. 29). Las tierras fiscales serán colonizadas (art. 30) y si resultaren insuficientes se recurrirá a la ex​propiación, preferentemente de las tierras de sociedades monopolistas, lati​fundios, minifundios y campos destinados a renta (art. 31).

CITAS

(1) La reforma bancaria de octubre de 1957 (Decretos-leyes 13.126 y 13.127). dispuso el retiro de la función colonizadora que estaba a cargo del Banco de la Nación. A su vez, el Decreto-ley 2.964/58 restableció el Consejo Agrario Nacional.

(1 bis) A mediados de 1961 sumaban alrededor de 2.800 los productores agra​rios (arrendatarios y aparceros) exceptuados de la prórroga legal pero cuyo traslado era y es Imposible por no ofrecérseles otras tierras.

(2) También en esto la realidad argentina es poco alentadora. En marzo de W59, en declaración pública, el secretario de agricultura y ganadería de la Nación reconoció que el Estado no había otorgado todavía un solo título definitivo de propiedad emergente de sistemas colonizadores (diarlo La Prensa, del 9-III-1959).

En los años 1960 y 1961 se empezó a otorgar títulos a antiguos colonos.

(3) En varios Estados de la India moderna "los labradores que llevan en cul​tivo una explotación agrícola durante cierto número de años adquieren los derechos <le "ocupación" o contrato entitéutlco de arriendo. La renta se tija en un tercio o •un cuarto de la producción, y es pagadera en dinero".

En Bombay el arrendatario puede obligar al propietario a venderle hasta 20 Hs. al precio que fl)a un tribunal agrario, siempre que la propiedad en cuestión no quede reducida a menos de 20 Hs.

(V. La reforma agraria en la India, colaboración de M. Ii. dntwala en la "Revis​ta Internacional del Trabajo", número de noviembre-diclembre de 1952, pág. 468 y .rtgtes.).

Sin embargo, cuando la ocupación del arrendatario es ajena a la voluntad del arrendador (como ocurre con las prórrogas legales de los contratos), la situación es distinta; porque a veces es la ley misma la que Impide al dueño volver a trabajar su campo.

(4) Sobre este tema véase la ley Nf 14.451 en el capitulo referente a arrenda​miento y aparcería.

(5) Mas adelante nos ocuparemos detenidamente del retracto arrendatlclo.

(6) Por Decreto N" 07655, del 6 de setiembre de 1947, ratificado por ley N» 3.298, de Santa Fe, se declaró que "Esperanza es la primera colonia agrícola organizada oficialmente en el país". Pero esta primacía no Importa olvidar otros precedentes de Interés. En el año 1855, Augusto Brougnes fundó la colonia San Juan, en el puerto de Santa Ana, cerca de Corrientes, que posteriormente se disgregó. Aun antes, en el año 1853, se fundó cerca de Paraná, en la hoy Villa Urquiza, la colonia "Las Conchas", por iniciativa del coronel español Manuel Clemente y con el aus​picio de Urquiza; se Inició con oficiales españoles, siguiéndoles alemanes y belgas. En 1865 llegó a Chubut el primer contingente de colonos galeses, que llevaron adelante, a pesar del aislamiento, una progresista colonia en el valle; ya en 1873 enviaban trigo a Buenos Aires.

Don Aarón Castellanos, hijo de antigua familia criolla, había tratado con el gobierno nacional, por el año 1852, la ejecución de un amplio plan de colonización. La revolución del 11 de setiembre Interrumpió los trámites, y entonces propuso al gobernador de Santa Fe, Domingo Crespo, un contrato para traer mil familias suizas, de agricultores. El 13 de junio de 1853 el gobernador firma un decreto auto​rizando al Ministro de Gobierno, don Manuel Lelva, a celebrar un contrato de In​migración europea y colonización del Chaco, en el territorio de Santa Fe. En julio del mismo año la legislatura confirma los contratos; lo mismo hizo luego el go​bierno nacional garantizando la empresa. Los primeros inmigrantes, a los cuales Castellanos fue personalmente a buscar a Europa, llegaron a Buenos Aires en enero de 1856, trasladándose luego al norte del rio Salado, donde les esperaban los campos para colonizar; allí se fundó la colonia de Esperanza, que empezó sus trabajos en febrero de 1856.

La Academia Nacional de la Historia, encargada oficialmente para aclarar lo relativo a la antigüedad de diversas colonias agrícolas que se disputan el honor de ser las primeras, produjo dictamen en el año 1956. En el mismo se expresa que la primera colonia agrícola es la establecida en cumplimiento de los propósitos co​lonizadores de Rivadavia, por Barber Beaumont, en julio de 1825, en San Pedro (Prov. de Buenos Aires). Cabe recordar que Rivadavia había creado en 1824 la Co​misión de Inmigración, que luego Rosas disolvió en el año 1830.

(6 bis) Sobre el tema véase: mabienhoff, miguel s. "Justa indemnización: con​cepto y fundamento positivo" en Jurisprudencia argentina, 1959-VI pag. 255.

(7) Había decenas de proyectos de colonización, al tratarse este problema. Entre los proyectos recordados entonces, figuraban éstos: un proyecto del P. E. sus​crito por el Dr. Cárcano, Ministro de Agricultura del Presidente Justo; un proyecto de Horne, que creaba el Consejo Agrario con sede en Rosario; un proyecto de Ben​jamín Palacio; otro de Juan F. Cafferata y Carlos D. Courel, que encargaba la co​lonización al Banco Hipotecarlo Nacional, ordenando en definitiva la inscripción de las parcelas, conforme a la ley del hogar; iniciativas, asimismo de Manuel Pinto (h.), Aníbal Arbeletche, y de Francisco Eyto. Tales eran los más próximos.

i   Entre los anteriores, se anotaban los de Parera (1912), de la Torre y Lagos (1914), Le Bretón (1918), Anello y González Zimmerman (1921), Quirós (1922), Da Tomase (1924) y Costa Méndez (1933).

(8) El Consejo Agrario Nacional se integraba con cinco miembros: dos en re​presentación del P. E.; uno en representación del Banco de la Nación y del Banco Hipotecario; uno en representación de las cooperativas agrarias debidamente Ins​criptas; y otro en representación de los Consejos Agrarios locales. Todos ellos Ina​movibles mientras observaren buena conducta.

El Consejo se Instaló en julio de 1941. Por Decreto N'; 9.658, del 2 de mayo de 1945 y ratificado por ley Nº 12.921, el Consejo pasó a depender de la Secretaria de Trabajo y Previsión; el 7 del mismo mes fue intervenido. Con la reforma bancaria de 1946, sus funciones se encomendaron al Banco de la Nación Argentina. (Decreto N» 14.959/46, art. 25, tac. a; este Decreto íue ratificado por ley N» 12.962).

(9) Las funciones del Consejo fueron reglamentadas por Decreto N» 126.989, del 4 de agosto de 1942; su art. 23 disponía que el día 2 de setiembre de 1943 debía concretarse el pase de la Dirección de Tierras al Consejo. Según es sabido, tal pase recién se concretó mediante el Decreto Ni 882/59. (Ver supra, pág. 268).

(10) Reseñas del Instituto Agrario Argentino. Análisis técnico-jurídico de ta ley de colonización N» 12.636. Buenos Aires, 1947, pág. 32.

(11) De acuerdo a la sanción primera en Diputados, el art. 15 preveía la ex​propiación de campos no explotados, fuesen aptos o no para la colonización. Pero el Senado modificó el articulo, disponiendo que sólo podían expropiarse los campos abandonados o no explotados, cuando reunieren las condiciones del art. 9v, es decir, aptitud para la colonización. La reforma fue aceptada por la Cámara de Diputados, y el articulo quedó como está, es decir, completamente distinto a su primera In​tención. De tal modo, el art. 13 y el art. 15 no se diferencian en su alcance.

(12) En el Senado, palacios observó que el remedio de la ley se aplicaba cuan​do ya se había producido el mal, es decir, la desaparición de la unidad económica;

Indicó que había que adoptar soluciones preventivas. Pero la sanción se limitó al remedio "a posterior!", lo que obliga, en cierto modo, a empezar siempre de nuevo.

(13) La ley Nº 14.254 (año 1953) autorizó al P. E. a crear nueve colonlas-gran-jas de adaptación y educación de la población aborigen en las provincias de Jujuy, Salta, Chaco, Formosa y Neuquén; y a Invertir hasta ocho millones en adquisición tíe tierras, instrumentos de labranza y artesanía, construcciones, etc.

Por su parte la ley Nº 14.551 (año 1958) dispuso la transferencia gratuita a 1& provincia de Jujuy de varias tierras de propiedad nacional, para ser adjudicadas en propiedad, sin cargo, a sus ocupantes.

(14) A pesar de que al tratarse la ley el Ministro de Hacienda manifestó que el P. E. podía entregar Inmediatamente los 30 millones previstos en el art. 60, la en​trega sufrió postergaciones, efectuándose al año de Instalarse el Consejo.

(14 bis) Por Decreto N" 326 (del 13-1-1961) el P. E. aprobó un convenio cele​brado entre el Consejo Agrario Nacional y el Comité Intergubernamental para las Migraciones Europeas (C. I. M. E.) a fin de establecer un Centro de Recepción, en​trenamiento y colocación de familias agrícolas inmigrantes en Choele-Choel (Rio Negro).

(15) Se Insiste en el error; las tierras fiscales tienen su régimen propio (Decre-to-ley N» 14.577 del 13/VIII/1956) aunque ahora estén a cargo del Consejo Agrario Nacional (Decreto N» 882/59).

(16) Por Decreto N» 14.903/60 se dispuso que pasen al Consejo Agrario Nacio​nal, para colonizar, unas 15.500 Hs. que poseían los ferrocarriles argentinos <E.F.E.A.).

(16 bis) Véase: bercaitz, miguel ángel, Teoría general Se los contratos admi​nistrativos. Buenos Aires, Depalma, 1952.

(17) A la ley 12.636 han adherido las provincias: Buenos Aires, por ley Nº 4.911;Santa Fe, ley 3.059; Córdoba, Decreto-ley N° 1.165/43; San Juan, ley 850; Mendoza, ley 1.541; Jujuy, Decreto-ley N» 214/43; Corrientes, ley 1.026; Catamarca, ley 1.250;San Luis, ley 1.844; Tucumán, por Decreto del 3 de noviembre de 1943, y así las demás.

Al sancionar la adhesión, las provincias dictaron todas las normas a las cuales deben sujetarse para poder ser beneficiarlas del régimen de la ley N' 12.636.

A pesar de la derogación de la ley 12.636, se mantienen las adhesiones que se hubiesen hecho (ley N» 14.392, art. 90 agregado por Decreto-ley N» 2.964/58).

(18) En el sistema de la ley N» 10.676, el Banco Hipotecario prestaba dinero hasta cubrir el 80% del valor de la tierra a adquirir, y por superficies de hasta 200 Hs.

(19) En el capitulo dedicado al contrato de arrendamiento y aparcería nos re​feriremos al plan de transformación agraria como medio de facilitar el acceso de los arrendatarios a la propiedad (ley N« 14.451).

(20) Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados de la Nación, año 1946, pág. 6.810 y sigtes.

(21) La primera colonia fue "Cañada Rica", en Santa Fe, departamento Cons​titución (26 de noviembre de 1944); luego ' Las Rosas", en los departamentos Belgrano y San Martín. En diciembre de 1944 se Inauguró la colonia "Isletaa" en Diamante (Entre Ríos).

(22) Según el sistema de la ley Nº 12.636 se adjudicaron las siguientes colo​nias: El Puesto Viejo (36 lotes. San Martín, Mendoza), Los Otoyanes (17 lotes, Junfn, Mendoza), Irala (106 lotes. Bragado, Buenos Aires), Los Galpones (66 lo​tes, Nogoyá, Entre Ríos) y El Cacique (33 lotes, M. de Hoz, Chaco).

De acuerdo al sistema de Fomento especial de colonización, se adjudicaron estas colonias: El Bermejo (175 lotes. Tobas, Chaco), Los Jagüeles (75 lotes. Río Cuarto, Córdoba) y el Triángulo (25 lotes, Bivadavia, Buenos Aires).

Este sistema —régimen de fomento especial de colonización— fue dejado sin efecto por la ley Nº 14.392 (art. 82).

(23) En la Memoria correspondiente a los ejercicios de los años 1956, 1957 y 1958, el Banco Indica que el 31 de diciembre de 1957 tenia en funcionamiento 79 colonias con 4:580 lotes; y en formación varias colonias que sumarian 47.895 Hs. con algo más de 800 lotes. Además, llevaba adjudicadas 11.377 Hs. (1.463 lotes) en zonas vitivinícolas, conforme a la ley 12.355. En 1958, al entrar nuevamente en fun​ciones el Consejo Agrario Nacional, recibió del Banco de la Nación 82 colonias con unos 5.800 adjudicatarios y poco más de 700.000 Hs.

(24) Memoria del Banco de la Nación Argentina, año 1954, pág. 50.

(24 bis) Al tratarse en Diputados la ley N» 14.451 se mencionaron estos datos acerca de propiedades rurales de sociedades anónimas (al 30-XI-1954): en la provin​cia de Buenos Aires, 114 sociedades con 546.851 Hs. arrendadas y 2.573 arrendatarios o aparceros; en Santa Fe, 81 sociedades con 467.000 Hs. y 3.364 arrendatarios o apar​ceros; en Córdoba, 76 sociedades con 258.000 Hs. y 1.400 arrendatarios o aparceros;

en Entre Ríos, 38 sociedades con 163.000 Hs. y 1.500 arrendatarios o aparceros. (Diario de Sesiones, año 1958, T. III, pag. 2.163).

